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Resumen 
Al interior de la criminología crítica se ha presentado una confusión respecto del ámbito 
de la política criminal y la seguridad ciudadana que ha dado a entender –de forma 
tradicional- que aquella comprende a ésta. Sin embargo, la experiencia bogotana en 
materia de políticas públicas de seguridad ciudadana junto con la política criminal oficial 
de Colombia, nos presenta un escenario claro para advertir que las políticas de 
seguridad ciudadana son interdependientes de las políticas criminales y no son una 
forma de ésta. Prueba de ello es que la política pública de seguridad ciudadana de 
Bogotá D.C. no está contenida en la política pública criminal oficial del Estado 
colombiano, dado que los procesos de formulación y el grado de consolidación son 
diferentes en virtud de los actores que participan, el uso del derecho, las influencias 
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Abstract 
Within critical criminology there has been a confusion about the scope of the Criminal 
Policy and the Public Security Policy that has suggested – according to traditional 
thoughts -that the latter is included in the first. However, Bogota's experience in public 
security policy along with Colombia's official criminal policy, presents a clear scenario of 
how the public security policies are interdependent of criminal policies but not a form of it. 
Proof of this is that public policy on public security in Bogotá DC is not contained in the 
official criminal policy of the Colombian State, given that the formulation processes and 
the degree of consolidation of noted public policies are different depending of the actors 
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Introducción 
La criminología crítica se ha esmerado en desmantelar las teorías criminológicas que han 
legitimado determinadas formas de dominación, en poner al servicio sus saberes para la 
denuncia de las ideologías que inspiran los regímenes penales vigentes y en imaginar 
formas, dispositivos o mecanismos de control social alternativo que no impliquen, 
correlativamente, el incremento de la punición y el control que lesionen derechos 
fundamentales. Si bien es cierto que esta corriente del pensamiento crítico puede 
subdividirse en tres vertientes (garantismo, abolicionismo y neorrealismo de izquierda), 
en cualquier caso es evidente un compromiso con la transformación del estado de cosas 
para realizar la justicia social en cada una de ellas. Es así que las realidades dinamizaron 
el pensamiento regional al punto que hoy podamos hablar –en nuestro caso- de una 
criminología crítica latinoamericana, o como la llama Zaffaroni (1988) un realismo 
criminológico marginal, en constante construcción. 
De ahí que el punto de partida para esta investigación tenga que ver con una 
preocupación. En vista de la vertiginosa sofisticación de las tecnologías de vigilancia y 
control ya no es posible (ni responsable con el compromiso aludido) confundir dos 
políticas públicas del control social punitivo y formal: la política criminal y la política de 
seguridad ciudadana. En efecto, la literatura criminológica identificó inicialmente a la 
seguridad ciudadana como otro membrete que recibía la política criminal, esto es, otra de 
sus formas. No obstante, no considero que eso hoy sea así, y en cambio sostengo que 
en virtud de las influencias internacionales, el uso del derecho, el ámbito territorial y los 
actores que participan en la construcción de cada una, la política de seguridad ciudadana 
ha logrado una autonomía con efectos reales que apuntalan al fortalecimiento del poder 
de policía; mientras que la política criminal oficial, en virtud de las mismas circunstancias, 
ha optado por concentrarse en el Sistema Penal de una forma fundamentalista. 
Así las cosas, si por un lado tenemos una política criminal oficial que ha recurrido 
ciegamente al derecho penal (mediante la criminalización de nuevos comportamientos, el 
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recrudecimiento de penas a los ya tipificados o la ampliación de términos para llevar a 
cabo la investigación penal); y por el otro tenemos una política de seguridad ciudadana 
que le ha apostado a la policización de las relaciones sociales y al análisis de riesgos 
como estrategia contra la delincuencia. El resultado que podemos imaginar no es más 
que el incremento del poder punitivo del Estado neoliberal. 
El presente es un esfuerzo descriptivo y analítico, resultado final de una investigación 
realizada a lo largo de la Maestría en Derecho con profundización en Sociología y 
Política Criminal, que procura contribuir a las teorías del control social mediante el 
abordaje crítico de dos políticas públicas del control social formal: la criminal y la de 
seguridad ciudadana. Dado que la mera diferenciación conceptual es insuficiente para 
contemplar cómo estas políticas públicas son y se diferencian en la práctica, decidí tomar 
la experiencia bogotana en materia de seguridad ciudadana por un lado, y la política 
criminal oficial de Colombia por el otro, con el ánimo de contribuir en el pensamiento 
criminológico latinoamericano y comprobar que, pese a que los fenómenos de 
criminalidad urbana conforman un campo de intervención común, estas políticas operan 
de forma aparentemente independiente y el resultado es el arriba imaginado. 
El periodo de tiempo en el que se concentró la investigación fue entre los años de 1995 y 
2012. Este intervalo comprende todo el proceso de formulación e institucionalización de 
la política de seguridad ciudadana en Bogotá, que inicia con el primer mandato de 
Antanas Mockus como alcalde y se asume la implementación de una estrategia 
multisectorial de reacción y prevención de la violencia urbana. Los resultados en materia 
de disminución de muertes violentas en Bogotá son destacados como ejemplo para las 
demás ciudades latinoamericanas: de 80 homicidios por cada 100.000 habitantes en 
1993, pasó a 16,9 homicidios en el año 2012. 
Este periodo también comprende la etapa de codificación penal unificada, el cambio del 
proceso penal a uno acusatorio y un aceleramiento en las reformas sustanciales y 
procedimentales del Sistema Penal, evaluado como populista por la Comisión Asesora 
para el Diseño de la Política Criminal para el Estado colombiano (2012). También se 
caracteriza por la declaratoria y posterior agudización del estado de cosas 
inconstitucional del sistema penitenciario y carcelario, respecto del cual la Corte 
Constitucional (sentencia T-153 de 1998) dedicó parte de su providencia judicial a 
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analizar la grave situación de derechos humanos de los internos de un establecimiento 
penitenciario de Bogotá conocido como “La Modelo”. 
En consecuencia, este texto para optar por el título de Maestría estará dividido en tres 
capítulos:  
En el primero se establecerán las principales discusiones en torno a los conceptos de 
“política criminal” y “política de seguridad ciudadana”. Para llevar a cabo este propósito, 
me he valido de la literatura en ambas materias para delimitar los ámbitos de acción de 
cada una de estas políticas públicas para el control social punitivo: por un lado, teniendo 
en cuenta las disertaciones sobre el objeto de estudio de la criminología crítica; y por 
otro, abordando el debate de la seguridad ciudadana como una política inspirada en la 
doctrina conocida con el mismo nombre, que derivó de la Doctrina de Seguridad Nacional 
cuando entró en desgaste la ideología del enemigo externo y que entronizó la defensa 
del orden público. Es importante advertir que he acudido a una definición operativa de 
“política pública” que ha sido expuesta por el profesor Andre-Noël Roth (2002). 
Finalmente, habida cuenta de que ambas contribuyen a la gobernabilidad (y a la 
dominación), será relevante plasmar la confusión terminológica que en la teoría y textos 
criminológicos se presenta con estas dos políticas para el control social formal.  
El segundo capítulo está dedicado al esclarecimiento de la confusión en la práctica y la 
diferencia entre las dos políticas públicas aludidas. He resuelto estudiar la experiencia 
bogotana en materia de seguridad ciudadana, no sólo porque es la ciudad desde la que 
escribo, sino principalmente porque la misma ha sido reconocida como ejemplar por 
muchos expertos del tema que vieron en la inclusión del factor cultural mockusiano un 
ingrediente  relevante en la formulación de programas multisectoriales contra la violencia. 
Las fuentes primarias utilizadas fueron los Planes de Desarrollo de cada administración, 
los informes de la Contraloría de Bogotá y los datos sobre criminalidad de la Policía 
Nacional o Metropolitana, los del Departamento Administrativo Nacional de Estadística –
DANE, del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, así como los 
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resultados de las encuestas de victimización  e inseguridad de la Cámara de Comercio 
de Bogotá.1  
El caso bogotano es paradigmático y además sirve para comprender cómo una política 
de seguridad ciudadana toma distancia de la política criminal oficial; frente a la cual, dado 
que el interés es el de establecer relacionamientos, consideré que debía elegir el mismo 
interregno de tiempo de 17 años y en él recabar los cambios más significativos al 
Sistema Penal con el interés de verificar qué tan racional ha sido su proceso de 
formación y si hubo algún tipo de consolidación como política pública. Una de las fuentes 
primarias más importantes fue el estudio de la Comisión Asesora para el Diseño de la 
Política Criminal del Estado colombiano que en marzo 2012 presentó su informe 
Diagnóstico y propuesta de lineamientos de política criminal para el Estado colombiano. 
No obstante, consideré imprescindible recurrir además a textos académicos 
independientes que han analizado con mucha profundidad y crítica, en defensa de los 
derechos humanos, estas transformaciones, así como los discursos ideológicos que han 
hegemonizado el debate de la política criminal del país. 
El tercer capítulo concluye con la verificación de la hipótesis según la cual las políticas de 
seguridad ciudadana son interdependientes de las políticas criminales y no son una 
forma de ésta, como fuera presentado por cierto sector de la criminología crítica. Prueba 
de ello es que la política pública de seguridad ciudadana de Bogotá D.C. no está 
contenida en la política pública criminal oficial del Estado colombiano, dado que los 
procesos de formulación y el grado de consolidación de las políticas públicas anotadas 
son diferentes en virtud de los actores de política pública que participan, el uso del 
derecho, las influencias internacionales y la territorialidad en la que se aplican. 
En vista de que hasta el momento no se ha abordado la diferenciación entre una y otra 
política, con este trabajo de grado pretendo dar apertura al debate, no sólo con la 
identificación conceptual, sino con este estudio particular y diferenciable que considero 
                                               
 
1
 Soy consciente de los debates respecto a las cifras de la criminalidad real y las dificultades para 
su conocimiento (Montoya Reyes, 2006; Sozzo, 2008; Benavides Vanegas, 2011). En efecto, la 
existencia de la cifra negra no sólo es algo a considerar sino que su incertidumbre nos hace 
parecer que estamos frente una realidad ontológicamente incognoscible; sin embargo, sin caer en 
un escepticismo criminológico, debemos exigirnos para procurar ir más allá de las cifras –oficiales-  
que nos hablan de la criminalidad aparente, indagar sobre la criminalidad sumergida y, en el 
ejercicio de cruzar fuentes de información, ser prudentes en la identificación de tendencias 
(Pavarini, 1995a, pág. 7, citado por  Sozzo, 2008, pág. 26-27).  
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pertinente para que, al menos, cuando se hable de política criminal y de política de 
seguridad ciudadana, como políticas públicas, no se aluda a lo mismo. Este último 
capítulo presentará algunas categorías analíticas para llevar a cabo nuevas 
investigaciones que permitan realizar el estudio diferenciado de las políticas (criminales y 
de seguridad ciudadana) en otros contextos locales, como en las ciudades de Medellín o 
de Cali, inclusive en otros contextos político-jurídicos de Latinoamérica.  
Finalmente, el presente trabajo cerrará con las conclusiones particulares sobre el 
problema de investigación, resaltando el hecho que desde la última década los 
colombianos hemos considerado como prioritario el tema de la seguridad (incluyendo la 
seguridad ciudadana) desconociendo qué tanto hemos sacrificado como ciudadanos, 
llegando al punto de considerar normal significativas intromisiones de las agencias del 
Estado a nuestros derechos civiles y políticos, tanto individuales como colectivos, en 
























































1. La política criminal y la política de 
seguridad ciudadana: dos políticas 
públicas para el control social punitivo 
Uno de los aportes principales de Eugenio Zaffaroni (1988) a la criminología crítica fue su 
apuesta por un saber criminológico en nuestro margen2, es decir, una criminología de 
este sector periférico del mundo capitalista que reflexione sobre su realidad: la forma 
como el Estado ha sido instrumentalizado por minorías en contra de los derechos 
humanos, las vidas humanas que ha costado la existencia de puniciones 
parainstitucionales, la selectividad en los procesos de criminalización en contra de las 
poblaciones más vulnerables o excluidas y la disidencia política, y el modo cómo marcos 
teóricos norteamericanos y europeos han colonizado el pensamiento del que nos 
valemos para el ejercicio reflexivo aludido. Según Zaffaroni (1988, pág. 19) “es necesario 
un saber que nos permita explicar qué son nuestros sistemas penales, cómo operan, qué 
efectos producen, por qué y cómo se nos ocultan estos efectos, qué vinculo mantienen 
con el resto del control social y del poder, qué alternativas existen a esta realidad y cómo 
se pueden instrumentar.” 
Desde esta posición –o desde nuestro margen-, el control social se caracteriza por el uso 
de la punición institucionalizada como punitiva o no punitiva. Aquí “lo punitivo” no 
depende de que la ley hable de “pena” como una consecuencia respecto un acto, sino de 
la imposición real y material de dolor o de una privación de un derecho con ocasión de 
controlar el comportamiento humano. (Zaffaroni, 1988, pág. 15). 
                                               
 
2
 “En síntesis, para nosotros, la criminología es el saber (conjunto de conocimientos) que nos 
permite explicar cómo operan los controles sociales punitivos de nuestro margen periférico, qué 
conductas y actitudes promueven, qué efectos provocan y cómo se los encubre en cuanto ello sea 
necesario o útil para proyectar alternativas a las soluciones punitivas o soluciones punitivas 
alternativas menos violentas que las existentes y más adecuadas al proceso social.” (Zaffaroni, 
1988, pág. 20). 
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El control social punitivo institucionalizado como no punitivo hace referencia al conjunto 
de medidas administrativas, tributarias, asistenciales, terapéuticas, laborales, educativas, 
civiles y todas aquellas que inciden sobre el control de la conducta mediante sanciones 
de diversos órdenes3. Por su parte, el control social punitivo institucionalizado como 
punitivo es ejercido oficial y declaradamente desde la plataforma denominada “Sistema 
Penal” y su instrumento de castigo máximo es la prisión; sin embargo, existe un Sistema 
Penal paralelo integrado por las agencias oficiales que gobiernan el campo de lo 
contravencional y policivo, y que gozan de mayor discrecionalidad respecto de las 
agencias del Sistema Penal en sentido estricto, dada la ausencia de un esquema 
organizativo jerárquico que asegure, por ejemplo, una segunda instancia (Zaffaroni, 
1988, págs. 15, 16).4 
En el presente capítulo se abordarán dos tipos de políticas pensadas para el control 
social punitivo institucionalizado como tal: la política pública criminal y la de seguridad 
ciudadana. En efecto, parto de aceptar que en nuestra realidad periférica operan 
simultáneamente –al menos- dos sistemas penales5: uno que se vale de tipificaciones 
delictivas, órganos investigativos, instancias judiciales y de la prisión como castigo; y otro 
que se concentra en las relaciones sociales desde el ámbito territorial, ejerciendo un 
control cercano o próximo y que confía a los cuerpos de policía el mantenimiento de las 
                                               
 
3
 Para distinguir esta política de las de tipo social, propias de un Estado Social de Derecho, debe 
indagarse en su finalidad subjetiva; no obstante, concuerdo con la crítica que hace Baratta (2004, 
pág. 159) para quien las políticas sociales que apunten a la consecución de cierto equilibrio en el 
goce de derechos deben responder más a la consecución de los acuerdos del Pacto 
Constitucional, que al interés de paliar presuntos riesgos criminógenos de las poblaciones en 
condición de vulnerabilidad y exclusión social, de otro modo estamos en presencia de lo que 
denominó criminalización de la política social. 
4
 Podría pensarse que este concepto de “control social punitivo” se asemeja al concepto de 
“penalidad” al que alude David Garland (1999) cuando se refiere “al entramado de leyes, 
procedimientos, discursos, representaciones e instituciones que integran el ámbito penal” (pág. 
33), y que usa como sinónimo de “castigo” en sentido amplio; sin embargo, el trabajo sociológico 
de Garland no permite relacionar la penalidad al campo del Sistema Penal paralelo del que habla 
Zaffaroni dado que las prácticas que allí tienen lugar (v.gr. control policivo abusivo) no se 
enmarcan dentro de “los castigos autorizados por la ley” (Garland, 1999, pág. 34).  
5
 Pese a que no será tema de estudio en el presente trabajo, debe señalarse que el escenario de 
pluralismo jurídico que caracteriza esta región del planeta, dada nuestra riqueza cultural, supone 
la simultaneidad de ordenamientos jurídicos penales que van desde sistemas de castigo 
tradicionales asociados con los usos y costumbres de pueblos indígenas (Gómez Valencia, 2000), 
hasta sistemas de justicia penal guerrillera como una demostración de contrapoder por parte de 
grupos armados subversivos (Aguilera Peña, 2001). 
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situaciones percibidas como conflictivas dentro de vagos esquemas referenciales 
asociados a la idea del orden público. 
Dado que estas dos políticas para el control social punitivo son políticas públicas, es 
importante tener un acuerdo sobre este concepto. Vale decir que en las ciencias políticas 
se siente una preocupación por la definición de “política pública” (Vargas Velásquez, 
1999; Roth Deubel, 2007a; Roth Deubel, 2007b); en cualquier caso, parece evidente que 
existe la necesidad de llegar a una definición operativa que permita delimitar, en un 
primer momento y de manera general, el campo y objeto de estudio que se pretende 
estudiar.  
Las políticas públicas son “un conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos 
considerados necesarios o deseables, y por medios y acciones, que son tratados, por lo 
menos parcialmente, por una institución u organización gubernamental con la finalidad de 
orientar el comportamiento de actores individuales o colectivos para modificar una 
situación percibida como insatisfactoria o problemática” (Roth Deubel, 2002, pág. 24). Así 
mismo, son instrumentos de trasformación o mantenimiento del orden social, y en 
consecuencia, suponen un lugar fundamental para el ejercicio de la dominación (Roth 
Deubel, 2010, pág. 22). 
Para Andre-Noël Roth (2007b) hay cuatro elementos centrales que permiten identificar la 
existencia de una política pública: (i) la implicación del Gobierno; (ii) la percepción de 
problemas; (iii) las definiciones de objetivos; y (iv) un proceso determinado. De acuerdo 
con lo anterior, se puede afirmar “que una política pública existe siempre y cuando 
instituciones estatales asuman total o parcialmente la tarea de alcanzar objetivos 
estimados como deseables o necesarios por medio de un proceso destinado a cambiar 
un estado de las cosas percibido como problemático” (Roth Deubel, 2007b, pág. 27). En 
consecuencia, la política pública “designa la existencia de un conjunto conformado por 
uno o varios objetivos colectivos considerados necesarios o deseables y por medios y 
acciones que son tratados, por lo menos parcialmente, por una institución u organización 
gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales o 
colectivos para modificar una situación percibida como insatisfactoria o problemática.” 
(pág. 27). 
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Dicho lo anterior, destaco dos puntos de la definición propuesta por Roth (2002): (i) la 
necesidad de la identificación de una situación percibida como insatisfactoria o 
problemática6 y (ii) la orientación del comportamiento de actores individuales o colectivos 
para modificar la situación problema. En consecuencia, si la existencia de una situación 
percibida como un problema y la orientación del comportamiento de actores individuales 
o colectivos aparece como doble imperativo para la razón de ser de una política pública, 
¿qué parámetros se utilizan para la identificación de un problema?, ¿quién orienta esta 
decisión?, y ¿con qué fines?  
Este proceso de configuración y de inscripción de los problemas en la agenda pública 
resulta en la mayoría de los casos autoritaria, pues los grupos económicamente más 
poderosos disponen de mejores recursos y fórmulas de presión para lograr que el 
Gobierno de turno tome en cuenta sus demandas de forma privilegiada.  Sobre el 
particular, vale resaltar el ejercicio epistemológico que hizo Mauricio García Villegas 
(2000) con la división metafórica de Boaventura de Sousa Santos según la cual la 
sociedad civil se organiza en tres distintos círculos concéntricos:  
(i) La sociedad civil de alcoba representa la minoría poblacional más próxima a las 
instituciones del Estado, “su relación con las instituciones del Estado y con las normas 
jurídicas se realiza preferentemente en términos de apropiación, no de ciudadanía. Por 
eso no requiere contrato social” (García Villegas, 2000, pág. 173; García Villegas & 
Santos, 2001). Acá se enumeran las grandes empresas capitalistas, ex integrantes de la 
fuerza pública, determinadas familias que históricamente se han relacionado con el 
centro de poder y aquellos aliados estratégicos que en determinada coyuntura resultan 
fundamentales para el aseguramiento del statu quo (v.gr. los medios masivos de 
comunicación). 
                                               
 
6
 Alejo Vargas (1999) expone algunas diferencias semánticas entre “problemas sociales” y 
“situaciones socialmente problemáticas”. Según esta claridad, el primer concepto engloba las 
“necesidades, carencias, demandas de la sociedad en su conjunto o de sectores sociales 
particulares. Podríamos decir que en general los problemas sociales en todas sociedad rebasan la 
capacidad de respuesta del Estado y que éste en su accionar establece una serie de prioridades o 
una agenda de asuntos prioritarios.” (Vargas Velásquez, 1999, pág. 58). Este término remite a lo 
que se denomina “situaciones socialmente problemáticas”, que el autor concibe como “aquellas en 
las cuales la sociedad de manera mayoritaria percibe un problema social como relevante y 
considera que el régimen político debe entrar a enfrentarlo a través de políticas públicas” (pág. 
58). 
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(ii) Continúa, de adentro hacia fuera, la sociedad civil del pórtico. En ella se encuentra la 
población más o menos integrada, cuyo acercamiento con las instituciones se hace para 
tutelar determinados derechos, pero no todos, y no para obtener nuevos. Acá 
encontramos a la clase media urbana de modo general, una parte de la sociedad civil 
organizada a la que se reconoce cierta constancia en el reclamo de derechos (v.gr. 
sindicatos) y ciertos sectores empresariales rurales a los que se les ha reconocido 
determinado estatus político. 
(iii) Por último, en el círculo exterior, se encuentra la sociedad civil de la calle donde la 
presencia institucional del Estado se traduce en represión, precarización de la vida 
cotidiana y exclusión de derechos, que correlativamente implican una híper-inclusión 
penal (García Villegas, 2000, pág. 173). Acá podemos relacionar a la mayor cantidad de 
habitantes rurales y urbanos, ya que casi todos cargan con el peso de una inequitativa 
forma de reparto de la riqueza en su contra. 
Si bien la vida real no puede contenerse en esta sencilla metáfora, lo cierto es que desde 
un plano de análisis macro puede resultar útil para intentar dar respuesta a las preguntas 
anotadas respecto de cualquier política pública para el control social punitivo; 
especialmente, cuando reconocemos que en Colombia predomina cierta cultura política 
mafiosa que ha ayudado a mantener un régimen político militar y oligárquico a nivel 
nacional y, gracias al proyecto descentralizador, a mantener poderes locales autoritarios 
a nivel regional (Hernández, 2010). Estos actores, junto con otros, integrarían la sociedad 
civil de alcoba. Esa es nuestra esfera pública oficial7, sede del debate sobre aquello que 
debe ser controlado y para qué. 
                                               
 
7
 Nancy Fraser (1997), advierte las dificultades de alcance que adolece la conceptualización 
original de Habermas sobre lo que él llamó “esfera pública”. Según esta idea, con este término se 
“designa el foro de las sociedades modernas donde se lleva a cabo la participación política a 
través del habla. Es el espacio en el que los ciudadanos deliberan sobre sus problemas comunes, 
por lo tanto, un espacio institucionalizado de interacción discursiva” (Fraser, 1997, pág. 97). Con 
base en algunos estudios de historia revisionista, Fraser resalta la importancia de la distinción 
teórica entre “Sociedad Civil” y “Estado” que se encuentra en la idea original de Habermas; sin 
embargo, llama la atención sobre el proceso de exclusión y dominación que había al interior de la 
llamada “esfera pública burguesa”, momento en el que la burguesía y los intelectuales se 
autoafirmaron el poder de gobernar, de lo cual se deriva la esfera pública oficial. Según Fraser, 
siguiendo los postulados gramscianos, esta esfera “es el vehículo institucional de una importante 
transformación histórica de la naturaleza de la dominación política. Se trata del paso de un modo 
de dominación represivo a uno hegemónico, de un gobierno basado principalmente en la 
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Ahora bien, en punto de la orientación del comportamiento de los actores individuales o 
colectivos, el verbo “orientar” se asocia con el carácter disciplinante de las políticas 
públicas, todo ello cuando las mismas se formulan sin pretender solucionar problemas 
estructurales (la pobreza, la injusticia social) si no mitigar índices escandalosos que 
puedan significar pérdida de legitimidad del régimen político8 o desequilibrio en el statu 
quo  (Vargas Velásquez, 1999, pág. 60). Dado que el espectro de materias que abordan 
las políticas públicas abarca problemas de distintos órdenes, sin duda, la violencia y la 
delincuencia se inscriben dentro de este conjunto. Es más, en estos temas es más visible 
el componente disciplinante, habida cuenta del interés gubernamental por mantener el 
orden social en punto de que se brinden las garantías de su legitimación política y 
estabilidad del sistema, asunto que desde la década del noventa toma el nombre de 
gobernabilidad (Vargas Velásquez, 1999, pág. 77).9 
En efecto, el tema del gobierno cobra importancia respecto de “lo criminal”, en tanto 
ejercicio de poder o guía de las conductas de otros respecto de propósitos posibles 
                                                                                                                                              
 
obediencia a una fuerza superior, a un gobierno basado principalmente en el consentimiento, 
complementado por algún grado de represión.” (pág. 106). De hecho, la teoría inicial 
habermasiana no concibe la existencia de otros públicos en términos de competencia ni en 
participación discursiva, simplemente advierte la necesidad de paridad formal para una clara 
discusión sin resolver aún los procesos de discriminación material, por lo que no era clara la 
distinción interna de la sociedad civil misma. No obstante, Fraser anota otro tipo de distinciones 
reconstruidas a partir del binomio publico / privado y la capacidad de incidencia en el poder de 
definir lo uno y lo otro. Según la autora, en el marco de un enfrentamiento entre discursos 
hegemónicos y contrahegemónicos, el debate sobre lo público y lo privado cobra mayor 
importancia, pues en él se juega la suerte la democracia material en cuanto a participación. 
Concluye la autora que “cualquier consenso que pretenda representar el bien común en este 
contexto social debería mirarse con sospecha, pues este consenso se habría alcanzado a través 
de un proceso de deliberación contaminado por los efectos de la dominación y subordinación.” 
(pág. 126). 
8
 “hace relación al conjunto de elementos de orden ideológico, institucional y sociológico que 
concurren a formar el gobierno de un país dado durante un periodo determinado y se le señalan 
como sus componentes esenciales: a) el principio de legitimidad; b) la estructura de las 
instituciones; c) el sistema de partidos; y d) la forma y el rol del Estado” (Vargas Velásquez, 1999, 
pág. 18). 
9
 Según Manuel Rojas (1994, pág. 11) “el término gobernabilidad se aplica para describir una 
condición social en la cual existe una adecuada relación entre el gobierno y la sociedad civil. Es 
decir, una relación que permite al gobierno „gobernar‟, porque los ciudadanos respetan la 
autoridad establecida y no recurren a métodos violentos o ilegales para influir en las decisiones 
públicas (salvo minorías claramente identificadas); pero que también permite a los ciudadanos 
mantener expectativas razonables sobre el comportamiento del gobierno en términos de eficacia 
en la acción institucional –como respuesta a demandas sociales extendidas- y respeto al estado 
de derecho.” 
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mediante la estructuración de su campo de acción. (Foucault, 2001, pág. 253). De 
acuerdo con Michel Foucault (1991) la gubernamentalidad, como forma de poder, abarca 
el conjunto de instituciones, procedimientos, análisis y reflexiones, cálculos y tácticas que 
le permiten al mismo ejercerse sobre la población, mediante la economía política como 
forma principal de saber e instrumentalizando los dispositivos de seguridad.  
Según Máximo Sozzo (2008) el gobierno de la cuestión criminal es claramente un 
ejercicio de poder gubernamental, dado que “implica no sólo gobernar la producción de 
comportamientos en la vida social que son considerados problemáticos o negativos para 
determinados individuos o grupos, sino también gobernar su definición como criminales a 
partir de procesos complejos de interacción social dentro y fuera del Sistema Penal.” 
(pág. 27). Para el autor, este ejercicio se logra con la articulación (gobierno) de distintos 
sectores oficiales que participan en el despliegue de las políticas: policía, fiscales, jueces, 
penitenciarías, etc. 
Dado que la política pública criminal y la política pública de seguridad ciudadana 
comprenden la vocación de ejercer dolor o la restricción de derechos en aras de controlar 
el comportamiento de la sociedad civil del pórtico, pero sobretodo de la sociedad civil de 
la calle, considero que es un compromiso político advertir cómo es una y cómo es otra, 
pues la teoría criminológica crítica (especialmente el garantismo de Alessandro Baratta) 
contiene una confusión respecto de su interdependencia considerando que una (la 
política criminal) recogía a la otra (la política de seguridad ciudadana); sin embargo, tal 
como se verá a continuación, la confusión puede resolverse teóricamente con insumos 
que nos brinda el estudio de las políticas públicas. 
En consecuencia, el presente capítulo consta de tres apartados. Los dos primeros 
estarán dedicados a trazar un sintético marco teórico respecto de la política pública de 
seguridad ciudadana y la política pública criminal oficial, respectivamente. Por último, se 
abordará la confusión que desde la teoría ha supuesto que la política de seguridad 
ciudadana se agrega a la política criminal. Esta reconstrucción del estado del arte del 
problema facilitará la comprensión del siguiente capítulo en el que será abordada el 
esclarecimiento de la confusión desde un escenario material y un punto de vista práctico: 
la política de seguridad ciudadana de Bogotá y la política criminal oficial colombiana.  
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1.1 La política pública de seguridad ciudadana 
La interpretación del término “seguridad ciudadana” es contextual y no siempre es 
asimilable en diferentes periodos históricos (Recasens, 2000). En efecto, sus 
antecedentes se rastrean a la Doctrina de la Seguridad Ciudadana, la que, de acuerdo 
con Fernando Carrión (2008), supuso el cambio de foco de las políticas de represión 
estatal hacia nuevas estrategias en materia de prevención/reacción, dado que se han 
identificado tipos de violencia y criminalidad esencialmente urbanas10, que afectaban a 
las mismas poblaciones vulnerables y que llevó al replanteamiento de los ejes de 
discusión acerca de estas violencias, así como de los enfoques de investigación y 
análisis abocados hasta el momento en las tesis de la Doctrina de la Seguridad 
Nacional11, que ignoraban una criminalidad intraclase y citadina donde la 
desestabilización del Estado no era interés de la delincuencia.  
En la década del noventa, los gobiernos latinoamericanos y los tanques de pensamiento 
(think tank) empezaron a utilizar el término “seguridad ciudadana” para hacer referencia a 
la preocupación por mejorar la seguridad pública respecto de fenómenos criminales que 
iban en incremento y ponían en amenaza al orden público, estimulando el miedo dentro 
de la ciudadanía y una percepción de desorden social generalizado cuya angustia pública 
respaldó y dio mucha popularidad a la guerra contra el crimen, que no era otra cosa que 
                                               
 
10
 Esta nueva Doctrina parte de reconocer que la ciudad no es causa de violencia, pero no ignora 
la importante relación entre una y otra. De acuerdo con Amadeu Recasens (2000) las violencias 
urbanas no se asocian prima facie con comportamientos delictivos, según el autor “la violencia es 
en cualquier caso expresión de una situación conflictiva, por cuyo motivo el primer paso es 
identificar qué tipo de conflictos afectan hoy a nuestras conurbaciones, a partir de una definición 
de ciudad como unidad espacial” (pág. 30); sin embargo, la existencia del conflicto y su 
intencionalidad es en sí insuficiente si no se tiene en cuenta la reacción social (ciudadana) que 
ello provoca. 
11
 Para Francisco Leal (2003), esta Doctrina “es una concepción militar del Estado y del 
funcionamiento de la sociedad, que explica la importancia de la „ocupación‟ de las instituciones 
estatales por parte de los militares. Por ello sirvió para legitimar el nuevo militarismo surgido en los 
años setenta en América Latina. La Doctrina tomó cuerpo alrededor de una serie de principios que 
llevaron a considerar como manifestaciones subversivas a la mayor parte de problemas sociales”  
(pág. 75). La Doctrina fue un dispositivo ideológico de las dictaduras militares del cono sur, 
correlato de la expansión del discurso anticomunista norteamericano que propugnaba por la 
defensa a ultranza del Estado, del statu quo y del capitalismo. Tenía como objetivo la lucha contra 
la amenaza comunista que asediaba a los Estados latinoamericanos. Posteriormente, con la caída 
del muro de Berlín el panorama político mundial se reordenó y un nuevo enemigo emergía en los 
intersticios de las ciudades: el significativo aumento de la delincuencia urbana (Leal Buitrago, 
2006, pág. 288). 
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políticas esencialmente represivas en un contexto polarizado y que planteaban una 
transacción: la conculcación de derechos de ciudadanía para el mantenimiento del orden 
y la seguridad públicas (Neild, 1999). 
Para Farid Benavides (2011) la seguridad ciudadana emerge como concepto que se 
asocia al orden público (o tranquilidad de los espacios públicos), pero no comprende una 
perspectiva de protección de los derechos humanos o de su desarrollo12, y en cambio se 
introducen medidas de tipo policivo/militar que restan tutela a las libertades civiles más 
básicas. Según el autor, el paso de las políticas de seguridad nacional a las de seguridad 
pública supuso el tránsito a otro extremo, no ya el de la defensa del Estado, sino el de la 
cero tolerancia al delito, así como cero tolerancia frente a quienes no merecen las ayudas 
sociales; tema que se asocia con lo que Pavarini (2006b, pág. 124) llamó el paradigma 
del merecimiento de exclusión según el cual hay cierto contingente poblacional que 
resulta intolerable incluir en la sociedad dado sus “tendenciosas probabilidades de ser 
criminales”. 
Este aspecto se relaciona con lo que denominó Jock Young (2003) como criminología de 
la intolerancia para referirse al proceso de consolidación de la guerra contra el crimen 
que logra posicionarse exitosamente en la agenda política de Estados Unidos y que se 
exporta a Europa y América Latina principalmente. En el marco de esta guerra, se hacen 
famosas las políticas de prevención del delito basadas en las teorías de las Ventanas 
rotas13 y de la Cero tolerancia14, en virtud de las cuales se etiquetan ciertas zonas de las 
                                               
 
12
 En efecto, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo –PNUD (2005) sostiene que 
“las políticas de seguridad ciudadanas, entendidas como aquellas dirigidas a prevenir y controlar 
las acciones violentas y delictivas (eje sustantivo), así como aquellas que se dirigen a reformar y 
modernizar las instituciones del sector de seguridad (eje instrumental), contribuyen directamente a 
alcanzar el paradigma de la seguridad humana y el fortalecimiento de la ciudadanía civil.” (pág. 7). 
Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos –CIDH (2009) señaló que “la 
seguridad ciudadana, desde un enfoque de los derechos humanos, es una condición donde las 
personas viven libres de la violencia practicada por actores estatales o no estatales.” (pág. 101 
párrafo 221). 
13
 James Wilson y George Kelling (2001) sostienen que en aquellos sectores donde se ha 
permitido un deterioro urbano (grafitis, basura en las calles) y se tolera el deterioro social 
(borrachos, vagabundos) se está propiciando un ambiente para el delito. Uno de los experimentos 
sociales que más recuerda esta teoría del control es el que hizo el psicólogo Philip Zambardo en 
1969 cuando estacionó dos vehículos iguales, uno en el Bronx y otro en Palo Alto (California), 
para comparar lo que pasaría: el vehículo en el Bronx fue desarmado al poco tiempo de haberlo 
dejado en abandono; mientras que el auto parqueado en California duró semanas intacto. Para 
comprobar la teoría, Zambardo averió el vehículo a golpes y lo volvió a dejar, al poco tiempo, 
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ciudades como peligrosas, ciertos comportamientos no delictivos como intolerables y 
cierto sector social como vulnerable o en riesgo. Esta intolerancia, promovida por una 
política de seguridad, se concentra en las personas que viven en zonas marginalizadas o 
en condiciones de exclusión social y en las infracciones de menor lesividad, cuya 
conclusión es el crecimiento acelerado de la población carcelaria y penitenciaria (Young, 
2003; Rivera Beiras, 2006; Wacquant, 2010). 
Ángela Rivas (2005) incluye la seguridad ciudadana dentro de la seguridad urbana. Dice 
la autora que en “lo conceptual y operacional, la seguridad urbana en el país suele 
combinar nociones y enfoques propios de la seguridad pública y de la seguridad 
ciudadana. En este sentido, incluye aproximaciones y acciones en seguridad de diversa 
índole. Por ejemplo, y en gran parte debido al contexto nacional, la seguridad urbana en 
Colombia no excluye acciones de tipo militar y aquellas que se relacionan con medidas 
de control y reacción frente al conflicto armado y al narcotráfico cuando estos fenómenos 
tienen como escenario la ciudad.” (pág. 85). 
Según la autora, si bien es cierto que la seguridad pública y la ciudadana parten de 
redefiniciones tras el abandono de la Doctrina de la Seguridad Nacional, éstas se 
diferencian por su ámbito de acción: el de la seguridad pública es el mantenimiento del 
orden público frente a cualquier amenaza o desequilibrio, mientras que el de la seguridad 
ciudadana propende por mejorar la calidad de vida de los ciudadanos privilegiando las 
medidas preventivas, sin que ello excluya medidas de control policivo. En ese orden de 
                                                                                                                                              
 
vándalos se unieron a la destrucción. Según Zambardo, el anonimato y la actitud de “a nadie le 
importa” que reina en el Bronx explica que la destrucción haya iniciado más rápido que en la 
pacífica Palo Alto, donde las personas creen en el cuidado de la propiedad privada pero que, ante 
un acto de “a nadie le importa” como fue haber golpeado impunemente el vehículo, hubo un 
levantamiento vandálico. Bajo esta hipótesis, lo contrario también debería ocurrir: “Si la sociedad, 
a través de las agencias responsables de hacer cumplir la ley, da señales claras de que ni 
siquiera los desórdenes menores serán tolerados, se desalentará el que otros rompan „ventanas 
adicionales‟. Dicho de otra forma, el no tolerar delitos menores desalienta la comisión de faltas 
más graves, ya que es un indicador del compromiso de la sociedad con la ley y el orden.” (Mocan, 
2003, pág. 55). 
14
 Más que una teoría son unas experiencias que se sirvieron de la tesis principal de las Ventanas 
rotas para destacarse. Fue impulsada por el gobierno laborista estadounidense y se debatió en el 
Reino Unido; sin embargo, la puesta en práctica más paradigmática fue durante el Gobierno del 
alcalde de Nueva York, Rudolph Giuliani (1993-1997) y la comandancia de William Braton como 
jefe de policía, encontrando respaldo en el nuevo conservadurismo social que empezaba a 
caracterizar a Estados Unidos (Zysman, 2005). 
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ideas, la seguridad urbana comprendería ambas en tanto que geopolíticamente sean 
pertinentes en un escenario de ciudad. Para Ángela Rivas (2005) esta precisión es 
relevante pues permite diferenciar qué tipo de política en materia de seguridad se está 
fortaleciendo más; sin embargo, advierte que no es recomendable elegir posiciones 
puristas sobre la pertinencia de una política u otra, lo anterior por el hecho de que es la 
realidad criminal la que impone la dinámica.15  
Como vemos, un término asociado a la seguridad ciudadana es el de “orden público”. 
Vale decir que su definición también es ideológica, temporal y debe ser diferenciada de la 
que hace el derecho internacional privado16. De acuerdo con Amadeu Recasens (2000), 
la noción de dicho término adquiere unas representaciones asociadas al respeto y 
mantenimiento de la autoridad, a la perpetuación de la norma y a forzar a la ciudadanía al 
acatamiento de ésta: “El objetivo principal, por tanto, de una política centrada 
exclusivamente en el orden público es el de mantener la autoridad para perpetuar la 
norma que constituye su propia base. La misión policial, por tanto, consistirá en 
contrastar la obediencia de los ciudadanos a la norma y forzarla si es necesario” 
(Recasens, 2000, pág. 15). 
Iván Orozco Abad (1995), respecto del contexto colombiano, exalta que el conflicto 
armado es un atavismo que confunde sobre el ámbito del orden público. El autor, 
estudiando la política de seguridad del Gobierno del ex Presidente César Gaviria, señala 
que el tránsito de la situación de guerra (externa) a la de guerra civil (o interna) ha 
favorecido una política híbrida entre el modelo policivo-punitivo del orden público y otro 
político-militar, frente al que pronosticó –acertadamente- un abandono de este último por 
el primero, en parte por el proceso de urbanización del conflicto, la histórica 
disponibilidad de la policía por parte del Ministerio de Defensa y el proceso 
deconstructivo del delincuente político como mero terrorista. En el marco de dicho 
                                               
 
15
 Por ejemplo, las acciones de bandas criminales organizadas y urbanas que ponen en amenaza 
la seguridad nacional, desbordando los límites del orden público, requerirán estrategias de 
gobierno y medidas que no pueden ser o de seguridad ciudadana o de seguridad pública, 
exclusivamente. 
16
 Eduardo Novoa Monreal (1976) aclara que éste es un término especial que connota diferentes 
cosas para el derecho internacional privado como para el derecho interno. Para los asuntos 
internacionales “se trata de un concepto que ha sido elaborado con el fin de justificar que una ley 
extranjera, a la cual estaría sometida la solución del asunto con arreglo al juego normal de las 
reglas de conflicto, deje de ser aplicada en ciertos casos.” (págs. 122-123). Es de ésta definición 
de la que me aparto para el presente trabajo. 
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modelo policivo-punitivo, el orden público podría ser la entronización de los elementos 
que aseguran la estabilidad de statu quo, pues al rebajar las violencias políticas a 
violencias delincuenciales, incluso llegando a involucrar expresiones no violentas de 
protesta social, el Estado se abroga la capacidad de discernimiento sobre aquello que le 
es terrorista –por ejemplo- haciendo un uso militar de la policía, donde la seguridad 
ciudadana se absolutiza como derecho discursivamente. 
Según Massimo Pavarini (2006b) el gobierno local del bien público de la seguridad se 
concreta exclusivamente en medidas administrativas de tipo reactivo o proactivo, 
orientadas a elevar los niveles de control incapacitador respecto de sujetos o situaciones 
evaluadas como “riesgosas” o generadoras de inseguridad. El peligro de este gobierno 
administrativo de la seguridad es que se agote en acciones de control incapacitador 
sobre situaciones o grupos de riesgo, y no tenga en cuenta otros niveles de intervención, 
o intervenciones de otro orden, que puedan incidir en el nivel de riesgo o las condiciones 
de vulnerabilidad que le preceden. Pavarini (2006b) advierte que cuando la criminología 
actuarial se despliega en el nivel local, sin la posibilidad o voluntad de intervenir las 
causas de las situaciones que ha elegido como problemáticas, le apuesta a una inversión 
represiva: “no pudiendo utilizar institucionalmente de forma directa esa oferta del sistema 
de justicia penal (la cual, obviamente, permanece como de estrecha reserva estatal), 
corre siempre el riesgo de deber invocar la intervención represiva estatal, por un lado 
(favoreciendo ulteriormente la inflación de esta última, como también su vocación de 
agotarse en pura función simbólica) y, por el otro, de trasponer los confines entre esfera 
penal y administrativa, operando verdades y propias „estafas de etiquetas‟.” (pág. 131). 
Al igual que el orden público, el tema del riesgo es otro aspecto importante que se ve 
relacionado con la seguridad ciudadana, diferenciándola de sus concepciones iniciales, y 
a su vez se relaciona con lo que ha sido denominado criminología administrativa o 
actuarial. De acuerdo con Iñaki Rivera y Nicolás Lazo (2005) el actuarialismo 
criminológico “supone un cambio de paradigma ya que abandona el discurso 
correccionalista del Welfare y rechaza los esquemas teóricos modernos del control 
social” (pág. 232). En consecuencia, según los autores, “ya no va ser el proyecto 
disciplinario, entendido en el sentido foucaultiano como la modalidad de poder que 
garantiza la docilidad y la utilidad de los individuos mediante técnicas que permiten el 
control minucioso y la intervención en las operaciones del cuerpo y el alma (Foucault 
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1986), el eje en torno al que van a girar las prácticas de control de la actualidad. El propio 
Foucault ya enunció la emergencia de técnicas – de gobernabilidad- que se separarían 
del  modelo disciplinario y se dirigirían a colectividades consideradas como conjunto de 
agregados configurando una estrategia distinta a aquella diseñada por él. El poder 
actuarial avanza por todos los campos sociales y reemplaza „la ciudad punitiva‟ por la 
„sociedad del riesgo‟.” (pág. 232). 
Este concepto de “sociedad del riesgo” fue acuñado por Ulrich Beck (1998) para quien 
los avances de la sociedad industrial (y las potenciales amenazas al planeta creadas por 
la especie humana durante esta época) nos posicionan en un nuevo estadio que ha 
dejado de caracterizarse por las contradicciones clásicas entre el capital y el trabajo 
dando paso a una reconfiguración sociopolítica global que: (i) lleva al capitalismo a un 
nuevo nivel, en tanto que “los riesgos de la modernización son un big business. Son las 
necesidades insaciables que buscan los economistas. Se puede calmar el hambre y 
satisfacer las necesidades, pero los riesgos de la civilización son un barril de 
necesidades sin fondo.” (pág. 29). Y (ii) profundiza la sociedad de clases, ya no en la 
distribución de la riqueza sino en la del riesgo, que se reparte siguiendo “el esquema de 
clases, pero al revés: las riquezas se acumulan arriba, los riesgos abajo.” (pág. 41). 
Señala además que a “la insuficiencia de los suministros se añade la falta de seguridad y 
una sobreabundancia de riesgos que habría que evitar. Frente a ello, los ricos (en 
ingresos, en poder, en educación) pueden comprarse la seguridad y la libertad respecto 
del riesgo.” (pág. 41).17 
No obstante, el nuevo panorama modifica el contraproyecto normativo de la sociedad de 
clases sustentado en la idea de la igualdad, por aquel de la seguridad. En otras palabras, 
se ha sustituido la idea de la lucha contra la desigualdad por la lucha contra la 
inseguridad; y en consecuencia, la fuerza impulsora de la sociedad de clases deja de 
resumirse en la expresión ¡tengo hambre! por la frase ¡tengo miedo! Esta nueva 
solidaridad del miedo surge y se convierte en una nueva fuerza política (Beck, 1998, 
págs. 55-56). 
                                               
 
17
 Este asunto se asocia a la idea de la privatización de la seguridad o su ingreso a la lógica de 
mercado (Benavides Vanegas, 2011). 
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Según Farid Benavides (2011), refiriéndose al trabajo de Susana Rotker (2000) sobre lo 
que ella denomina ciudadanías del miedo18, advierte que “una ciudadanía asustada no 
ejerce sus derechos y termina estando de acuerdo con la limitación que desde las 
políticas de mano dura se hace a sus derechos. El miedo alimenta el mercado de la 
seguridad y produce menos democracia. Uno de los efectos de este proceso, es que el 
miedo hace que las personas habiten en la inseguridad y es esa sensación de 
inseguridad la que lleva a la gente a abandonar el espacio público” (Benavides Vanegas, 
2011, pág. 17). 
Para precisar un poco lo dicho hasta el momento, sea suficiente señalar que las políticas 
de seguridad ciudadana son aquellas políticas públicas dirigidas a (i) prevenir y enfrentar 
los fenómenos de violencia que se presentan en el mundo urbano, y (ii) a incidir en los 
índices de (in)seguridad (miedo) en la percepción ciudadana y mediática (Recasens, 
2000; Leal Buitrago, 2003; Sozzo, 2008; Benavides Vanegas, 2011). Máximo Sozzo 
(2008) reconoce que estos dos objetivos están vinculados pero destaca que son 
independientes, de ahí que explique por qué si se logra una disminución del riesgo de ser 
víctima de un determinado delito, no haya tal disminución en el pánico social respecto 
éste.19  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos –CIDH (2009) también coincide con que 
“la seguridad ciudadana debe ser concebida como una política pública, entendiendo por 
ésta los lineamientos o cursos de acción que definen las autoridades de los Estados para 
alcanzar un objetivo determinado, y que contribuyen a crear o a transformar las 
condiciones en que se desarrollan las actividades de los individuos o grupos que integran 
                                               
 
18
 De acuerdo con Susana Rotker (2000) el relato de la violencia latinoamericana (pero también el 
del desempleo, el de la crisis de los sistemas de asistencia social, de la salud, de la educación), si 
bien puede que sea menos alentador dado el nivel de subregistro, es presentado de una manera 
que promueve una “sensación generalizada de inseguridad que tiñe las capitales de América 
Latina, sensación que ha ido cambiando el modo de relacionarse con el espacio urbano, con los 
semejantes, con el Estado, con el concepto mismo de ciudadanía.” (pág. 16). 
19
 La investigadora argentina Catalina Smulovitz (2005) comprueba la hipótesis según la cual la 
sociedad se percibe más violenta de lo que informan las estadísticas oficiales. De acuerdo con la 
autora, la percepción de inseguridad en Argentina hizo necesario el replanteamiento del papel de 
la policía en un ambiente cicatrizado por el paso de la dictadura militar. 
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la sociedad.” (pág. 22 párrafo 52)20. Ésta política pública debe asegurar “aquella situación 
donde las personas pueden vivir libres de las amenazas generadas por la violencia y el 
delito, a la vez que el Estado tiene las capacidades necesarias para garantizar y proteger 
los derechos humanos directamente comprometidos frente a las mismas.” (pág. 101 
párrafo 221).  
En la etapa de diseño de la política, las agencias administrativas principalmente  ejercen 
una función etiquetadora asignando las tasas de riesgo. En efecto, no sólo se encargan 
de la reconstrucción de la situación percibida como problemática (escenarios de conflicto 
que derivan en fenómenos violentos) sino que cuentan con la potestad de atribuir el 
riesgo a los elementos que componen la situación (comportamientos, situaciones, 
lugares y/o personas), de ahí que resulte habitual priorizar las acciones de intervención 
sobre ciertos sectores poblacionales (Rivera Beiras, 2006). La crítica recurrente a este 
proceso, es que casi siempre se prioriza intervenir los sectores en mayores condiciones 
de vulnerabilidad y exclusión social, es decir, casi siempre es atribuido al sector marginal 
de la ciudad una tasa de riesgo alta de lesionar o poner en peligro el orden público 
(Pavarini, 2006b). 
Estas acciones de intervención se desarrollan en el marco de dos estrategias de 
ejecución de la política: estrategias de prevención y de reacción21. La formulación de las 
intervenciones (que pueden ser preventivas y reactivas al tiempo) también depende de 
los actores, quienes evalúan los recursos con los que se cuenta, en relación con los 
beneficios que podrían obtenerse. Sin embargo, y al igual que sucede con la formulación 
de las políticas criminales, esta elección no siempre es racional y es susceptible de, al 
                                               
 
20
 De acuerdo con la CIDH (2009, pág. 22 párrafo 52) una “política pública es, por tanto, un 
instrumento de planificación, que permite la racionalización de los recursos disponibles, en un 
marco de permanente participación de los actores sociales involucrados. Según las definiciones 
más aceptadas, las políticas públicas se caracterizan por ser: (1) integrales (por abarcar 
sistemáticamente los derechos humanos en su conjunto); (2) intersectoriales (por comprometer 
acciones, planes y presupuestos de diferentes actores estatales); (3) participativas (por la 
intervención permanente de la población involucrada y por favorecer la democratización de la 
sociedad); (4) universales (por su cobertura sin exclusiones ni discriminaciones de ningún tipo); y 
(5) intergubernamentales (por comprometer entidades de los gobiernos centrales y locales).” 
21
 De acuerdo con Máximo Sozzo (2008) una política de seguridad urbana no puede equipararse 
enteramente a una política de prevención del delito, lo anterior porque ésta última se encargaría 
solamente del problema objetivo de la seguridad urbana, y no del subjetivo que es el miedo y el 
pánico social. 
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menos, los siguientes condicionantes: (i) las demandas de la opinión publicada22 cuyos 
motivos son difícilmente medibles, por ejemplo cuando se ha creado un ambiente 
mediático del miedo23, de la impunidad24 o una ola de criminalidad25; y (ii) las presiones 
que ejercen algunos actores cuya participación se prevé en la etapa de ejecución de la 
política, como por ejemplo los cuerpos de policía, a quienes en ocasiones les resulta 
ampliado el margen discrecional de acción. 
En efecto, en el caso de la policía es importante esclarecer que participa en la 
formulación de la política de seguridad ciudadana y también en la implementación26. La 
posición de hacedor en la formulación necesariamente repercute en el margen de acción 
que se da como actor para la implementación. Es decir, la intervención de la fuerza 
                                               
 
22
 Este término es usado por Carlos Hugel (1995) para exaltar la diferencia entre un proceso de 
consulta ciudadana sobre determinado tema (criminalidad, por ejemplo) y la opinión que resulta de 
las salas o consejos de redacción en los que la ciudadanía no participa. En consecuencia, hace 
referencia a la opinión que es mostrada como “pública” pero en efecto es la del medio de 
comunicación en concreto. Sobre este punto, Antonio García-Pablos (1984) habla de forjadores 
de opinión pública. 
23
 Sobre este aspecto, Lola Aniyar de Castro (1987) señala que el discurso de la criminalidad en 
los medios masivos de comunicación es presentado de una forma dramatizada causando un 
miedo irrealista frente a ciertos comportamientos; lo anterior pasa mientras se da el tránsito de un 
hecho que acontece en el mundo real y finalmente es presentado como un suceso en el mundo 
comunicativo. Me adhiero a la definición de “miedo” que hace Zygmunt Bauman (2007) 
refiriéndose al “nombre que damos a nuestra „incertidumbre‟: a nuestra „ignorancia‟ con respecto a 
la amenaza y a lo que hay que „hacer‟ –a lo que puede y no puede hacerse- para detenerla en 
seco, o para combatirla, si pararla es algo que está más allá de nuestro alcance” (pág. 10). 
24
 Mauricio Martínez (1995) señala algunos elementos que identifican a la seguridad ciudadana: 
“a) el discurso de la «impunidad» difundido por los medios de comunicación; b) reforzamiento del 
poder de policía; c) asimilación de la «ciudadanía» con Estado, identificando de esta manera 
«seguridad ciudadana» con «seguridad pública» o del «poder público».” (pág. 32). En el mismo 
sentido Baratta (2004).  
25
 Francesc Barata (2009) señala que se crean estas olas cuando “los medios de comunicación 
coinciden en tratar un hecho delictivo de forma uniforme, abundante y alarmista. Cuando hay una 
sobrecarga informativa. Son olas artificiales porque su dimensión informativa no tiene una relación 
equilibrada con el problema referido. Estas olas mediáticas les confieren a los acontecimientos 
delictivos una dimensión pública que no tenían, y lo que resulta más preocupante: su imagen 
mediática acaba funcionando en términos de acción social como la imagen real del delito. No es 
que los medios inventen el crimen, sino que le dan unas formas y unos contenidos determinantes 
de su percepción social.” (pág. 26).  
26
 Aunque aludo al análisis de política pública secuencial de Harol Laswell, según el cual ésta 
puede ser objeto de estudio en sus fases establecidas: identificación del problema, formulación de 
la política, implementación y evaluación (Calderón Romanov, 2010), lo cierto es que lo hago 
solamente para señalar los espacios estratégicos que ocupa la Policía como actor de política en 
abstracto, pues ya otros enfoques de análisis (como el narrativo de Emery Roe o el de coaliciones 
de Paul Sabater) han demostrado sus limitaciones para el análisis de políticas en concreto (Roth 
Deubel, 2010). 
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pública en el diseño de las medidas –preventivas o reactivas- implica la posibilidad de 
demarcar su propio derrotero en acciones de intervención concretas, ya no como 
institución, sino frente a comportamientos, situaciones, lugares o personas específicas. 
Ésta situación fue advertida por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos –
CIDH (2009) para quien las políticas de seguridad ciudadana han carecido de una 
gobernabilidad democrática que asegure que, por un lado, sean las autoridades elegidas 
democráticamente quienes asuman la responsabilidad de construir  política pública 
integral en materia de seguridad y, por otro lado, que la ciudadanía pueda participar en el 
proceso de construcción. Lo que ha pasado en la región es una delegación del proceso 
de construcción a la fuerza pública que en contextos de debilidad institucional ha 
favorecido autoritarismos, abusos por parte de ésta y la conculcación de derechos 
humanos como la libre locomoción o la libertad de asociación a la población civil. 
1.2 La política pública criminal oficial 
Elías Carranza (2006) propuso distinguir la política criminal “en sentido estricto” de la 
política criminal “en sentido amplio”. Según el autor, la primera se refiere “a la 
criminalidad y al exclusivo ámbito de acción del sistema de justicia penal (legislación, 
policía, poder judicial y sistema de ejecución de las sanciones)” (pág. 292); mientras que 
la segunda hace referencia “a la totalidad del sistema de control social (no solo al 
Sistema Penal) y que intersecta con otras áreas de la política estatal, particularmente del 
sector social (salud, vivienda, educación, trabajo) con su incidencia en la prevención 
primaria o social de la criminalidad y en la mayor o menor frecuencia de determinadas 
formas delictivas.” (pág. 292). 
Esta división parece estar en sintonía con lo arriba anotado respecto del control social 
punitivo institucionalizado como tal, e institucionalizado como no punitivo (Zaffaroni, 
1988). No obstante, es necesario establecer algunas presiones dado el interés por 
comprender la política criminal como una política pública oficial, ya que si bien ésta se 
relaciona con la política criminal “en sentido estricto”, no comprende todo su contenido 
pues la propuesta de Carranza (2006) no tuvo en cuenta la existencia de los sistemas 
penales paralelos, que siendo oficiales, operan bajo lógicas y postulados legales y 
axiológicos distintos al del Sistema Penal “en sentido estricto”. 
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Para exponer esta precisión, en primer lugar, se abordará sintéticamente el debate sobre 
el estudio de las políticas públicas (especialmente las críticas interpuestas al modelo 
empiricista) para recabar algunos insumos analíticos que, en segundo lugar, me serán 
útiles para proponer los elementos que constituirían una política pública criminal oficial 
vista como una política que integra el control social punitivo institucionalizado como tal. 
Dentro del campo de estudio de las políticas públicas el paradigma positivista ocupa un 
papel predominante que influye tanto en los círculos dedicados a la formulación como a 
los dedicados al análisis. A las políticas públicas –como a todo objeto de estudio dentro 
de las ciencias sociales- se le ha intentado captar como fenómeno social desde posturas 
llamadas empiricistas; razón por la cual el método investigativo se ha concentrado en 
acumular experiencias empíricas / experimentales, con énfasis en métodos cuantitativos 
como fundamentos de realidad (Roth Deubel, 2007a). 
El convencimiento de que La Realidad está atravesada por leyes naturales que a su vez 
pueden ser descubiertas a través de la ciencia positiva, llevó a los investigadores 
empiricistas a fundarse dentro de una pretensión de objetividad según la cual el sujeto, 
desde una posición privilegiada en virtud de su método científico, es capaz de 
aprehenderla con éxito. Sin embargo, una posterior corriente bautizada como 
postpositivista planteó varias cuestiones frente a esa supuesta posición privilegiada del 
investigador y subrayó la dificultad de separar los hechos científicos de las cargas 
valorativas. Según esta revisión, la percepción de lo que acontece supone un 
entendimiento valorativo del observador pero que en sí mismo no lo obstaculiza para 
captar la realidad (Roth Deubel, 2007b, pág. 62). 
Contrario a lo que consideran los postpositivistas, la Teoría crítica afirmó la imposibilidad 
de acceso a La Realidad27. En consecuencia, la actividad investigativa está permeada 
por una fuerte carga valorativa, obligando al investigador adepto a este modelo a asumir 
un compromiso con la transformación social. De esta manera, rechazan por completo el 
principio de objetividad del positivismo y agregan que detrás de la pretensión de 
objetividad se oculta  una intencionalidad ligada a propósitos políticos. Podría decirse que 
                                               
 
27
 No obstante, sí comparte la premisa ontológica del postempiricismo según la cual existe La 
Realidad sólo que no se puede llegar a ella con la objetividad pretendida por los positivistas (Roth 
Deubel, 2007b). 
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el objetivo general de la Teoría crítica es la develación de las relaciones de poder que 
manipulan la vida cotidiana, y en el campo de las políticas públicas, evidenciar el proceso 
que logra la reproducción de los consentimientos ciudadanos (Roth Deubel, 2007b, pág. 
64). 
Por su parte, el modelo constructivista consideró que la realidad es producto de una 
construcción social, de lo que se deriva que La Realidad no es asequible a los 
investigadores, inclusive no existe como tal, ya que cada ser humano puede ver la 
realidad de forma diferente de acuerdo a su percepción y los contenidos acumulados en 
su memoria, capacidad de reconocimiento, capacidad de asociación, fragmentos de 
imagen y demás subjetividades (Berger & Luckmann, 1975). Dentro de este marco, el 
conocimiento y los investigadores hacen parte de la misma realidad subjetiva donde los 
discursos, las narraciones, las subjetividades y en general el mundo de las 
significaciones juega un papel fundamental. Al respecto, para Roth (2007a) la 
“metodología constructivista privilegia los procesos de identificación, comparación, y 
descripción de las distintas construcciones de la realidad existentes” (pág. 65), donde la 
ideología juega un papel clave tanto en la formulación como en el análisis de las políticas 
públicas.  
Aceptando las cuestiones críticas formuladas por el postpositivismo, la Teoría crítica y el 
enfoque constructivista28, podemos comprender que cuando se habla de la identificación 
de una situación percibida como problemática, entran en juego una serie de variables 
que no necesariamente se corresponden con un análisis racional bajo un presupuesto de 
objetividad sino más bien a una racionalidad  de tipo política (Vargas Velásquez, 1999, 
pág. 57). La identificación, o más bien, la construcción social de un problema en una 
realidad que aceptamos relativa, compleja y contradictoria plantean interrogantes sobre 
los parámetros y presupuestos bajo los cuales una “situación problemática” es tomada en 
cuenta y se convierte en objeto de la institucionalidad. 
Este proceso en las políticas públicas “es una construcción que resulta del conjunto de 
luchas que los actores sociales y políticos libran para imponer una lectura de un 
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 Que señalan principalmente: (i) la imposibilidad de separar los hechos de las cargas valorativas, 
(ii) la imposibilidad de la objetividad, (iii) la importancia de las construcciones discursivas, y (iv) la 
necesidad de develar las relaciones de poder existentes dentro de los procesos de formulación y 
análisis de políticas públicas que manipulan la vida cotidiana. 
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problema que sea lo más ventajosa posible para sus intereses” (Roth Deubel, 2007b, 
pág. 58); así “los problemas entran en el discurso y por lo tanto en la existencia como 
refuerzos de las ideologías, no simplemente porque están allí o porque son importantes 
para el bienestar. Ellos significan quienes son virtuosos y útiles, y quienes peligrosos o 
inadecuados, qué acciones serán recompensadas y cuáles penalizadas. Construyen 
áreas inmunes a la preocupación y al interés porque no son vistas como problemas” 
(Edelman, 1991, pág. 19). 
En consecuencia, si tenemos en cuenta que las discusiones en torno a la criminalidad 
son discusiones respecto de problemáticas sociales, el punto es identificar para qué 
sector social lo son y cómo resultan beneficiados de una decisión oficial por criminalizar 
determinado comportamiento, modificar su tipología, ampliar o reducir su punición, 
establecer mecanismos de justicia negociada, etc. Estas cuestiones cobran valor si 
comprendemos la relación de las políticas públicas con la gobernabilidad y la 
gubernamentalidad, en los términos vistos. 
Como el recurso a la acción punitiva es restringido al Estado, el adjetivo “oficial” de una 
política criminal tiene que ver con la definición lexicográfica de la palabra, que proviene 
del latín officiālis y que significa “que tiene autenticidad y emana de la autoridad derivada 
del Estado, y no particular o privado” (Real Academia Española, 2001). Con esta adjetivo 
se consigue cierta precisión respecto del tipo de política pública al que se alude, 
permitiendo circunscribir de mejor manera a los actores que participan en la 
(re)construcción del problema y las decisiones que se toman con ocasión, bien sea del 
diagnóstico, o de las presiones ejercidas por la sociedad civil de la alcoba. 
Debe destacarse que estas decisiones inciden dentro de la sociedad e instituciones 
fatalmente: afectando derechos humanos y modificando procedimientos de control social 
punitivo, fluctuando entre la restricción o ampliación del poder punitivo del Estado. Son 
en definitiva, decisiones de naturaleza política que definen un enemigo prioritario (grupos 
violentos subversivos, organizaciones narcotraficantes, terroristas, delincuencia armada 
organizada, paramilitarismo, corrupción, etc.) respecto del cual se acondiciona la 
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institucionalidad para hacerle frente, fluctuando entre procesos criminalizantes, 
descriminalizantes o de justicia negociada (Uprimny, 2001, pág. 291).29 
En consecuencia, como política pública para el control social punitivo institucionalizado 
como tal, la política criminal se relaciona con la respuesta organizada por el Estado para 
incidir en cuatro asuntos problemáticos que afectan el orden social: (i) la legislación 
dirigida al acondicionamiento del Sistema Penal (descriminalizando o criminalizando); (ii) 
los medios de vigilancia, control y prevención; (iii) la administración de justicia penal 
(selectiva); y (iv) los mecanismos de retribución y restauración oficiales, junto con el 
dispositivo de castigo institucional (Gómez Albarello & Orozco Abad, 1997, pág. 357). 
Estos asuntos son resultado de una abstracción respecto de las fases de la 
criminalización en las que se desdobla el poder punitivo: la criminalización primaria que 
se asocia con los procesos legislativos que proscriben comportamientos y/o permiten la 
punición de personas en abstracto; y la criminalización secundaria o la acción punitiva 
contra personas en concreto, incluyendo la punición o castigo (Alagia, Slokar, & 
Zaffaroni, 2002, págs. 7-8). 
Bajo esta óptica, la política pública criminal oficial se asocia con el control social formal, 
según la distinción que hace la criminología crítica. Este tipo de control supone todo un 
sistema institucionalizado que oficialmente se activa frente algún delito o contravención y 
opone una reacción coercitiva (preventiva o reactiva). En él se enumeran el Sistema 
Penal en su conjunto, los cuerpos de policía y de investigación oficiales, el sistema 
penitenciario, etc. (Zaffaroni, 1988, pág. 15).30  
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 Como se verá más adelante, el contexto de violencia generalizado ha incidido en que dichas 
decisiones se circunscriban a la esfera del derecho penal. Es decir, del conjunto de materias que 
trata la política criminal, las medidas decididas han apuntado a la modificación de las instituciones 
penales únicamente: código penal, código de procedimiento penal, estatutos policivos y 
penitenciarios. Así mismo, dicho contexto (correlato de una guerra que superó los 60 años) ha 
causado cierto nivel de polarización dentro de la sociedad colombiana, en la que ha sido 
recurrente acudir a temas como la delincuencia o la justicia penal para posicionar en el foro 
público a personajes señalados como “malos”, y que revisten de legitimidad a los “buenos” para 
hacerles frente. Como afirma Mauricio Martínez (1999a, pág. 42) “[e]s la ideología de la defensa 
social que sostiene al sistema de justicia penal que conocemos”. 
30
 El control social informal tiene que ver con los procesos de socialización y la aprehensión de 
valores adquiridos en la familia, el barrio, la escuela, la iglesia, los medios de comunicación y 
otros espacios de sometimiento a normas, en ocasiones involuntariamente; allí la reacción, esto 
es, la intervención frente a la infracción, es comparativamente menos dolorosa que la del control 
social formal (de la Cruz Ochoa, 2003, pág. 45). 
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Dado que la posibilidad de usar al Sistema Penal pauta una diferencia en relación con 
otras políticas públicas, la política criminal se ha visto reducida a una política penal. En 
efecto, la política criminal no se reduce a ésta, dado que apenas es una de las formas de 
aquella en una relación de especie/género (Aniyar de Castro, 2006, pág. 381; Gómez 
Albarello & Orozco Abad, 1997, pág. 357). Bajo esta idea, también se enumera a la 
política penitenciaria como una especie de la política criminal (Carranza, 2006, pág. 291). 
No obstante, que en determinada sociedad o régimen político se recurra al 
endurecimiento del Sistema Penal principalmente para dar atención a sus problemas, 
bajo la idea de que hay una minoría mala que los encarna y que legitima a una mayoría 
buena que decide el endurecimiento, nos posiciona de frente a una ideología de la 
defensa social que instrumentaliza este maniqueísmo para ejercer gobierno (Baratta, 
1986, pág. 35). 
De acuerdo con Manuel Iturralde (2010), el proyecto neoliberal ha difundido un sentido 
común en materia penal que obedece a una ideología liberal de corte autoritario en el 
que la democracia es “una mezcla de economía de mercado y Estado fuerte, y se apoya 
mucho en estrategias punitivas para controlar el descontento social que causan en gran 
medida las propias fuerzas del libre mercado.” (pág. 24).  Este sentido común ha 
seducido la imaginación política y legal manteniéndola embelesada en la protección a 
ultranza de este tipo de democracia autoritaria y del Estado de derecho en contra de sus 
enemigos (definidos también autoritariamente), lo que “ha legitimado también un modelo 
punitivo que cumple una función (además de la de controlar el crimen y la violencia) que 
no se discute en las esferas legal y política. Esa función sería la naturalización (Bourdieu 
1987) del statu quo y la protección del capitalismo para beneficio de las élites políticas y 
económicas” (pág. 26-27).  
En un sentido similar al anterior, se habla también de eficientismo penal como una actitud 
en la que el ius puniendi deja de ser la última instancia (ultima ratio) a la que debe 
recurrir el Estado para enfrentar un problema y pasa a ser su primera opción (prima 
ratio), con la que busca confrontar asuntos de diversa índole social. Es una forma de 
incrementar las competencias punitivas e implica un elevadísimo costo social en punto de 
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los derechos y libertades ciudadanos, especialmente de aquellos sectores 
socioeconómicos que deben soportar la crisis económica (Baratta, 2004, pág. 179). 31 
1.3 La confusión 
Uno de los principales debates epistemológicos de la criminología es la distinción de su 
objeto de estudio. De acuerdo con Philippe Robert (2004) la criminología ha pasado su 
foco por distintas áreas dada la ambigüedad de “lo criminal”: las causas etiológicas, los 
procesos de desviación, el uso del derecho en el proceso de etiquetamiento, la reacción 
social; y en ese proceso, se han expandido sus intereses disciplinares hacia la biología, 
la antropología, la psicología, la sociología y el derecho. Según el autor, entonces, la 
definición de un objeto de estudio para la criminología no sólo es problemática sino que 
alimenta su maldición: “Tras un siglo de haberse iniciado este capítulo de las ciencias de 
la vida en sociedad semejante transcurso temporal nos deja una impresión 
decepcionante: no tenemos la percepción de una progresión real del conocimiento, 
aunque, no obstante, se hayan utilizado todos los argumentos imaginables para explicar 
el fenómeno delictivo.” (Robert, 2004, pág. 152). 
Es probable que dicha maldición haya impulsado en parte el surgimiento de otros 
enfoques criminológicos cuya preocupación dejó de ser la explicación del fenómeno 
criminal para concentrarse en su administración y contención en tasas globales 
manejables: una contención necesaria para la gobernabilidad (Rivera & Lazo, 2005) y 
que requiere de la política criminal para llevar a cabo la consolidación de presunciones 
legales de peligrosidad “construidos sobre valoraciones estadísticas de riesgos por 
pertenencia a grupos” (Pavarini, 2006a, pág. 49), como las experiencias en materia de 
incapacitación selectiva.32  
                                               
 
31
 Un ejemplo de esta actitud lo encontramos en la política antidrogas y su derecho penal máximo 
(Uprimny, 2006). Sobre la definición de “derecho penal máximo” ver el trabajo de Juan G. Gómez 
e Iván Orozco Abad (1997, pág. 108). 
32
 El actuarialista Alfred Blumstein (2003) habla de medidas incapacitadoras para referirse al 
poder del Sistema Penal para sustraer a una persona de la sociedad. Según esta visión, el 
sistema penitenciario se encarga de incapacitar al condenado para que cometa nuevos delitos; no 
obstante, este sistema debe avanzar de la mera contención del sujeto y trazar su trayectoria o 
biografía criminal. Este insumo apoyado con operaciones actuariales permitirá la tasación del 
riesgo de que dicho sujeto reincida como criminal. Los resultados de estos estudios actuariales 
señalarán el tiempo que deberá permanecer privado de su libertad en establecimiento 
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Visto desde el positivismo criminológico, el papel de la política criminal tiene que ver con 
el trámite institucional que tendrán los resultados de los estudios (positivistas o 
actuarialistas) y su reflejo en el Sistema Penal. Es decir, se le adscribe a la criminología 
un rol investigativo y presuntamente científico que sirve a los propósitos del Estado para 
enfrentar el fenómeno delictivo mediante una política criminal. Es esta la definición 
clásica de Franz Von Liszt (Zipf, 1979, pág. 2)33. Sin embargo, el ámbito de la política 
criminal implica además al Sistema Penal, dado que esta es la vía institucional de 
retribución (Zipf, 1979, pág. 3). Esta posición es compartida por Camilo Montoya (2006) 
para quien en “el marco del Estado Constitucional de Derecho ha de entenderse por 
política criminal la aplicación de los conocimientos criminológicos en el diseño, 
implementación y modificación de los planes, programas y estrategias con miras a la 
racionalización del control social de la conducta desviada” (pág. 359). 
Según Heinz Zipf (1979), en la delimitación del ámbito de la política criminal nos 
encontramos frente a dos fronteras: la del derecho penal y la de criminología. No 
obstante, la misma denominación supone otro relacionamiento entre Derecho y Política, 
es decir, entre el lenguaje prescriptivo y el valorativo. Partiendo de esta diferenciación, 
para Zipf (1979) la política criminal independiza su campo de investigación pues rompe 
las barreras del derecho vigente al proponerle reformas, y va más allá de la criminología 
en la medida que somete a valoración sus resultados y señala sus prioridades. Es así 
como se hace científica.34 Sin embargo, reconoce que cuando la criminología es 
concebida “como parte de una teoría crítica de la sociedad, coinciden en cambio en 
grado considerable criminología y política criminal.” (Zipf, 1973, pág. 11, citado por 
Martínez, 1999, pág. 276).  
                                                                                                                                              
 
penitenciario, dado que un tiempo superior no solo es innecesario, sino que desgasta la capacidad 
penitenciaria que puede usarse con otro condenado. 
33
 Este modelo integracionista de ciencia penal positivista, como lo llamara Baratta (2004, pág. 
168), entra en crisis hacia la década del 60 en Europa, por la influencia de las teorías del 
interaccionismo simbólico. 
34
 Esta apertura de una nueva área del conocimiento encuentra razón en la necesidad de levantar 
un bosquejo político criminal, “un inventario de los principios vigentes de la lucha contra el delito y 
en la configuración del cambio en el ámbito de la justicia criminal” (Zipf, 1979, pág. 19), cuyo 
estudio científico permitiría establecer un programa de metas para esta justicia y medios de 
realización. 
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Dado que la Criminología Crítica35 introdujo el estudio del poder y sus intereses, 
descubriendo que las teorías criminológicas burguesas realmente han estado legitimando 
un orden de dominación y un proyecto hegemónico (Pavarini, 2002), así como una 
masiva prisionización de las clases sociales más vulnerables por causa de la expansión 
neoliberal y del Estado penal (Wacquant, 2010), algunos de sus exponentes han 
resaltado la necesidad de poner al desnudo al poder punitivo y al control social formal 
(Bergalli, 1996) e informal (Aniyar de Castro, 1987), mostrando cómo opera desde un 
punto de vista externo (Baratta, 2004) y ofreciendo alternativas como una nueva 
dogmática penal (Larrauri, 1991) o la abolición del Sistema Penal por completo (Bernat 
de Celis & Hulsman, 1984). 
En el marco del garantismo, Mauricio Martínez (1999a) ha señalado que “cuando en la 
criminología crítica se rechaza el carácter ontológico del delito para reconocerle uno por 
definición, o sea, cuando se considera que el delito es ante todo un concepto construido 
normativamente, ella se transforma también, o principalmente, en disciplina normativa-
valorativa, que averigua por el origen, contenido, aplicación, etcétera, de las normas que 
integran el Derecho Penal, como respuesta política que es frente al delito. En 
consecuencia, la criminología desde la perspectiva crítica se extiende a la política 
criminal (generalmente reducida a política penal)” (pág. 276), en oposición a la postura 
positivista que niega las filtraciones ideológicas en sus investigaciones, o la actuarialista 
que prefiere no inmiscuirse en el debate. 
Una posición similar es la de Eugenio Zaffaroni (1988) quien –afectado por los horrores 
de la Dictadura Argentina- estimó irrelevante hacer la distinción entre “política criminal” y 
“criminología” dado que aquella no fue la respuesta estatal en la lucha contra el crimen 
sino una ideología política orientadora del control social punitivo, de ahí que todo saber 
criminológico ya estuviera previamente delimitado por intereses políticos. En esa 
posición, la criminología no es una ciencia sino un saber instrumental orientado valorativa 
y axiológicamente para legitimar prácticas de Estado y su poder.36 
                                               
 
35
 En sentido amplio, incluyendo abolicionistas, garantistas y neorrealistas de izquierda. 
36
 Según Zaffaroni (1988) “la distinción entre criminología y política criminal es tributaria de la 
distinción entre una criminología „teórica‟ y una „criminología aplicada‟, que abracaría la política 
criminal, la criminología clínica y los conocimientos criminológicos aplicados por cualquier 
segmento del Sistema Penal. Esta separación de la criminología en „teórica‟ y „aplicada‟ proviene, 
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Lola Aniyar de Castro (2006) participa en el debate de la distinción terminológica 
sustentando la posición de quienes lo hacen. Para ella la política criminal “es la 
aplicación de valores a una realidad social determinada que se quiere transformar. Es, 
pues, una labor de ingeniería social y política” (pág. 372). Teniendo en cuenta que no hay 
una Criminología sino criminologías –en plural- y que todas están inspiradas en una 
ideología, se le atribuye entonces una política criminal a cada una37. No obstante, que la 
criminología crítica considere que la política criminal es una síntesis suya y en 
consecuencia sea innecesaria su distinción, se debe a que las transformaciones 
pretendidas por esta corriente son de tipo político, es decir, van más allá de la política 
penal y buscan la materialización de la justicia social. 
Para Alessandro Baratta (2004) el concepto de “política criminal” es complejo, 
problemático e ideológico. Complejo porque su finalidad es unívoca (el control del delito) 
pero su instrumental no penal es indeterminable. Problemático porque la indeterminación 
de los instrumentos no penales hace difusa la línea que la separa de otras políticas 
(social, económica, urbanística, etc.), de ahí que deba recurrirse a la finalidad subjetiva 
(la intensión de quienes han diseñado los programas de la política)38 para distinguir qué 
tipo de política es. E ideológico39 porque es instrumentalizado para legitimar y reproducir 
la realidad social, viéndose reducido a su faceta penal y oponiéndose falsamente a la 
política social, o distorsionando su sentido: se hace prevención social de la criminalidad 
                                                                                                                                              
 
a su vez, de entender que existe una „ciencia pura‟ totalmente separada de la política, tal como lo 
postulaba Max Weber, escisión que nos resulta de evidente falsedad, al menos en nuestro 
contexto marginal del poder mundial, donde es bien claro que las ciencias sociales están signadas 
por el poder político y condicionadas por el mismo.” (pág. 21). 
37
 Así por ejemplo, que algunos códigos penales modernos hayan dado importancia a las 
condiciones de vida deficitarias de un procesado para recibir atenuantes, es atribuido al avance 
que supuso el funcionalismo respecto de la criminología clínica (Aniyar de Castro, 2006). 
38
 En oposición a la finalidad objetiva o la función social que es membrete de la política. 
39
 “Utilizo aquí la palabra “ideología” en el sentido de una construcción discursiva de hechos 
sociales apta para producir una falsa conciencia en los actores y en el público. La ideología 
funciona sustituyendo los conceptos con los clichés, o sea con los hábitos mentales, 
corrompiendo el cálculo clasificatorio con operaciones ocultas y subrepticias.” (Baratta, 2004, 
págs. 155-156). 
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mediante inversión y programas sociales a personas en condiciones de vulnerabilidad, no 
para mejorar su situación de vida, sino para prevenir que no sean criminales.40 
No obstante, acá he identificado una confusión. Para ejemplificar cómo funciona la 
ideología en este concepto, Baratta (2004, pág. 156) señaló: “A propósito de la política 
criminal, al sustantivo „seguridad‟ se agregan, implícita o explícitamente, los adjetivos 
„nacional‟, „pública‟, „ciudadana‟. Se trata siempre de connotaciones colectivas, no 
personales, de  la seguridad; es decir, no se trata propiamente de la seguridad de los 
derechos de los sujetos individuales, cualquiera que sea su posición en el contexto 
social, sino de la seguridad de la nación, de la comunidad estatal, de la ciudad.” Y 
continuó más adelante afirmando: “Más prometedora, también, entre otras razones por 
ser más reciente, es la concepción de la seguridad ciudadana, que atribuye a la política 
criminal, por primera vez, una dimensión local, participativa, multidisciplinaria, 
pluriagencial, y que representa quizás un resultado histórico del actual movimiento de la 
nueva prevención.” 
Si volvemos a la discusión respecto de la diferenciación terminológica, encontramos que 
el compromiso político de la criminología crítica por la transformación del estado de 
cosas es, vale decir, político; bajo esta premisa reposa el argumento por el cual sería 
innecesaria la distinción entre “política criminal” y “criminología”, especialmente la 
distinción tradicional propuesta por el positivismo. No obstante, el lenguaje castellano no 
nos presenta los matices de la voz “política” y considero que es ahí donde se presenta la 
imprecisión. 
El profesor André-Noël Roth (2010) se ha dedicado al estudio de las políticas públicas y 
ha señalado la dificultad de la palabra “política” para nuestro idioma a la hora de dar una 
definición de “política pública”. Señaló que el hecho “que el idioma inglés separe 
conceptualmente la „política‟ en tres términos diferenciados –polity, politics y policy-, si no 
fue determinante, probablemente tuvo un efecto facilitador. En inglés, polity se refiere a la 
esfera política en general; politics corresponde a las actividades políticas realizadas para 
lograr control del poder político (el juego electoral, los debates en el Congreso, las 
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 Este parece ser un ejemplo de las políticas de control social punitivo institucionalizadas como 
no punitivas a las que hace referencia Zaffaroni (1988). 
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movilizaciones, los cargos, etc.); y, finalmente, policy designa a las actividades 
resultantes de la politics (sus consecuencias, resultados o sus outputs) (pág. 19).41 
Según Mauricio Martínez (1999a), apoyándose en Zaffaroni (1988), “la Política Criminal 
ha sido considerada tradicionalmente como el sector de la actividad estatal encaminada a 
controlar lo que ha sido seleccionado como delictivo: es por tanto parte de la política 
oficial. No hay sector de la política oficial en el que se manifieste tan nítidamente el poder 
del Estado como sucede con el ejercicio del poder punitivo, es decir, con la reacción del 
Estado a lo que considera él mismo como „antisocial‟.” (Martínez, 1999a, págs. 13-14).  
Como puede apreciarse, teniendo en cuenta la diferenciación terminológica del inglés, 
pareciera que cuando Martínez (1999a) hace referencia a la concepción tradicional de la 
política criminal se acerca más al uso del término “policy”. Pero si volvemos a la 
discusión de conceptuar “política criminal” al margen de “criminología”, los autores de 
esta corriente crítica parecen acercarse más al uso del término “polity”42. En efecto, si la 
política criminal es considerada como ideológica, considero que se está haciendo alusión 
a la “política” como “polity”, es decir, al conjunto de valores e ideas asociados a la vida en 
sociedad y su gobierno, dado que no estamos en el estadio de acciones o programas 
concretos (policy), sino en el de la discusión de qué se reprime, qué se previene y para 
qué en determinada sociedad. 
Estoy de acuerdo con Baratta (2004) cuando apuntó que indistintamente del adjetivo que 
acompañe al sustantivo “seguridad” estamos en presencia de metáforas ideológicas que 
dicen representar la seguridad singular de las personas que integran el territorio nacional 
o ciudadano (finalidad objetiva), cuando realmente se encargan de proteger los intereses 
de sectores sociales y económicos que se abrogan para sí –y en nombre de la 
colectividad- el aseguramiento de los lugares públicos respecto de un reducido grupo de 
delitos asociados a la criminalidad tradicional contra el patrimonio o contra la integridad 
física, y que están “en el centro del estereotipo de criminalidad existente en el sentido 
común y son dominantes en la alarma social y en el miedo a la criminalidad” (pág. 157) 
(finalidad subjetiva). Así por ejemplo, la metáfora de la seguridad ciudadana, concentrada 
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 Sobre esta misma precisión, ver: Alejo Vargas (1999, págs. 55-56). 
42
 Especialmente la definición de Aniyar de Castro (2006) citada en precedencia. 
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en los hurtos, las lesiones personales o delitos de peligro abstracto (como el porte de 
armas o estupefacientes) invisibiliza a otro tipo de delitos como los económicos, los 
ecológicos o los de corrupción, frente a los cuales no se destacan los mismos esfuerzos 
institucionales por rastrearlos y combatirlos, principalmente porque la ciudadanía no 
demuestra miedo a dichos fenómenos pese a que sus consecuencias sean 
evidentemente más lesivas al conjunto social.43 
El punto es que la criminología crítica ha afrontado el término de “política de seguridad 
ciudadana” sin aclarar a qué definición de “política” se está refiriendo. Si es abordado 
como la política (polity) de defensa del orden público, necesario para el mantenimiento 
del statu quo, en ese sentido se podrían estar refiriendo a la Doctrina de Seguridad 
Ciudadana.44 Sin embargo, también tenemos que hay políticas (policy) de seguridad 
ciudadana que comportan de suyo el diseño y ejecución de programas de intervención 
concretos que no se corresponden necesariamente con la política (policy) criminal oficial 
de todo un Estado.  
Lo que pasa es que en el desarrollo pragmático de cada política encontramos diferencias 
marcadas que no pueden analizarse de manera global dentro de la categoría “política 
criminal”. En otras palabras: cuando estamos en el estadio de las discusiones sobre “qué 
debe reprimirse” y asociamos esto como Política Criminal, es posible que en el estadio 
de las discusiones sobre “cómo debe reprimirse” podamos encontrar políticas públicas 
criminales y de seguridad ciudadana. Bajo esta óptica es dable afirmar que la seguridad 
ciudadana es la cara local, participativa, multidisciplinaria y pluriagencial de la Política 
Criminal, como afirmó el profesor Baratta (2004, pág. 156). Sin embargo, cuando 
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 Antonio García-Pablos de Molina (1984) señaló que una de las tres circunstancias por las 
cuáles hay una impunidad mayor de los delitos de cuello blanco en casi todas las sociedades es 
por el “conjunto de estrategias que desencadenan los „forjadores de la opinión pública‟ dirigidas a 
ocultar, disimular o justificar ciertos comportamientos delictivos de forma sutil y sofisticada, por lo 
general, a través de una manipulación de la imagen o del lenguaje de los poderosos medios de 
comunicación de masas.” (pág. 185). Este tema también es señalado por Mauricio Martínez 
(1995) quien además afirma que “con la delincuencia de supervivencia o callejera, históricamente 
se ha manipulado a la ciudadanía para presentarla como la de mayor gravedad, ocultando así el 
daño social de la „criminalidad de los poderosos‟. Sobre esa base se ha construido la nueva 
ideología de la „seguridad ciudadana‟ sustituyendo lo que anteriormente se conocía como 
ideología de la „seguridad nacional‟.” (pág. 31). 
44
 Al menos este punto es claro cuando Mauricio Martínez (1995, págs. 31-32) se refiere a la 
seguridad ciudadana como ideología que sustituye la de la seguridad nacional. 
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estamos en este estadio del “cómo”, no podemos confundirnos: una cosa es una política 
pública criminal y otra una política pública de seguridad ciudadana.  
Por último, es menester advertir que esta confusión también se presenta en otros 
análisis. Así por ejemplo, Rafael Aguilera y Joaquín González (2010) abordaron los 
virajes represivos y tecnocráticos de la criminología y la política criminal contemporáneas 
desde una perspectiva postmoderna, para concluir que los estudios sobre la sociedad 
que han presentado pensadores como Baudrillard, Bauman, Deleuze y Foucault son 
imprescindibles “para llevar a cabo políticas públicas coherentes con las necesidades, 
carencias y faltas de nuestra gente. Las políticas criminológicas o políticas de seguridad 
ciudadana tienen que ir cambiando, paulatinamente; incluso, en su sentido semántico, su 
denominación y sus niveles de actuación para ser consecuentes con este fin. Una política 
criminológica totalmente coherente tendría que dejar forzosamente de lado su aspecto 
„criminal‟. Es decir, la política criminológica que en verdad se plantea el minimizar los 
problemas de la delincuencia, tiene que atender a aspectos sociales, económicos, 
políticos, culturales, etc. La política criminológica no tiene que reducir en su seno los 
demás niveles epistemológicos, hacer este tipo de reduccionismo lleva a contradicciones 
irresolubles dentro del Sistema Penal y en la sociedad misma, el problema no es luchar y 
combatir para reducir la delincuencia, sino paliar las desigualdades sociales, económicas, 
y políticas que son las causantes de la mayoría de los conflictos.” (pág. 15). 
Con la precisión anotada, es requerido un análisis diferenciado que permita comprender 
cómo la municipalidad (o la dimensión local) ha ido tomando protagonismo en el control 
de su población, y en esos hechos se han consolidado nuevos imaginarios en la relación 
de la persona con su contexto, del ciudadano con su ciudad, y que no son producto de la 















































2. La política criminal oficial colombiana y la 
política de seguridad ciudadana en Bogotá 
En el capítulo anterior procuré precisar qué sería una política pública de seguridad 
ciudadana así como una política pública criminal oficial, a partir de un ejercicio teórico 
respecto de la literatura sobre estos dos temas. No obstante, quedó señalado cómo 
ambos confluyen dentro del campo de análisis de la criminología crítica, ya no como 
políticas públicas (o al menos no expresamente), sino como políticas en sentido amplio 
(policy), o como discurso, ideología o doctrina. Esta confluencia, a criterio propio, estimuló 
cierta confusión respecto a cómo en la práctica se desdoblan estas políticas (policy), dado 
que la literatura agregaba a una dentro de otra. No obstante, elementos del análisis de 
políticas públicas permitió esclarecer teóricamente que una cosa es el escenario político y 
otra la puesta en marcha de una política por medio de políticas públicas; bajo esta idea se 
afirma que la política pública de seguridad ciudadana no resulta agregada a la política 
pública criminal oficial.  
Como se ha visto hasta el momento, la política de seguridad ciudadana y la política 
criminal oficial, vistas como políticas públicas, tienen en común el hecho de que hacen 
parte del control social punitivo institucionalizado como tal: la primera, ordenada bajo las 
nociones de riesgo, (in)seguridad y orden público, con un componente local y policivo 
fuerte; y la segunda, vinculada a la instrumentalización del Sistema Penal en sentido 
amplio (codificación, administración de justicia y dispositivo de castigo) para hacer frente 
al enemigo del Estado seleccionado. Por medio de ambas políticas públicas no sólo se 
ejerce gobierno (poder) para el mantenimiento del statu quo, sino que además son el 
despliegue de ideologías autoritarias que las inspiran: tolerancia cero, defensa social, 
eficientismo penal. 
Dado el compromiso de la criminología crítica por entender de mejor manera cómo se 
ejerce el poder punitivo en el marco de un proyecto de dominación, consideré importante 
no sólo haber propuesto una diferenciación teórica de lo que es una política pública 
criminal y una de seguridad ciudadana, sino llevar este esclarecimiento a un contexto 
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concreto teniendo en cuenta que aquello que me inspiró para sentar esta diferencia lo 
reconocí en la sociedad colombiana. En efecto, la lectura de lo que acontece con la 
política criminal colombiana y la seguridad ciudadana en Bogotá me llevó a una inquietud 
respecto a qué es una y qué es otra, y posteriormente a cuestionar por qué debo entender 
que la política criminal agrega a la de seguridad ciudadana cuando una de las 
conclusiones preliminares fue que en Colombia no ha habido un proceso de consolidación 
de política pública criminal mientras que Bogotá ha sido un foco de análisis regional 
precisamente porque consolidó una política de seguridad ciudadana distrital. 
El ruido que me causó esta conclusión preliminar me llevó a la necesidad de identificar 
una y otra, y en últimas, a realizar el presente capítulo que me permite esclarecer en la 
práctica la confusión aludida. En consecuencia, este capítulo estará dividido en dos 
partes:  
En primer lugar, se estudiará el tema de la política criminal oficial colombiana a la luz de 
los principales argumentos esgrimidos por la Comisión Asesora para el Diseño de la 
Política Criminal para el Estado colombiano (en adelante “la Comisión Asesora”), 
colegiado que se creó mediante la Resolución No. 0286 del 15 de febrero de 2011 por el 
entonces Ministerio del Interior y de Justicia para formular lineamientos de política pública 
criminal, y que en marzo de 2012 presentó un informe de lo que podemos llamar política 
criminal en el país. Este informe es el primer ejercicio institucional (y fuente directa) para 
alertar lo que se venía haciendo en la práctica legislativa y comprender cómo una política 
criminal, en tanto política pública que comprende las fases de la criminalización, no podía 
dedicarse solamente a penalizar comportamientos sin tener en cuenta el impacto en la 
administración de justicia o en el sistema peniteniario. 
No obstante, también fue importante acudir a análisis independientes y académicos que 
han denunciado cómo la política criminal que ha habido en Colombia ha sido el resultado 
de trasplantes normativos e imposiciones ideológicas, que arrojan como resultado el 
incumplimiento de los compromisos constitucionales, en los términos de Mauricio 
Martínez (1999b). También se destaca el trabajo de Gabriel Gómez e Iván Orozco (1997), 
quienes financiados por el Ministerio de Justicia y del Derecho de su turno, presentaron 
una evaluación bastante crítica de los peligros que comporta el constitucionalismo 
autoritario de 1991 que, en materia de política criminal, ha vuelto fundamental el valor de 
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la seguridad. Finalmente, y sin pretender relacionar a todos los autores a los que acudí, 
resalto el trabajo de Manuel Iturralde (2010) quien con el término “justicia penal de 
excepción” denomina el uso desproporcionado del Sistema Penal respecto del régimen 
políticoeconómico y su mantenimiento durante cada Gobierno Nacional. 
En el presente apartado se verá cómo la política criminal oficial colombiana es el producto 
de respuestas coyunturales a los enemigos de turno del Estado, que no a un proceso de 
concertación claro, proporcionado y racional. Para llevar a cabo este propósito de forma 
ordenada, resolví abordarlo respecto de los periodos presidenciales que ha habido desde 
1995 hasta el 2012. Este intervalo de tiempo me permite, por un lado, situar la información 
respecto de la ideología política que le corresponde, así como el enemigo de turno; y por 
otro lado, contrastar con más facilidad ésta política pública con la de seguridad ciudadana 
en Bogotá. 
La segunda parte del capítulo estará dedicada a presentar cómo la seguridad ciudadana 
en Bogotá ha sido un proceso de construcción continuo que a lo largo de cada alcaldía ha 
sumado o sofisticado dispositivos de control. Bajo esta premisa, este trabajo considera 
que no hay políticas de seguridad ciudadana compartimentadas por cada alcaldía, sino 
que hay una política pública que se ha proyectado más allá de cada periodo de Gobierno; 
sin pretender reducir el ámbito de acción de cada alcalde como mero ejecutor, por el 
contrario, destacando que cada Gobierno ha promovido las estrategias y las acciones de 
intervención que ha considerado pertinentes en el marco de experiencias internacionales 
y los resultados de las alcaldías que los han precedido. Aquí también se recurrió a fuentes 
directas para recabar información, como a los principales análisis de la experiencia 
bogotana en reducción del crimen y consolidación de una institucionalidad para la 
seguridad ciudadana sólida. 
2.1 La política criminal oficial de Colombia 
La Constitución Política de 1991 entregó las competencias para la creación de la política 
criminal del Estado colombiano. Según la Corte Constitucional, mediante sentencia C-646 
de 2001:  
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“La Constitución en su artículo 251, numeral 3, le otorgó al Fiscal una competencia 
expresa y propia, que le permite participar en el diseño de la política del Estado en 
materia criminal. Esta competencia, no obstante, no fue otorgada de manera 
exclusiva al Fiscal General de la Nación, pues también por disposición 
constitucional otros órganos pueden concurrir al diseño de ella como quiera que la 
Constitución los faculta para presentar proyectos de ley sobre materias de su 
competencia, la cual puede guardar relación con algún aspecto de la política 
criminal. Ello ocurre con el Consejo Superior de la Judicatura, por la facultad que 
tiene para proponer proyectos de ley relativos a la administración de justicia y a los 
códigos sustantivos y procedimentales (artículo 257, numeral 4, CP); con el 
Congreso de la República, debido a su competencia para expedir códigos en 
todos los ramos de la legislación, incluida la penal (artículo 150, numeral 2, CP); con 
el Gobierno Nacional, al concurrir al proceso de formación de las leyes (artículos 
189, numeral 4 y 200, numeral 1); con la Corte Suprema de Justicia, por tener 
iniciativa legislativa en materias de su competencia (artículo 156); con el 
Procurador General de la Nación, al poder presentar proyectos de ley sobre 
materias relativas a su competencia (artículo 278, numeral 3); con el Defensor del 
Pueblo, por tener iniciativa legislativa en cuestiones relativas a su competencia, no 
sólo para la protección de los derechos fundamentales como el debido proceso y el 
habeas corpus, sino también para la organización y dirección de la defensoría 
pública (artículo 282, numerales 1, 3, 4 y 6); e incluso con los ciudadanos, como 
quiera que éstos pueden presentar proyectos de ley en ejercicio de la iniciativa 
legislativa popular reconocida en la Carta (artículos 40, numeral 5 y 103).” (Negrita 
fuera de texto). 
De acuerdo con Juan Gabriel Gómez e Iván Orozco (1997, pág. 372), la Constitución del 
91 introdujo dos importantes transformaciones: de un lado, descentralizó la definición de 
la política criminal; y de otro, hizo difusa la línea que divide las funciones de los hacedores 
y aplicadores de la política criminal, como sucede en el caso de la Fiscalía. Sin embargo, 
una lectura de la realidad nacional apunta al Poder Ejecutivo como el hacedor principal de 
la política criminal, valiéndose de las facultades extraordinarias de las que se reviste en 
estados de excepción; mientras que el Poder Legislativo ha tomado un rol de tramitador 
de las reformas, dándole posterior permanencia a la legislación penal de excepción en el 
 
Capítulo 2 43 
 
 
Ordenamiento Jurídico. El papel de la Corte Constitucional también es importante como 
actora en el diseño, no sólo en las ocasiones que ha convalidado o declarado inexequible 
la legislación penal de excepción u ordinaria, sino también cuando ha establecido 
antecedentes materiales y consecuencias jurídicas correspondientes que no fueron 
previstas por el Legislador, como en la descriminalización del aborto en tres ocasiones (C-
355 de 2006), o los condicionantes que impuso a los desmovilizados para ser 
beneficiarios de la pena alternativa en el marco de la ley 975 de 2005 (C-370 de 2006). 
En cualquier caso, según Gómez y Orozco (1997, págs. 374-375) este proceso de 
definición de la política criminal está sometido a distorsiones que han sido impuestas por 
poderes que trascienden la soberanía nacional, y que encuentran lugar en el escenario 
internacional, poniendo límite a la autonomía de los Estados de la periferia del poder 
mundial respecto de lo que debe ser su política criminal. Así, por ejemplo, en los 
fenómenos delictivos como el narcotráfico, el lavado de activos o el terrorismo, Colombia 
debe hacer eco de los patrones de tratamiento que han sido definidos en el círculo de 
poder que rodea a Estados Unidos, pese a que los efectos y defectos de (v.gr.) esta 
política antidrogas sean sufridos en nuestro contexto. Lo mismo puede predicarse –en un 
tono menos autoritario- de las legislaciones internacionales en materia de derechos 
humanos que ingresan al Ordenamiento Jurídico por vía del bloque de constitucional (art. 
93, Constitución Política).45 
Pese a que la Constitución Política del 91 haya enunciado concretamente la voz “política 
criminal”, en el país no es frecuente que en la esfera pública oficial se debata en torno a 
ésta en la misma intensidad de (v.gr.) la política económica o agraria, pese a que muchos 
de los temas de interés nacional tienen estrecha relación con el Sistema Penal en sentido 
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 De acuerdo con Manuel Iturralde (2010, págs. 24-25) el fin del siglo XX fue un periodo 
importante para Colombia por dos motivos: (i) la apertura económica y la inestabilidad social que 
produjo una liberalización de la economía no planeada; y (ii) un proceso de democratización y 
fortalecimiento del Estado de Derecho y sus órganos judiciales. Ambos procesos fueron 
impulsados y supervisados por Estados Unidos y organizaciones internacionales neoliberales 
como el Fondo Monetario Internacional –FMI, el Banco Mundial -BM y el Banco Interamericano 
para el Desarrollo –BID. Para el autor, tener en cuenta estos inter relacionamientos permite hacer 
una lectura más crítica del campo del control del crimen colombiano, cuya construcción no 
depende de factores nacionales exclusivamente. 
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amplio. Alberto Binder (1997) advierte que esta notoria ausencia del debate no es casual 
y que, en efecto, este asunto “pone de manifiesto un fenómeno de „despolitización‟ –
formal-  del tema que, en base (sic) a toda una serie de definiciones „científicas‟, 
pretendidamente verdaderas e indiscutibles, intenta ocultar hasta qué punto dicha política 
se edifica sobre ciertas decisiones fundamentales, tomadas por acción u omisión y que 
son –valga la redundancia- „políticas‟, es decir estratégicas en función de determinados 
objetivos” (Binder, 1997, pág. 41). 
Este proceso de despolitización al que alude Binder (1997) va directamente relacionado 
con el hecho de que en materia criminal haya un sentido común punitivo (Iturralde, 2010, 
pág. 24), tal como fue señalado en el capítulo anterior, pero que no tiene nada de común; 
por el contrario, ha sido una construcción muy precisa a los requerimientos del modelo 
político para el neoliberalismo económico, por parte de las agencias mundiales que lo 
promueven a expensas de los efectos sobre los derechos humanos de los destinatarios 
de las medidas. 
Bajo esta idea, pese a que no sea común en Colombia escuchar “política criminal”, o que 
dicho término no sea fácilmente relacionable con determinados actores, procedimientos, 
principios, etc., no es razón para concluir que en el país no haya tal. Mauricio Martínez 
(1995) señala que aunque sea frecuente que se diga que en Colombia no hay política 
criminal46, lo cierto es que constantemente se legislan medidas penales para combatir la 
criminalidad, lo que significa que la política criminal oficial en Colombia se ha visto 
reducida a política penal.  
Lo anterior como consecuencia de la falta de una discusión respecto de lo que debe ser 
una política criminal para el país, pues el electorado ha confiado en los programas 
políticos de congresistas y presidentes que suelen reformar populista y eficientistamente 
al Sistema Penal, casi siempre por coyunturas determinadas que ponen en amenaza al 
régimen de la sociedad civil de la alcoba, ignorando que esta esfera penal es apenas una 
de las que integra la política criminal, y lo más grave, que su reforma impacta a otras 
como la penitenciaria o la administración de justicia (Comisión Asesora para el Diseño de 
                                               
 
46
 Como afirma Luis Hernando Barreto (2009, pág. 75). 
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la Política Criminal para el Estado colombiano, 2012), e incluso trae efectos colaterales al 
Estado Social de Derecho (Martínez, 1995). 
Esta reducción de la política criminal a su faceta penal es analizada por Gómez y Orozco 
(1997) en el marco del peligro eficientista que se ocasionó con el cambio constitucional y 
el ingreso de los nuevos axiomas del Estado neoliberal a nuestro régimen político y 
administrativo: la economía, celeridad y eficiencia47. Según los autores, este peligro “ha 
acompañado toda nuestra historia política y, en particular, la historia del estado de sitio –
en cuanto mecanismo para la implementación de una suerte de eficientismo punitivo-. Lo 
que pasa es que sólo ahora, cuando las exigencias de un sistema económico y social más 
grande y complejo, y el tamaño mayor y la participación mayor y multifuncional del 
aparato de Estado en la vida social han puesto en evidencia la importancia enorme del 
valor medial de la eficiencia –de lo cual, además, se ha dejado claro el testimonio en la 
nueva Constitución a través de la inclusión múltiple, adjetiva y sustantiva, del principio de 
la eficiencia- se vuelve este concepto –en razón de su extremadamente bajo grado de 
realización- una categoría hegemónica en el discurso público sobre las políticas estatales, 
y sobre la Política Criminal, en particular.” (pág. 62). 
Bajo esta posición, el Estado Social de Derecho es entendido en clave del Estado de 
seguridad, dado que el contexto de conflicto armado interno y una inequitativa 
redistribución de la riqueza inciden en un déficit de seguridad que es deber satisfacer, 
convirtiéndose en un valor absolutizado susceptible de participar en juicios de 
proporcionalidad constitucional junto con verdaderos derechos fundamentales, prefiriendo 
la eficiencia de mecanismos represivos y punitivos a costa de éstos últimos (Gómez 
Albarello & Orozco Abad, 1997). En efecto, Mauricio Martínez (1999b) señaló cómo la 
Corte Constitucional ha convalidado la ideología de la defensa social en sus sentencias 
de exequibilidad (en sus juicios de proporcionalidad) de las normas penales de excepción 
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declaradas durante los Gobiernos de César Gaviria (1990-1994) y Ernesto Samper (1994-
1998)48. 
El Gobierno de César Gaviria (1990-1994), además de haber concurrido en el tiempo con 
la Asamblea Constituyente, se destacó en materia político criminal por su discurso que 
asimilaba la delincuencia (cualquier tipo de ella) como enemigo absoluto de la sociedad y 
que ha sido la falta de aplicación de las penas, esto es, los problemas de la 
administración de justicia penal, los que explican el aumento de la delincuencia en el país 
(Martínez, 1999b, págs. 45-48).  
Esta guerra tranzada en el país contra la delincuencia funcionalizó al derecho penal y lo 
ha convertido en un Derecho Penal de Enemigo que se ha caracterizado “por la tendencia 
–eficientista- hacia la asimilación del simple sindicado al condenado –el enemigo no existe 
al fin y al cabo, sino sólo como condenado-. Así, en tanto que los restos supérstites del 
garantismo penal liberal –en cuanto no aplicados- se han transformado en una ideología 
para el ocultamiento de una Política Criminal de enemigo (piénsese, por ejemplo, en el 
tipo penal hoy cada vez más inaplicable de la rebelión)” (Gómez Albarello & Orozco Abad, 
1997, pág. 112).  
Debe advertirse que la Fiscalía General de la Nación se ideó en el marco de una 
transformación mayor a la administración de justicia penal de corte inquisitivo a uno 
acusatorio, dada la falta de eficiencia que se le acusaba al primer modelo (Corporación 
Excelencia en la justicia, 2011). Sin embargo, en lo que respecta al derecho penal 
sustantivo, lo que hubo fue un tránsito de la excepcionalidad penal del estado de sito49 a 
su permanencia en el Ordenamiento Jurídico por medio del decreto 2266 de 1991, y que 
fuera declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-127 de 1993. 
Se buscaba entonces darle más eficiencia al procedimiento penal respecto del 
juzgamiento a comportamientos definidos al margen de la Asamblea Constituyente y 
criminalizados en el contexto de violencia que el país buscaba superar. Revisando el 
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 Sobre estos ejemplos Mauricio Martínez (1999b, pág. 42) analizó las sentencias T-561 de 1993, 
C-572 de 1997 y la C-851 de 1998 de la Corte Constitucional. 
49
 Decretos legislativos 3664 de 1986, 1198 de 1987, 1631 de 1987, 180 de 1988 o Estatuto para la 
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Salvamento de voto a la sentencia aludida, el entonces Magistrado Carlos Gaviria Díaz, 
señaló con mucho acierto y crítica: 
“12. Es casi un tic mental de nuestros legisladores emergentes y en ocasiones 
también de los ordinarios, que por desventura ha permeado y contagiado a una 
buena parte de la opinión nacional, el esgrimir como única respuesta a la 
proliferación del delito un régimen penal drástico, irrespetuoso a menudo de los 
principios y garantías de inspiración humanística que la Constitución consagra. Poca 
imaginación se advierte en la adopción de medidas de profilaxis social o de 
fortalecimiento cualitativo de los organismos de inteligencia que determinaran una 
disminución significativa del delito (las primeras) o una mayor eficacia en la 
aprehensión de los delincuentes -de los verdaderos delincuentes- y en la aplicación 
condigna de las penas existentes, que ya son suficientemente drásticas (las 
segundas), y en cambio son ya un estereotipo los decretos extraordinarios (o las 
leyes) que, a modo de reflejo condicionado, se producen cuando un nuevo y 
macabro hecho de violencia estremece al país. 
“Cuando tal cosa ocurre (y con cuánta frecuencia ocurre!) ya se puede predecir la 
reacción legislativa: se duplican las penas consagradas para esas conductas 
delictivas y se debilitan los mecanismos de defensa del sindicado, ingrediente 
esencial del debido proceso. Los verdaderos responsables, generalmente, 
continúan disfrutando de la libertad que les permite proseguir su acción torticera y, 
por tanto, el aumento de penas los deja indemnes, pero a trueque de esto se crean 
graves riesgos para quienes son menos diestros en eludir la acción de las 
autoridades policivas, muchas veces ciudadanos inocentes. 
“13. Nada que distorsione y desfigure más el sistema democrático y de derecho 
trazado en la Constitución, que un régimen penal laxo en las garantías al sindicado 
e implacable en la vindicta, rasgos inequívocos del derecho penal autoritario, 
congruente apenas con un sistema político del mismo cuño. 
“Es que cuando la atención se centra apenas en la defensa presunta de la sociedad, 
con olvido casi absoluto del posible sujeto de la pena, en nada difiere (por ese 
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aspecto), un sistema de instituciones liberales y democráticas de uno 
declaradamente totalitario.” 
El Gobierno de Ernesto Samper (1994-1998) fue el gobierno del Programa Presidencial 
para la Convivencia y la Seguridad Ciudadana que propendió declaradamente por cuatro 
estrategias: (i) el fortalecimiento y modernización de la función policial mediante el 
documento CONPES 2771 de 1995; (ii) una gestión descentralizada de la seguridad que 
se vio materializada con la legalización de grupos paramilitares bajo la figura de las 
Asociaciones Comunitarias de Vigilancia Rural, también conocidas como CONVIVIR, 
mediante el decreto 356 de 1994, y la entrega de amplios sectores del territorio a las 
fuerzas militares bajo la figura de las zonas especiales de orden público, mediante el 
decreto 717 de 1996; (iii) una actualización normativa y el fortalecimiento a la justicia; y 
(iv) el desarrollo social para la seguridad ciudadana mediante el documento CONPES 
2951 de 1997 que autoriza a la nación para contratar un crédito externo para financiar el 
proyecto “Apoyo a la convivencia y seguridad ciudadana” y otorgar su garantía. 
De acuerdo con Mauricio Martínez (1999b, pág. 46) durante este periodo presidencial se 
instrumentalizó el discurso de la seguridad ciudadana y de la impunidad para enfrentar la 
crisis institucional como salida desesperada en relación a las acusaciones respecto de la 
forma cómo la campaña presidencial había sido financiada por el Cartel de Cali. Fue 
efectivamente un viraje a la derecha el del entonces Presidente Samper que recrudeció la 
persecución de los delitos de la calle para ocultar (o distraer la atención de) la criminalidad 
de la clase dirigente (de la sociedad civil de alcoba). Según Martínez (1999b) las 
campañas en el marco del programa presidencial Justicia para la gente de 1995 fueron el 
sacrificio del derecho penal democrático y liberal: “el primer decreto del Gobierno Samper, 
con el cual se declaró el estado de conmoción en todo el territorio nacional, el número 
1370 del 16 de agosto de 1995, se justificó invocando a la „seguridad ciudadana‟ como 
nuevo y metafísico bien jurídico, y las medidas que le sobrevinieron, en sus enunciados, 
iban dirigidos a „restablecerla‟.” (pág. 47).  
En el marco de este estado de excepción, se decretaron dos medidas penales punitivas: 
(i) el decreto legislativo 1371 de 1995 que creó nuevos delitos, aumentó las penas 
privativas de la libertad y endureció el procedimiento penal; y (ii) el decreto legislativo 
1410 de 1995 que creó las contravenciones especiales, es decir aquellos fenómenos que 
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conocía el derecho de policía, principalmente el porte de armas y afectaciones menores 
contra la propiedad, que el Gobierno consideró que debía tratar como delitos pues 
amenazaban la seguridad ciudadana (Iturralde, 2010, pág. 160). Sin embargo, el decreto 
1370 de 1995 fue declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-
466 de 1995, dado que el argumento fundamental sobre el cual se edificaba la 
declaratoria de conmoción carecía de excepcionalidad: el incremento de la delincuencia 
obedecía a una tendencia estructural que no a un inusitado alzamiento. 
No obstante, el Gobierno resolvió acudir al Congreso para volver permanente la 
legislación de excepción que se caía con la declaratoria de inexequibilidad del estado de 
Conmoción Interior pues, según el Ministerio de Justicia, cerca de 3.500 personas 
peligrosas tendrían que quedar en libertad. En consecuencia, se creó la ley 228 de 1995 
que volvía permanente el régimen de contravenciones especiales (Iturralde, 2010), con la 
cual éstas pasaron a competencia de los juzgados promiscuos y municipales empeorando 
su carga laboral (Martínez, 1999b). 
Finalizando el año, acudiendo a los mismos motivos del repunte en la criminalidad y 
añadiendo el homicidio del líder conservador Álvaro Gómez Hurtado como consecuencia 
de este repunte, el Gobierno de Samper decreta nuevamente el estado de Conmoción 
Interior, al que la Corte Constitucional termina por avalar en un acto de generosidad con el 
Gobierno, dada la crisis de gobernabilidad que rodeaba al país (Gómez Albarello & 
Orozco Abad, 1997).50 En el marco del decreto 1900 de 1995 se establecieron fuertes 
medidas político criminales: creación de nuevos delitos; la exclusión de beneficios penales 
y penitenciarios como la libertad condicional o la reducción de penas; fortalecimiento del 
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 Gómez y Orozco (1997, pág. 367) recuerdan otros ejemplos en los que acontecimientos 
concretos impulsaron legislaciones penales de emergencia: “el asesinato en 1987 de activista de 
Derechos Humanos Héctor Abad Gómez fue el motivo invocado para la creación de la jurisdicción 
de orden público; la fuga de Jorge Luis Ochoa el mismo año, en gracia de un uso amañado del 
recurso de Habeas Corpus, dio lugar a una rígida restricción de esta garantía de la libertad; el 
asesinato del a la sazón (sic) Procurador General de la Nación, Carlos Mauro Hoyos, en 1988, fue 
alegada por el Gobierno para expedir un severo estatuto antiterrorista con el cual se confundió el 
tratamiento del terrorismo, la rebelión política y la protesta social en una misma serie de tipos 
penales; el asesinato del precandidato liberal a la presidencia, Luis Carlos Galán, en 1989, sirvió 
para que se le atribuyera a los militares el cumplimiento de tareas de Policía Judicial como la 
realización de allanamientos.”  
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sistema de recompensas; autorización de capturas, allanamientos y registros sin orden 
judicial; el aseguramiento de la reserva de la identidad del denunciante; y la consolidación 
de las Zonas especiales de orden público (decreto 717 de 1996) que entregaban 
exagerados poderes a las fuerzas militares en varias regiones del país, especialmente 
aquellas de ocupación guerrillera, y en las que se ejerció poder judicial de facto en contra 
de la población civil, configurándose así la guerra punitiva de la presunción de 
culpabilidad (Gómez Albarello & Orozco Abad, 1997, págs. 184-189). 
Este estado de Conmoción Interior se prolongó en dos ocasiones, mediante los decretos 
legislativos 208 y 777 de 1996. Fue un año de excepcionalidad en el país que se 
caracterizó por un encarcelamiento masivo de personas y la tolerancia a las violaciones 
de derechos humanos y del derecho internacional humanitario en amplios sectores del 
territorio nacional, principalmente en Antioquía, departamento en el que se operaron más 
de 80 CONVIVIR impulsadas por el Gobernador de entonces y posterior Presidente, 
Álvaro Uribe Vélez (Leal Buitrago, 2006). 
El 10 de septiembre de 1996 sesionó por primera vez el Consejo Superior de Política 
Criminal y Penitenciaria, creado por el decreto legislativo 2062 de 1995 como un 
organismo asesor a la Presidencia de la República y como espacio de coordinación de las 
entidades del Estado comprometidas en distintos grados con la política criminal: el 
Ministerio de Justicia, la Fiscalía General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la 
Procuraduría General de la Nación, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el 
Instituto Penitenciario y Carcelario –INPEC, el Consejo Superior de la Judicatura, la 
Policía Nacional, dos congresistas de la Comisión Primera del Senado y la Cámara de 
Representantes y algunos otros que con intermitencia han estado como miembros o como 
invitados. 
De acuerdo con la Comisión Asesora (2012, pág. 47), pese a que fue una idea acertada, 
el diseño y desarrollo del Consejo no fue el más apropiado, pues a criterio de ésta nació 
con los siguientes problemas, que no han sido atendidos en sus modificaciones 
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posteriores51: (i) no tiene un horizonte u objetivo qué perseguir; (ii) no ha contado con un 
cuerpo técnico propio que lleve a cabo los productos que se solicitan; y (iii) los pocos 
productos que se han propuesto carecen de permanencia en el tiempo lo que afecta una 
trazabilidad de metas al interior de éste.52  
Sin embargo, como resalta Manuel Iturralde (2010), esta sesión inaugural del Consejo no 
fue fortuita. En efecto, allí se discutió cuál iba a ser el futuro de la Justicia Regional53 dado 
que se aproximaba su fecha de expiración legal54 y debía resolverse su permanencia. 
Según el autor, el Consejo Superior de Política Criminal “llegó a un acuerdo básico: el 
Sistema Penal de excepción no podía desaparecer, pero tendría que reformarse para 
estar en mejor posición a la hora de proteger los derechos humanos y las garantías de 
aquellos procesados” (pág. 197). 
                                               
 
51
 El Consejo Superior fue modificado mediante los decretos legislativos 2348 de 1998, 1980 de 
1999, 2490 de 2002, 200 de 2003 y ley 888 de 2004. Actualmente, la reforma a la ley 65 de 1993 
(código penitenciario y carcelario) pretende nuevas modificaciones. 
52
 De acuerdo con la Comisión Asesora (2012, págs. 102-103) el Consejo Superior de Política 
Criminal “debe ser el rector de la política criminal y coordinador del Sistema Penal. Debe ser la 
máxima autoridad encargada de la gestión de los asuntos públicos de la política criminal y se 
desempeñará como organismo asesor del Gobierno Nacional y del Estado (…) debe entonces ser 
la instancia responsable de la planeación estratégica y dirección de la política criminal así como del 
monitoreo y evaluación del funcionamiento de la justicia penal. Además deberá adelantar tareas en 
relación con la prevención del crimen, -es decir, el desarrollo y promoción de estrategias para la 
prevención, monitoreo y evaluación de los programas nacionales-, y adelantar acciones de 
cooperación internacional en la lucha contra la criminalidad. Por otro lado, también deberá tener 
funciones respecto del diseño de estrategias para el correcto funcionamiento de la justicia penal y 
la implementación de la política penitenciaria así como la post-penitenciaria, como también la 
preparación de legislación para la modernización de la justicia penal e implementación de las 
penas.” 
53
 Esta administración de justicia inició con la ley 2 de 1984 bajo el gobierno de Belisario 
Betancourt como una estrategia para desarticular a la criminalidad organizada (guerrilla y mafias 
narcotraficantes, principalmente) y conocía de una amplia gama de delitos incluyendo los políticos 
(rebelión, asonada y sedición). Mediante los decretos 1806 de 1985, 466 y 1631 de 1987, se 
crearon los jueces de orden público y su competencia. El decreto legislativo 474 de 1988 fue un 
intento por organizar la jurisdicción de orden público creándose el Tribunal de Orden Público. 
Posteriormente, mediante los decretos 2790 de 1990 y 099 de 1991 se intentó nuevamente 
reorganizar esta jurisdicción y se ordenó que los jueces, fiscales y testigos que conocieran de 
delitos asociados al terrorismo y al narcotráfico guardaran su identidad, por lo que también fuera 
conocida como “justicia sin rostro”. 
54
 La ley 270 de 1996 (ley Estatutaria de la administración de justicia) señaló que este Sistema 
Penal de excepción iba hasta el 30 de junio de 1999 (art. 205). 
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Dado el escándalo del Proceso 8000, las relaciones bilaterales con Estados Unidos y 
Colombia estaban en su peor momento. Entre 1996 y 1997 las discusiones entre ambos 
gobiernos (Clinton y Samper) giraban en torno al recrudecimiento de las medidas penales 
para enfrentar el narcotráfico en el país, así como la reforma a la Constitución Política 
para que nacionales colombianos puedan ser extraditados, como una muestra de que el 
Gobierno estaba del lado de la lucha contra las drogas. El acto legislativo 01 de 1997 
accedió a la prerrogativa norteamericana y Colombia reinstauró la extradición, y mediante 
la ley 365 de 1997 se hizo permanente el aumento de penas para delitos que eran 
cometidos por organizaciones criminales: secuestro, extorsión, concierto para delinquir, 
porte de estupefacientes, etc.  (Iturralde, 2010, págs. 171-172). 
Evidentemente este eficientismo penal e ideología de la defensa social con la que se 
decretó y legisló, repercutió en el deficitario sistema penitenciario colombiano. El 28 de 
abril de 1998, la Corte Constitucional declaró que había un estado de cosas 
inconstitucional en los establecimientos carcelarios y penitenciarios del país. De acuerdo 
con el Comité de Derechos Humanos de la Cárcel Nacional Modelo de Bogotá, para los 
internos las causas del hacinamiento obedecen a que: 
“1) Los jueces de ejecución de penas tienden a negar la libertad condicional por „el 
aspecto subjetivo‟, a pesar de que „esos jueces no vienen a la Cárcel, no conocen al 
preso, no conocen su perfil‟. 2) Aproximadamente el 30% de los penados se 
encuentra en la cárcel por causa de la Ley 30 de 1986. Además, los procesos ante 
la justicia regional no avanzan y son arbitrarios. 3) La Ley 228 de 1995, que dispuso 
que algunas contravenciones asumían la categoría de delitos. 4) No se conceden 
los beneficios administrativos, tales como los permisos de 72 horas. Los permisos  
no operan por negligencia de los asesores jurídicos. Además, afirman que no hay 
defensores públicos suficientes o que, si los hay, no realizan un seguimiento de los 
procesos. Sostienen que tampoco se cumple con la norma del Código de 
Procedimiento Penal que establece que la cartilla y el cómputo de días de trabajo 
deben ser actualizados permanentemente.” (T-153 de 1998, Corte Constitucional). 
Estos puntos no sólo fueron confirmados por la Corte, sino que ésta destacó 
particularmente que pese a que es un problema bastante serio que pervierte a cualquier 
régimen político de Estado de Derecho, éste no ocupa un punto en la agenda política y el 
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Estado no ha mostrado ninguna diligencia para cambiar la situación, por el contrario, la 
agrava mediante la legislación penal de emergencia. Para la Corte esto se potencia dada 
la poca capacidad de incidencia de la población reclusa en la formulación de políticas 
públicas (política criminal), puesto que para el resto social, las personas privadas 
legalmente (e ilegalmente) de la libertad son vistas como marginadas. En estas 
condiciones de extrañamiento de los presos, éstos no constituyen ningún grupo de 
presión (población civil de la calle) y en consecuencia su voz no llega a ser oída. “Por eso, 
sus demandas y dolencias se pierden entre el conjunto de necesidades que agobian las 
sociedades subdesarrolladas, como la colombiana.” (T-153 de 1998, Corte 
Constitucional).  
Sin embargo, y tal como pronosticó la misma sentencia, la situación en la actualidad es 
peor, como queda claro en la gráfica 155, entre otras cosas por el hecho de que la 
legislación penal de excepción que se hace permanente continuó como práctica política 
durante cada presidencia, y estrategias particulares como la de capturas masivas que se 
impulsó durante el Gobierno Uribe, congestionaron más al sistema penitenciario (Iturralde, 
2010, pág. 258). 
El Gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002) fue el gobierno de la Estrategia Nacional 
para la Convivencia y la Seguridad Ciudadana, de las fallidas negociaciones de paz con 
las FARC-EP, del Plan Colombia y de las principales reformas a la administración de 
justicia penal de excepción. 
Sobre la Estrategia Nacional vale decir que ésta propuso siete programas: (i) la política 
del buen ciudadano, concentrada en la promoción del cumplimiento del Código de Policía; 
(ii) un sistema nacional de información que funcionaría a modo de observatorio del delito; 
(iii) el programa Policía para la convivencia; (iv) el programa Por un país sin secuestro a 
cargo del Ministerio de Justicia; (v) el programa El ciudadano y la justicia con el cual se 
buscó impulsar mecanismos alternativos de solución de los conflictos mediante Casas de 
justicia; (vi) fortalecimiento de la seguridad privada mediante la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad, con la intensión de combatir la delincuencia común; y (vii) el 
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programa Respeto a la vida con el que se pretendió disminuir los índices de homicidio 
(Presidencia de la República de Colombia, 2001). 
Respecto a las negociaciones de paz y el Plan Colombia, vistos desde la política criminal 
del país, éstos encuentran relación con la política de lucha contra las drogas, contra el 
terrorismo y el tema de la extradición (Iturralde, 2010). De la exposición de Francisco Leal 
(2006, págs. 217-225) se puede colegir que el Plan Colombia fue más que un flujo 
importante de dinero (deuda externa) con el que el Gobierno colombiano sofisticó su 
estrategia de guerra (tanto en el plano militar como en el judicial). Éste significó la pérdida 
de soberanía respecto a cómo enfrentar el narcotráfico en el país y qué tipo de desarrollo 
es el que verdaderamente necesitábamos; lo que correlativamente implicó (v.gr.) la 
afectación del modus vivendi del campesinado cocalero que no tenía alternativa real por 
cambiar su producción (dada la crisis económica), así como un daño ecológico y 
ambiental irreversible por causa de las erradicaciones de cultivos por fumigación área de 
químicos. La guerra ideológica y el grado de polarización social llevaron a considerar 
muchas movilizaciones sociales que denunciaron estos resultados del Plan, como 
portavoces del narcotráfico o la subversión. 
Como señaló Manuel Iturralde (2010, pág. 192), el Plan Colombia concedió recursos para 
la puesta en marcha de un Sistema Penal acusatorio y oral, que se presentaba más 
eficiente para la disminución de la impunidad. El punto es que la forma como el fenómeno 
de la violencia era abordado por el Plan (realmente: por Estados Unidos, el FMI y el BM), 
reflejaba la hipótesis neoliberal según la cual, a pesar de que Colombia era un Estado 
democrático y con una economía liberalizada, el problema de su estancamiento en el 
desarrollo no se explica de otra manera si no es por la corrupción y la violencia 
generalizada; dejando de lado el hecho de que esta violencia encuentra raíces sociales y 
políticas. Bajo esta lógica, la lucha contra la delincuencia (en sentido amplio), dado el afán 
para que el país se desarrolle, requiere de la permanencia de las medidas eficientes 
legisladas en excepcionalidad.  
En el marco de estas presiones al sistema político y judicial colombiano, el Consejo 
Superior de Política Criminal había venido trabajando en el ajuste de la Justicia Regional 
dentro del marco constitucional del 91, dado que allí se estaban sacrificando los principios 
más básicos del derecho penal liberal a los procesados. Este ajuste fue presentado al 
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Congreso, quien modificó algunos aspectos de la propuesta (que en sí ya era moderada), 
y se crearon los Jueces Penales Especializados como una suerte de juzgados que iban 
(continuarían) conociendo de los delitos seleccionados como “más graves”, pero con 
diferencias sustanciales respecto a la publicidad del proceso: v.gr. ya no habrán jueces 
sin rostro y la reserva de identidad de los fiscales y testigos sería excepcional (Iturralde, 
2010, pág. 201). 
La adopción de estas medidas mediante la ley 504 de 1999 fue objeto de revisión de 
constitucionalidad por la Corte quien, mediante sentencia C-392 de 2000, resolvió que 
algunas medidas no se ajustaban con los derechos fundamentales de los procesados: 
v.gr. en un régimen de normalidad no puede permitirse ni que haya un ente acusador sin 
rostro, como tampoco testigos sin rostro que se quieran valer hacer en un juicio, ni que se 
tenga detenida preventivamente una persona cuando ya no pesa ninguna investigación 
sobre ésta. No obstante, en una posición algo contradictoria, la Corte resultó validando 
algunas medidas penales y eficientistas de excepción, como por ejemplo la negativa de 
libertad condicional para condenados por los delitos de competencia de la Jurisdicción 
Especializada (Iturralde, 2010, pág. 207). 
Tal como nos relata Manuel Iturralde (2010, págs. 209-211), en 1999 el entonces Fiscal 
General (hoy Ministro de Justicia y del Derecho), Alfonso Gómez Méndez, había tomado 
iniciativa por una reforma al sistema de justicia penal en el marco de una propuesta para 
diseñar una política criminal de largo plazo y coherente en sí misma, con la Constitución 
del 91 y los tratados internacionales en derechos humanos y derecho internacional 
humanitario, de lo que arrojó como resultado la expedición en el Congreso del Código 
penal (ley 599 de 2000) y del Código de procedimiento penal (ley 600 de 2000). No 
obstante, el Código penal fue reformado apenas a seis meses de haber entrado en 
vigencia, mediante la ley 733 de 2002, con la que el Gobierno nuevamente endureció las 
penas para los delitos de la Jurisdicción Especializada y eliminó todos los beneficios 
penales asociados a la ejecución de la pena, truncando el proyecto que se había 
propuesto el entonces Fiscal. En este mismo año, el Presidente Pastrana y el nuevo 
Fiscal General, Luis C. Osorio, con la ayuda económica del Plan Colombia, presentaron al 
Congreso una reforma a la Constitución para introducir un Sistema Penal acusatorio de 
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raigambre estadounidense: la oralidad procesal y la justicia negociada eran las grandes 
innovaciones para la eficiencia del Sistema Penal. 
El fracaso de las negociaciones de paz significó una nueva etapa en el conflicto armado 
colombiano. No sólo las tensiones sociales se polarizaron más, sino que esto fue 
aprovechado por el candidato presidencial, disidente del liberalismo, Álvaro Uribe Vélez, 
quien llegó a la Presidencia bajo la promesa de derrotar militarmente al terrorismo, 
usando esa nueva gramática de la guerra internacional que se forjó luego del ataque del 
11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos, y que le sirvió para validar casi todas sus 
medidas punitivas en contra de la población civil. 
La presidencia de Uribe Vélez (2002-2010) fue el gobierno de la reelección de la 
Seguridad democrática; la negación de que en Colombia hubiese un conflicto armado 
interno que obedece a causas económicas y sociales en el país, sino una lucha radical del 
Estado contra el narcoterrorismo, al punto que en 2005 propusiera la eliminación de los 
delitos políticos del Código Penal; el modelo de justicia transicional con el que se 
desmovilizó un sector minoritario del paramilitarismo; y del Sistema Penal Acusatorio.  
Esta concepción neoliberal de la seguridad parte de reconocer que la misma (en su 
vertiente más relacionada con el orden público) es una precondición para que el país sea 
del interés de la inversión privada extranjera, en el marco de un modelo de desarrollo 
globalizado, y así pueda desarrollarse económicamente, derivándose en consecuencia el 
anhelado bienestar social (Iturralde, 2010). No obstante, el mundo real no sigue estas 
ideas necesariamente, y por el contrario, éstas encierran un proyecto de dominación en el 
que se radicaliza el maniqueísmo amigo/enemigo en contra de la oposición política del 
Gobierno o en contra de los intereses de sus aliados estratégicos, como las 
multinacionales extractivas.  
Al igual que todos los Gobiernos Nacionales, el de Uribe también se valió de la 
declaratoria del estado de Conmoción Interior (decreto legislativo 1837 de 2002, 
prolongado dos veces hasta 2003) para recrudecer su discurso de seguridad e impulsar 
medidas penales de excepción y el denominado Estatuto Antiterrorista.  
Según Manuel Iturralde (2010) fueron dos medidas que se decretaron en excepción en 
materia de criminalidad: (i) el decreto 2001 de 2002 con el que se reformaron nuevamente 
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las competencias de la Justicia Especializada; y (ii) el Decreto 2002 de 2002 con el que 
las fuerzas de seguridad del Estado (Fuerzas militares, Departamento Administrativo de 
Seguridad –DAS, Policía Nacional, Fiscalías seccionales) quedaban autorizadas para 
llevar a cabo arrestos masivos sin orden judicial y sin tener que presentarlos ante un juez 
inmediatamente, en aquellas zonas de rehabilitación y consolidación (similares a las 
zonas especiales de orden público del Gobierno Samper) seleccionadas en aquellos 
lugares del país donde habían importantes proyectos extractivos de multinacionales. 
El Estatuto Antiterrorista fue aprobado por el Congreso en diciembre de 2003, cambiando 
la Constitución del 91 mediante el Acto Legislativo 02 de 2003, con el que se elevó a 
rango constitucional las medidas penales excepcionales que otrora habían sido 
decretadas y legisladas por los Gobiernos que le han precedido. Como señala Iturralde 
(2010, pág. 260): “En términos simples, el Estatuto Antiterrorista extendía a todos los 
ciudadanos del país los controles excepcionales que se aprobaron mediante decretos 
legislativos para aquellas áreas afectadas por la violencia y el desorden público. La 
mayoría del territorio colombiano podía convertirse en una „zona de rehabilitación y 
consolidación‟ si el Gobierno lo consideraba necesario, y sin que hubiera control 
constitucional sobre esa decisión.” Sin embargo, ocho meses después y luego de 
bastantes abusos registrados en contra de población civil56, el 30 de agosto de 2004 la 
Corte Constitucional declaró que este Estatuto había infringido reglas constitucionales 
para su aprobación, y resolvió sentenciar su inexequibilidad mediante la C-816 de 2004. 
El 7 de julio de 2004 se reformó nuevamente el Código Penal mediante la Ley 890 de 
2004, con la cual se crearon nuevos delitos relacionados con la administración de justicia, 
se creó como requisito el haber reparado a la víctima y el pago de la multa para la 
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 El 28 de febrero de 2005, la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia presentó su informe en los que 
se relacionan varios abusos de las autoridades judiciales y de la fuerza pública en contra de civiles, 
especialmente aquellos que residían en las zonas de rehabilitación y consolidación que el 
Gobierno había elegido. Según este informe, se generalizó una práctica de capturas masivas sin 
orden judicial (solamente el 17% de 259.400 capturas a octubre de 2010 contaban con ésta) y 
capturas selectivas en contra de líderes sociales (campesinos, indígenas, sindicalistas), algunos de 
los cuales eran desaparecidos forzadamente, o en ocasiones eran presentados como subversivos 
y tiempo después eran asesinados por grupos paramilitares, pese al cese de hostilidades al que se 
habían comprometido en 2003 las Autodefensas Unidas de Colombia –AUC. 
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conceder la libertad condicional respecto de todos los delitos y se elevó las penas 
mínimas y máximas de todos los delitos, en la tercera parte y en la mitad 
respectivamente. 
El 31 de agosto de 2004, el Congreso aprobó un nuevo Código de procedimiento penal 
(Ley 906 de 2004), dado que en 2002 ya se había aprobado el Acto Legislativo 03 de 
2002 (del Gobierno Pastrana) con el que se reformó la Constitución –una vez más- para 
introducir el Sistema Penal acusatorio. Dado que el contexto político y social estaba 
mucho más polarizado que cuando se presentó el Acto Legislativo, esto influyó en que se 
formulara un Código mucho más restrictivo de la libertad personal, agravándose tras sus 
modificaciones más importantes mediante las leyes 1142 de 2007 y 1453 de 2011 (Vélez 
Osorio, 2012). 
Éste Código fue elaborado por una Comisión redactora conformada por el Fiscal General, 
el entonces Ministro del Interior  y de Justicia, el presidente del Consejo Superior de la 
Judicatura, el presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el Procurador 
General, el Defensor del Pueblo, seis Congresistas y tres académicos elegidos por el 
Gobierno y el Fiscal General57 (art. 4 transitorio, Acto Legislativo 03 de 2002).  
El resultado de este Código es en esencia el proceso que hoy se conoce: la división de 
las funciones investigativas de las de juicio, de acuerdo con el principio de justicia rogada; 
la implementación de la oralidad en las etapas procesales para asegurar celeridad y 
eficiencia; elementos de justicia negociada como el principio de oportunidad58 o la 
posibilidad de que los procesados puedan hacer preacuerdos con la fiscalía; y 
obligaciones respecto a la reparación a la víctima (Corporación Excelencia en la justicia, 
2011). 
Otro de los aspectos importantes en materia político criminal de este periodo presidencial 
fue la ley 975 de 2005, con la que se creó la Jurisdicción de Justicia y Paz para llevar a 
juicio a los miembros de grupos armados ilegales que han sido acusados como criminales 
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 Estos personajes fueron: (i) Adolfo Salamanca, ex vice fiscal; (ii) Eduardo Cifuentes, ex Defensor 
del Pueblo; y (iii) Jaime Granados, reconocido penalista y hoy defensor del ex presidente Álvaro 
Uribe, quien en su momento lo nombró en este cargo. 
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 Posteriormente ampliado mediante la ley 1312 de 2009. 
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de guerra y lesa humanidad. Sin embargo, tal como expone Iturralde (2010, pág. 284) 
esta ley “puede considerarse como otro ejemplo del Sistema Penal de excepción (…), 
pero con un cambio importante: la finalidad de la ley no era endurecer los procedimientos 
y castigos de aquellos que estaban bajo su jurisdicción. Al contrario, estaba pensada para 
concederles un trato privilegiado en cuanto a procedimientos y penas de prisión. Por 
consiguiente, puede decirse que la Ley de Justicia y Paz es la imagen invertida de las 
formas del Sistema Penal de excepción.”  
Sobre esta jurisdicción la Corte Constitucional también jugó un papel importante en su 
configuración, puesto que la ley era laxa frente a los derechos de las víctimas a recibir 
verdad, justicia, reparación, así como garantías de no repetición. En consecuencia, la 
Corte los calificó como “inalienables”, generando una correlativa obligación a quienes se 
postularan a este proceso de satisfacer estos derechos como requisito para ser 
beneficiados con la pena alternativa (hasta ocho años de pena privativa de la libertad) o 
de lo contrario, resultar excluidos y tener que enfrentar la justicia ordinaria. Bajo estas 
observaciones, la Corte Constitucional, mediante sentencia C-370 de 2006, resolvió que 
la ley de justicia y paz se adecuaba a la Carta del 91. 
Pese a que el 01 de julio de 2007 debía desaparecer la Jurisdicción Especializada, ésta 
resultó ratificándose como una medida permanente, tanto en el Código Penal como en el 
nuevo Código de Procedimiento Penal, los cuales definieron nuevas competencias para 
este régimen que surgió de coyunturas de excepción. Adicionalmente, la Ley 985 de 2005 
agregó el delito de trata de personas dentro de los de su competencia. Y la Ley 1285 de 
2009, con la que se modificó la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 
de 1996), incluyó definitivamente a la Jurisdicción Especializada dentro de los órganos 
que integran la Jurisdicción Ordinaria (art. 11). Hasta el día de hoy no ha vuelto a haber 
debate sobre esta figura pese a que sus antecedentes se remontan hasta la denominada 
Jurisdicción de Orden Público. 
El 31 de julio de 2007, el Congreso expidió la ley 1153 de 2007 que creaba la Jurisdicción 
de Pequeñas Causas. Se trataba de un proceso ambiguo (entre penal y administrativo) al 
que iban a ser conducidos los procesos de los delitos querellables según el Código Penal. 
El argumento sobre el que se sostenía esta ley era básicamente que el nivel de 
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congestión del Sistema Penal Acusatorio requería de un sistema procesal adicional y 
mucho más expedito que conociera de los delitos de menor lesividad, para que el 
acusatorio pudiera dedicarse a los más graves. No obstante, la Corte Constitucional, 
mediante la sentencia C-879 de 2008 declaró que esta naciente jurisdicción era 
inexequible, al menos, por los siguientes dos motivos: (i) los delitos seleccionados, pese a 
ser de menor relevancia y pasar a ser nombrados “contravenciones”, recibirían castigo 
penal en cualquier caso; y (ii) no tiene cabida en el Estado Social de Derecho que la 
Policía Nacional desplace en la investigación penal a la Fiscalía, pues aquella a diferencia 
de ésta, integra al Poder Ejecutivo y en consecuencia se afectaría la balanza del Poder 
Público. 
Se esperaba que al 1 de enero de 2008 el Sistema acusatorio ya se hubiese 
implementado en todo el país (art. 530, Código Procedimiento Penal); no obstante, el 
Gobierno requirió reformarlo antes para relajar algunas garantías de los procesados59 y 
endurecer más las penas de todos los delitos con el interés de ampliar el grupo de éstos a 
los que la fiscalía podía pedir medida de aseguramiento preventiva, principalmente 
aquellos delitos que se cometían en las ciudades. Bajo esta idea el Congreso expidió la 
Ley 1142 de 2007 (Vélez Osorio, 2012), la que también fue objeto de revisión por parte de 
la Corte Constitucional60.61 
                                               
 
59
 Algunas de estas reformas son: el termino de 36 horas posteriores a la captura era para solicitar 
la legalidad de ésta que no de presentar al justiciable ante el juez; no era necesaria la 
comparecencia del capturado si había un defensor (público o de confianza); se flexibiliza el 
procedimiento de solicitud de orden de captura y ésta podía solicitarse por “motivos 
razonablemente fundados”; volvía al Ordenamiento Jurídico la captura excepcional a cargo de un 
fiscal; se ampliaron los presupuestos para la detención preventiva; entre otros. Ver Vélez Osorio, 
2012. 
60
 La Corte Constitucional se pronunció sobre la inexequibilidad, exequibilidad y exequibilidad 
condicionada de varios artículos mediante las sentencias C-163 de 2008, C-185 de 2008, C-186 de 
2008, C-226 de 2008, C-318 de 2008, C-425 de 2008, C-536 de 2008, C-805 de 2008, C-904 de 
2008, C-1198 de 2008, C-029 de 2009, C-131 de 2009, C-489 de 2009, C-334 de 2010, C-301 de 
2011, C-128 de 2011, y C-910 de 2012. 
61
 Otras disposiciones normativas que reformaron al Sistema Penal en el periodo presidencial de 
Uribe Vélez fueron: la ley 937 de 2004 que otorgó competencia a los jueces municipales y de 
circuito a decretar la extinción de la sanción penal por prescripción; la ley 1098 de 2006 que crea el 
Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes y supone un tránsito del paradigma tutelar al 
de la protección integral respecto a los adolescentes en conflicto con la ley penal (Observatorio del 
Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, 2010), la ley 1121 de 2006 que quitó la 
posibilidad de beneficio alguno (incluyendo el principio de oportunidad y de redención de pena) 
para los delitos asociados con graves violaciones al DIH, con el terrorismo y el narcotráfico; la ley 
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El Gobierno de Juan Manuel Santos Calderón (2010-2014) es el presente desde el que 
escribo. Aun cuando no ha culminado su periodo presidencial, es menester señalar que 
se han impulsado reformas al Sistema Penal importantes en el marco del Estatuto de 
Seguridad Ciudadana (Ley 1453 de 2012) con el que se legislaron modificaciones al 
Código Penal (creando nuevos delitos, modificando los supuestos fácticos de ciertos 
tipos, ampliando las penas), Código de Procedimiento Penal (ampliando los términos de la 
investigación, habilitando para que allanamientos puedan realizarse en horas de la noche, 
ampliando los términos de los seguimientos a personas y las interceptaciones a las 
comunicaciones, eliminando la posibilidad de que ciertos comportamientos tengan 
subrogados penales, endureciendo los requisitos para la vigilancia electrónica), Código de 
Infancia y Adolescencia (reformando el Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes) y se crearon medidas especiales para la extinción de dominio y la 
seguridad ciudadana.  
Hoy se tiene conocimiento de algunas  medidas que pretenden dar estabilidad a la política 
criminal oficial del país62, entre las que vale destacar: la expedición de un documento 
CONPES en materia de política criminal de iniciativa del Consejo Superior de Política 
Criminal, así como uno en materia de política penitenciaria específicamente; y la reforma 
(tímida y polémica) al Código Penitenciario y Carcelario (Proyecto de Ley 256 de Senado).  
Como se pudo apreciar, en lo que va corrido del siglo han sido presentadas 49 reformas 
al Código Penal, de las que el 85% (42) han sido exequibles. Los años en los que más se 
han presentado éstas fueron en 2002, 2006, 2008 y 2009, superando cinco reformas por 
año; periodo que coincide con el Gobierno de Uribe Vélez (gráfica 263). De ahí que 
Iturralde (2010, pág. 302) haya calificado este periodo como el ascenso del liberalismo 
                                                                                                                                               
 
1257 de 2008 que creó derechos para las mujeres víctimas de delitos; y la ley 1273 de 2009 que 
creó el bien jurídico tutelado de la protección de la información y de los datos 
62
 Durante el periodo de noviembre de 2012 a agosto de 2013, ejercí el cargo de asesor de la 
Dirección de Política Criminal y Penitenciaria del Ministerio de Justicia y del Derecho, lo que me 
permitió conocer en detalle muchas de las medidas que se vienen gestionando por parte de esta 
Cartera, pero sobre las que no puedo detallar dado el compromiso de confidencialidad al que tuve 
que suscribirme. 
63
 Infra. Pág. 54. 
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autoritario, tanto en el ámbito político y económico, como en el campo del control del 





Gráfica 2-1: Población penitenciaria y hacinamiento 1993-2012. 
 
Fuente. Elaboración propia con datos del Ministerio de Justicia y del Derecho (2013). 
 
1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012
POBLACIÓN 29114 29343 33258 39676 42028 44398 45064 51518 49320 52936 62277 68020 66829 60021 63603 69979 75992 84444 100451 113890
CAPACIDAD 27810 26709 27822 28332 32859 33119 33606 37986 42575 45667 48291 49722 49821 52414 52555 54777 55042 67965 75620 75726
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Gráfica 2-2: Reformas al Código penal 2000-2011. 
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Ilustración 2-1: La política criminal oficial colombiana. 
 
EXPERIENCIAS DE LOS 
ESTADOS DE 
EXECPCIONALIDAD  
•  Treinta años en estado de 
sitio. 
•Conflicto armado interno 
•Justicia Regional o sin rostro. 
•Militares juzgando civiles. 
•Derecho penal de enemigo. 
•Ideología de la defensa 
social. 
•Lucha contra las drogas. 
SAMPER 
•Zonas Especiales de Orden 
Público. 
•Justicia para la gente. 
•Contravenciones especiales. 
•CONVIVIR. 
•Consejo Superior de Política 
Criminal. 
•Estado de cosas 





•Código penal (Ley 599 de 
2000). 
•Código de Procedimiento 
Penal (ley 600 de 2000). 
•Ataques del 11 de 
septiembre de 2001. 
(EE.UU.) 
•Ley 733 de 2002. 
URIBE (I y II) 
•Seguridad Democrática. 
•Estatuto Antiterrorista. 
•Zonas de rehabilitación y 
consolidación. 
•Ley 890 de 2004. 
•Sistema Penal Acusatorio 
(ley 906 de 2004). 
•Justicia y Paz. 
•Ley 1285 de 2009. 
•Jurisdicción de pequeñas 
causas. 
•Ley 1142 de 2007. 
SANTOS 
•Seguridad para la 
Prosperidad. 
•Estatuto de Seguridad 
Ciudadana (ley 1453 de 
2011). 
•Tasa de sobrepoblación 
carcelaria por encima del 
50% global. 
•... 
CINCUENTA AÑOS DE 
LEGISLACIÓN PENAL DE 
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2.2 La política de seguridad ciudadana de Bogotá, 1995-
2012 
Como se vio en el capítulo anterior, la seguridad ciudadana ha reemplazado como 
doctrina en la formulación de políticas en seguridad a la de seguridad nacional a lo largo 
de América Latina durante los últimos veinte años (Leal Buitrago, 2006). No obstante, en 
virtud del conflicto armado interno en Colombia, el abandono de la Doctrina de la 
Seguridad Nacional no fue completo (Orozco Abad, 1995). En efecto, concluyendo la 
década de los ochenta e iniciando los noventa arranca una paulatina urbanización del 
conflicto armado caracterizada por la confluencia de las violencias políticas (incluyendo el 
terrorismo de Estado), las del narcotráfico y la delincuencia común, afectando las 
principales ciudades de Colombia (Rivas Gamboa, 2005). 
La violencia homicida a nivel nacional se había disparado desde 1985 y Bogotá llegó a su 
pico más alto en la historia en 1993 con 80 muertes violentas por cada 100.000 
habitantes, superando la media nacional y ganando el título de “la ciudad más peligrosa 
del continente”. Sin embargo, confrontando estadísticas, se tiene que Bogotá inicia una 
tendencia a la disminución de homicidios a partir de ese año, mientras que a nivel 
nacional no hay tal. De acuerdo con Gerard Martín y Miguel Ceballos (2004) el inicio de 
esta tendencia a la disminución en la capital se relaciona con la muerte de Pablo Escobar, 
jefe del Cartel de Medellín, y la importante reducción de ataques terroristas que dejaban 
víctimas indiscriminadamente, pero no a una estrategia de la alcaldía de Jaime Castro 
Castro (1992-1994) en materia de seguridad ciudadana.64  
                                               
 
64
 Sin embargo, Efraín Sánchez (2012) interpone una anotación importante: “El peor año de 
Bogotá, 1993, correspondió en efecto a un periodo particularmente letal de las guerras del 
narcotráfico, la persecución por el Bloque de Búsqueda de la Policía de Pablo Escobar, fugado de 
la cárcel de La Catedral en Envigado en julio de 1992, y la guerra que contra él libro el grupo de los 
Pepes (Perseguidos por Pablo Escobar). Además, en la ciudad hubo cinco grandes atentados 
terroristas, todos ellos atribuidos al Cartel de Medellín. En total en esos atentados murieron 38 
personas, y la cuenta por otros atentados menores podría elevar el número de víctimas fatales a 
unos 50; y sin embargo, en ese año la cifra absoluta de homicidios en Bogotá fue de 4.352. 
¿Cuántos pueden atribuirse directamente a las “guerras del narcotráfico”? (Sánchez, 2012, pág. 
26). Otra advertencia que debe tenerse en cuenta la hacen Pablo Casas Dupuy y Paola González 
Cepero (2005) quienes sostienen que la tendencia a la reducción de los homicidios en Bogotá 
antecede las políticas de los gobiernos de Mockus-Peñalosa-Mockus, y que en ciudades como 
Medellín también hubo una reducción sin implementarse políticas similares; la hipótesis que 
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Lo relevante es que la tendencia descendente se mantiene. Por esta situación, las 
políticas de seguridad ciudadana de Bogotá llaman el interés de académicos e 
investigadores, quienes comenzaron a hablar de la “experiencia Bogotana” (Espinoza, 
Rivas, & Sánchez, 2003; Acero, 2003; Ceballos & Martin, 2004; Llorente & Rivas, 2005). 
La gráfica 365 muestra la dinámica de los homicidios en un periodo de más de dos 
décadas que contrasta a Colombia con Bogotá. 
Lo cierto es que esta “experiencia” es una fusión entre las estrategias de ejecución las y 
acciones de intervención neoyorquinas de corte policivo y las propias de la convivencia 
ciudadana, fundamentados en la necesidad de que la moral y la cultura de los ciudadanos 
encuentren su horizonte de sentido en el cumplimiento de la ley (Acero, 2003; Ceballos & 
Martin, 2004; Murraín & Ruíz, 2012). 
Pese a las críticas de esta “experiencia neoyorquina”66 sus dos teorías tuvieron acogida 
en Bogotá (Acero, 2003), pero antes de revisar cómo, es menester resaltar una teoría 
adicional: la primera alcaldía de Antanas Mockus (1995-1997)67 expuso que uno de los 
principales problemas de seguridad ciudadana se debe al divorcio entre la cultura, la 
moral y la ley, y propone su unión en la cultura ciudadana.68 De acuerdo con dicha tesis, 
                                                                                                                                               
 
sostienen es que a partir de 1991 se debilitan los factores que incidieron en el repunte de la 
década de los ochenta (carteles del narcotráfico, menos guerrillas) y se fortalece la Policía a nivel 
nacional. 
65
 Infra. Pág. 71. 
66
 A juicio de Ricard Brotat i Jubert (2002), frente a un problema complejo como es la criminalidad 
urbana, las soluciones simplistas como las que impulsó Giuliani deberían ser descartadas. Según 
el autor “[s]i  bien  es  cierto  que  la inseguridad disminuyó en Nueva York, también lo es que 
disminuyó en todos  los  EE.UU.  y  que,  por  ejemplo,  en  San  Diego,  la  disminución  operó  con  
un sistema de policía comunitaria. Lo que sí aumentó, en Nueva York, fueron las  denuncias por 
brutalidad policial en el marco de una política que tuvo como consecuencia  la  estigmatización  de  
la  miseria” (pág. 9). Este aspecto final constituye también la hipótesis comprobada de Loïc 
Wacquant (2010). 
67
 Periodo que fuese concluido por Paul Bromberg (1996-1997) para que Mockus participara como 
candidato presidencial. 
68
 “En términos generales, cultura ciudadana es la base conceptual o el enfoque de políticas 
públicas encaminadas a promover bienestar de la ciudadanía y la democratización de las ciudades 
por medio de la trasformación de los comportamientos de los ciudadanos. Heredero de esta 
cultura, este concepto supone que las acciones de los individuos vienen reguladas por tres 
mecanismos: la ley, que es la forma legítima de regularlos de manera explícita, libremente 
acordada y según procedimientos públicamente predefinidos, y que establece unos mínimos 
básicos para facilitar la convivencia y la coexistencia de diversas opciones morales y culturales; la 
moral, que son las normas socialmente aprendidas que el individuo ha interiorizado y por las que 
guía personalmente su acción; y la cultura, que son los aprendizajes apropiados por los grupos 
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estos tres sistemas reguladores están desasociados teleológicamente por lo que 
comportamientos que suelen ser “bien vistos” o “son hechos desde siempre” (supone esta 
teoría) son ilegales o ilícitos; en consecuencia, las políticas de cultura ciudadana deben 
apuntar a encauzar la moral y la cultura al cumplimiento de la ley, lo que por contera debe 
incidir en la disminución de los delitos y la mejora en la percepción de seguridad. 
El politólogo Alexander Díaz Díaz (2008) analizó, desde los conceptos de  
gubernamentalidad de Foucault y la sociedad del control de Deleuze, lo importante que 
resultó ser el aporte mockusiano de las políticas en materia de seguridad en la 
construcción del “buen ciudadano”. De acuerdo con el autor, “estos sistemas (moral, legal 
y cultural) son los que sirven de referentes para las acciones de los individuos, son los 
campos desde los cuales les dan un sentido a sus acciones y a las de los demás, por lo 
mismo reducir sus pluriuniversos de sentido a uno solo, el asignado por el sistema legal, 
se traduce en la constitución de unos sujetos sociales con menores capacidades para 
tomar posición frente a las acciones del Estado; se reduciría el marco desde el cual 
establecer lo moral o inmoral de una acción u omisión del Estado; al igual que el cultural, 
desde el que podemos evaluar si es compatible con las creencias de nuestra sociedad.” 
(Díaz Díaz, 2008, pág. 84). Sin embargo, por esa misma vía, advierte el autor un 
autoritarismo sofisticado en la medida que la relación entre la sociedad y el Estado sería 
un acto de fe que busca fortalecer la gobernabilidad del Distrito e incentivar la inversión en 
la medida que disminuyen los costos de transacción69. 
Es pues esta política la que inaugura en Bogotá la relación cultural con la seguridad 
ciudadana, entendida esta última como una política pública propiamente dicha. El Plan de 
Desarrollo “Formar Ciudad” de Mockus incluyó la seguridad ciudadana como una política 
                                                                                                                                               
 
humanos tras siglos o décadas de prácticas compartidas que regulan las acciones del conjunto.” 
(Murraín & Ruíz, 2012, pág. 5). 
69
 De acuerdo con Díaz Díaz (2008), el ex alcalde Mockus hace eco de la teoría de Douglas C. 
North respecto a lo que llama “costos de transacción”, según la cual en una sociedad donde se 
gastan energías y recursos (ineficiencia) para celebrar o cumplir acuerdos (la ley es uno de esos 
acuerdos), por los conflictos que sean, se está retrasando su desarrollo económico; de ahí que 
Mockus proponga el encausamiento de los conflictos formado ciudadanos con capacidad para 
celebrar acuerdos, pero sobretodo, para reconocerlos y cumplirlos (Cancino, Corzo, Mockus, & 
Ramírez, 2012). Este asunto puede encontrar relación con el hecho de que la Cámara de 
Comercio de Bogotá evalúe estadísticamente la situación de seguridad (subjetiva y objetiva) 
semestralmente, o que el Banco Interamericano para el Desarrollo haga préstamos a la ciudad 
para apoyar las acciones de intervención diseñadas en esta tesis. 
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de tipo sectorial buscando desarrollar las seis prioridades de su gobierno70. Teniendo en 
cuenta esta importancia y el grado de complejidad de este tipo de política, señaló que la 
misma es un megaproyecto que no sólo involucra una territorialidad y jurisdicción que 
desborda el Distrito Capital, sino que además “trasciende el horizonte temporal de la 
presente Administración” (Alcaldía Mayor de Santa fe de Bogotá D.C., 1995), pretensión 
no sólo acogida sino que cobró fuerza en las administraciones de Enrique Peñalosa 
(1998-2000) y en la segunda de Mockus (2001-2003). 
El ex Alcalde Mockus previó dos formas de financiar la política de seguridad ciudadana: (i) 
una partida presupuestal para proyectos de inversión del 1,9% ($ 98.018 millones de 
pesos para 1995) para el trienio, y (ii) teniendo en cuenta que la seguridad ciudadana 
también fue concebida como un “megaproyecto”, contó con un presupuesto de $204.000 
millones de pesos para 1995, de los cuales la nación aportó $34.400 millones de pesos. 
Vale señalar que hasta el momento no se había destinado tanto presupuesto al 
componente de seguridad ciudadana, es más, inició una tendencia al alza de la inversión 
en la que la Policía Metropolitana (v.gr) incrementó su presupuesto en un 900% en menos 
de diez años71. La gráfica 472 muestra cómo se ha disparado la inversión en materia de 
seguridad durante cada Alcaldía. 
Este presupuesto sirvió para la instalación de toda una nueva arquitectura institucional del 
control social en el Distrito Capital, que a lo largo de las administraciones se ha sofisticado 
y fortalecido, incluso ha ganado cierta independencia haciéndose cada vez más 
actuarialista. Así por ejemplo, en esta primera administración de Mockus se crearon: 
a. La Subsecretaría de Asuntos de Convivencia y Seguridad Ciudadana: Esta entidad 
inició como una entidad asesora adjunta a la Alcaldía Mayor, pero en 1997 se 
incorporó a la Secretaría de Gobierno Distrital, dedicada a la identificación de 
fenómenos violentos y delictivos, a la búsqueda de estrategias para manejarlos y a la 
formulación de la política pública de seguridad. 
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 Son (i) cultura ciudadana; (ii) medio ambiente; (iii) espacio público; (iv) progreso social; (v) 
productividad urbana; y (vi) legitimidad institucional. 
71
 Según datos de Hugo Acero (2003, pág. 22), la Policía Metropolitana recibió $12.157 millones de 
pesos de la alcaldía de Jaime Castro (1992-1994), los que ascendieron a $49.533 millones en el 
primer Gobierno de Antanas Mockus, y que llegaron a un punto cumbre de ejecución de $116.107 
millones de pesos en el Gobierno de Enrique Peñalosa.  
72
 Infra. Pág. 72. 
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b. El Sistema Unificado de Información de la Violencia y la Delincuencia –SUIVD: Fue 
creado en 1995 dentro del componente de “violencia y delincuencia” del Observatorio 
Urbano del Instituto Distrital de Cultura y Turismo. Según Martin y Ceballos (2003), el 
alcalde Mockus se inspiró en el programa Desarrollo, Seguridad y Paz –DESEPAZ del 
alcalde de Cali, Rodrigo Guerrero (1992-1994), el que desde un enfoque 
epidemiológico73 sistematizó variables en torno a fenómenos de violencia en la ciudad, 
lo que facilitó la identificación de factores de riesgo y la evaluación de las acciones de 
intervención reactivas y preventivas. Es de señalar que este proyecto fue apoyado con 
un préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo –BID que hizo a la ciudad (Rivas 
Gamboa, 2005, pág. 126). 
c. El Comité de Vigilancia Epidemiológica de Lesiones de Causa Externa: Mediante el 
Decreto 649 de 1996 de la Alcaldía Mayor se crea esta comisión para analizar la 
información suministrada por el SUIVD, Medicina Legal, la Policía Metropolitana y la 
Fiscalía Seccional, con el interés de planificar, ejecutar y evaluar acciones de 
intervención en materia de violencia y delincuencia en contra de la vida y la integridad 
humanas. Su acción es el etiquetamiento de sectores, situaciones o comportamientos 
como “factores de riesgo” con destino a la Subsecretaría que es la que define la 
política pública. 
d. Los Frentes de Seguridad Local: Con el interés de establecer vínculos entre la 
ciudadanía y la Policía, y reglamentar la Ley 62 de 1993, el ex Presidente César 
Gaviria expidió el Decreto 2048 de 1994 “por el cual se desarrolla el Sistema Nacional 
de Participación Ciudadana en asuntos de Policía y se reglamenta el funcionamiento y 
                                               
 
73
 El enfoque epidemiológico de la violencia es una criminología actuarial que asocia la violencia 
como una enfermedad en el organismo social. Su aporte básico es el levantamiento de mapas de 
riesgo de acuerdo a los factores (que no causas) más frecuentes que inciden en el surgimiento de 
hechos violentos. Las Naciones Unidas ha sido un organismo que ha promovido este tipo de 
análisis; de acuerdo con su metodología, estos factores de riesgo pueden reunirse en tres grandes 
grupos: (i) factores individuales y familiares: sexo, edad, nivel educativo, etc.; (ii) factores sociales, 
económicos y culturales: ingresos per cápita, hacinamiento, acceso a servicios públicos, consumo 
tolerado de alcohol o drogas, etc.; y (iii) factores contextuales disruptivos: narcotráfico, conflicto 
armado, etc. (Arriagada & Godoy, 1999). La principal crítica a este enfoque es que el nivel de 
estandarización de las tasas de riesgo que se le atribuyen a sectores suele llevar a que los 
mecanismos de control social formal –como la policía- se focalicen en ellos, debiendo la población 
que allí habida soportar estigmas sociales, y en general, cargas adicionales (v.gr. restricciones de 
movilidad) que no serían democráticas u objeto de debate por el carácter científico que se le 
atribuye a las lecturas del problema. 
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la integración de las Comisiones Nacional, Departamentales, del Distrito Capital y 
Ciudades Capitales, Municipales y Locales de Policía y Participación Ciudadana.” El 
entonces Alcalde Mockus impulsó en 1996 la creación de estos frentes locales de 
seguridad como la estrategia bogotana de integración de las organizaciones civiles de 
barrios y localidades con la Policía Metropolitana, por medio de la cual los civiles 
reciben asesoría policial en temas de (in)seguridad y prevención del delito. Sin 
embargo, tal como lo identificó Marcela Salazar (2009), la función real de estos frentes 
fue la de involucrar a la sociedad civil en las labores de inteligencia de la fuerza 
pública en desarrollo de una versión distorsionada de la corresponsabilidad en materia 
de seguridad, inclusive, en algunos lugares del país (como Montería) hubo presencia 
armada de civiles que integraban estos frentes.74 
e. Las Escuelas de seguridad ciudadana: Son creadas en 1996 en respuesta a la 
necesidad de formar civiles que lideren frentes de seguridad local en temas de 
prevención de la acción delincuencial sobre la base de la identificación oportuna de los 
factores de riesgo y liderazgo comunitario. Pese a que se supone son espacios de 
formación civil, Marcela Salazar (2009) encontró que algunos líderes venían 
recibiendo capacitación en uso de armas de fuego y polígono en estas escuelas. 
Se destacan algunas acciones de intervención como La hora zanahoria (1995), el 
programa Entregue las llaves (1997) y la señalización de cebras para el cruce seguro, con 
los que se logró incidir en la disminución de la accidentalidad vial. Estas acciones vinieron 
acompañadas del cambio de los agentes de tránsito para trasladar esa función reguladora 
a la Policía Metropolitana y el uso de mimos para desincentivar comportamientos y 
generar vergüenza en la ciudadanía que infringía normas de tránsito75. 
La entonces Contraloría de Santafé de Bogotá (1997), en su evaluación al plan de 
desarrollo “Formar Ciudad”, evaluó la política de seguridad ciudadana tomando en cuenta 
la asignación presupuestal del plan y su final ejecución; sin embargo, concluyó que el 
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 Según datos de Llorente y Rivas (2005) entre el periodo de 1996 y 1988 se crearon cerca de 
2.000 frentes en la ciudad. 
75
 Dentro de la teoría del divorcio entre la moral, la cultura y la ley, se reconoce que la sanción legal 
no es la única forma de coerción y que los otros dos sistemas reguladores también cuentan con 
poder coercitivo. Así por ejemplo, la vergüenza es una sanción cultural que puede ser 
instrumentalizada para redoblar el temor a la sanción legal, y en consecuencia, reprimir y sancionar 
comportamientos que sin ser delictivos afectan la convivencia ciudadana.  
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clamor ciudadano por la seguridad no se satisfizo en gran parte porque no se ejecutaron 
todos los recursos76. En efecto, la Contraloría partió de afirmar que pese a que muchos de 
los recursos del distrito le son dados al Fondo de Vigilancia y Seguridad –FVS77, el que a 
su turno los suministró a la Policía Metropolitana para que 1996 incrementara y 
modernizara su parque automotor, ésta venía perdiendo cada vez más credibilidad 
ciudadana, motivo por el cual ha aumentado la vigilancia privada y el porte de armas de 
fuego por particulares. Aunque reconoció la importancia de proyectos que se enmarcaron 
en las estrategias de investigación, discusión académica, resolución pacífica de los 
conflictos, organización comunitaria, acción policiaca local, acción comunitaria de la 
policía, desarme voluntario y justicia cercana al ciudadano, la Contraloría sentenció que 
“…lo que requiere la cuidad son soluciones más radicales, para eliminar de una vez por 
todas la violencia e inseguridad en todas sus manifestaciones, queda por ver la 
continuidad de estos proyectos con las nuevas administraciones para las cuales el 
combatir la inseguridad juega el papel más importante en sus programas de gobierno.” 
(Contraloría de Santafé de Bogotá, 1997, pág. 305) 
Pareciese que la advertencia fue oída por la alcaldía de Enrique Peñalosa (1998-2001), 
periodo en el que se rastrean los cambios más drásticos del entorno urbano. En el Plan 
de Desarrollo “Por la Bogotá que queremos” el ex Alcalde Peñalosa definió la seguridad 
como el “prevenir y sancionar los comportamientos que lesionan el bienestar de los 
ciudadanos e impulsar aquellos que promueven la paz, solidaridad, el respeto y la vida en 
comunidad” (Alcaldía Mayor de Santafé de Bogotá D.C., 1998); de igual modo, señaló que 
debe tenerse en cuenta que “el desorden en la ciudad y la falta de respeto de las normas 
elementales de convivencia crean ambientes fértiles para la realización de delitos 
mayores [por lo que] se actuará sobre dichos aspectos y comportamientos. (…) 
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 La Contraloría señaló que dentro del Megaproyecto de Seguridad Ciudadana, evaluó 21 
proyectos que contaban con recursos que ascendían a la suma de $ 95.997‟000.000 de pesos, de 
los cuales se ejecutó solamente el 56%, desaprovechándose el restante 44%.  
77
 Es creado mediante el Acuerdo 9 de 1980 como una entidad adscrita a la Secretaría de 
Gobierno del Distrito Especial para manejar los recursos de fortalecimiento integral y 
mantenimiento de la Policía Metropolitana. Luego el Acuerdo 18 de 1983 le entrega personería 
jurídica e independencia administrativa y patrimonial. Mediante el Acuerdo 28 de 1992 se reforman 
sus funciones, su régimen financiero y se formaliza un mecanismo de control fiscal. Mediante el 
Acuerdo 40 de 1993 se autoriza un endeudamiento de $25.000 millones de pesos con cargo al 
Fondo. Es importante resaltar que mediante la Ley 418 de 1997 se prevé que todo contrato de obra 
pública debe contribuir a los fondos de seguridad –en este caso al FVS- con el 5% del total del 
contrato o lo adicionado. 
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Igualmente se impulsaran programas de prevención de delitos, y otros especiales sobre 
zonas críticas con una población elevada donde se concentran las actividades criminales” 
(Alcaldía Mayor de Santafé de Bogotá D.C., 1998). La recuperación del espacio público 
bajo la idea que de que un espacio desordenado, invadido y poco iluminado es fértil para 
la criminalidad, es sin dudas una consigna influenciada por la teoría de las Ventanas rotas 
(Llorente, 2001; Espinoza, Rivas, & Sánchez, 2003). Por su lado, la intervención reactiva 
sobre el desorden ciudadano y la falta de respeto a “normas elementales de convivencia” 
(incivilidades) para prevenir delitos mayores, es la puesta en marcha de la Cero tolerancia 
(Acero, 2003). 
En primer lugar, debe señalarse que las estrategias de ejecución urbanísticas realmente 
alteraron el modelo de ciudad: la recuperación de las plazoletas de San Victorino y la 
Plaza España, la transformación del sector conocido como “El Cartucho” mediante el 
programa Renovación Urbana y el proyecto Tercer milenio, y la transformación de la 
Avenida Caracas mediante la introducción del sistema masivo de trasporte conocido como 
Transmilenio, fueron cambios inspirados en las tesis de las Ventanas rotas que 
modificaron la situación de seguridad objetiva y subjetiva en la ciudad (Acero, 2003; 
Llorente & Rivas, 2005)78.  
No obstante, apoyando estas trasformaciones físicas, se dispuso del programa Misión 
Bogotá como estrategia de ejecución para integrar a la ciudadanía en el proceso de 
recuperación de ciertos sectores donde la percepción de inseguridad era alta, mediante 
tres acciones de intervención: (i) vigilancia comunitaria, (ii) espacios de orden, y (iii) 
convivencia. Es importante destacar que mediante la figura de guías cívicos el distrito 
empleó a jóvenes de estratos 1 y 2, recicladores, trabajadoras sexuales y habitantes de la 
calle, quienes dotados de uniformes, ejercieron funciones de vigilancia y acompañamiento 
ciudadano. 
En segundo lugar, ante la necesidad de anticipar las conductas delictivas (justificación de 
la política de Cero tolerancia) se requirió del fortalecimiento de la Policía Metropolitana y 
una nueva estrategia de ejecución policiva: la Policía Comunitaria. Ésta busca desarrollar 
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 María Victoria Llorente y Ángela Rivas (2005) evalúan el impacto de las intervenciones 
urbanísticas en materia de seguridad, especialmente delitos contra el patrimonio (hurtos), y 
reportan una disminución de al menos el 80% entre 1999 y el 2003 en las zonas de la Avenida 
Caracas, El Cartucho y la Plazoleta de San Victorino. 
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el principio de corresponsabilidad en materia de seguridad ciudadana, es decir, la relación 
trilateral entre la ciudadanía, la policía y la seguridad privada con la intención de asignar 
estratégicamente responsabilidades para garantizar seguridad a nivel local (Frühling, 
2000). Según este modelo, la policía, en representación de la institucionalidad, debe 
mostrarse más cercana al escenario en el que puede ocurrir un hecho de violencia (previa 
estimación de factores de riesgo), mediante la identificación y diálogo con representantes 
de la comunidad; estrategia que no sólo le permitirá a la Policía Metropolitana recuperar 
su credibilidad (mostrándose más eficiente) sino que establecerá una red de informantes 
a lo largo de la ciudad. 
Para llevar a cabo esta empresa, Peñalosa consideró la necesidad de reubicar los 
Centros de Atención Inmediata –CAI, luego del análisis epidemiológico de la actividad 
delictiva en sectores de la ciudad que le permitió establecer cuáles necesitaban presencia 
policial en mayor medida y los resultados de la encuesta ciudadana sobre la función de la 
Policía Metropolitana de 1996. En consecuencia, para 1998 se reordenó la jurisdicción de 
las Estaciones de Policía, se creó un programa de mejoramiento de infraestructura de los 
CAI79 y se diseñó una estrategia para aumentar el número de policías de a pie mediante 
la disminución de cargos administrativos, que vio materializada en 2001 con la asignación 
de 1.500 uniformados a la vigilancia en la calle (Acero, 2003). 
Adicionalmente, hubo la necesidad de formar a mandos medios de la Policía 
Metropolitana en estas experiencias de Policía de Proximidad80, para lo que se destinó 
presupuesto del FVS en una capacitación de 21 oficiales en 1998 para que conocieran la 
experiencia de la Guardia Urbana de Barcelona. Posteriormente, en 1999 se capacitaron 
1.000 patrulleros para la organización de los Frentes de Seguridad Local que la pasada 
administración había impulsado. Sin embargo, según María Victoria Llorente (2001) la 
adecuación institucional respondió más a la implementación de un programa que a la 
transformación del modelo de policía,  punto que refleja ella en el hecho de que en 2001 
apenas el 6% del personal uniformado esté asignado para servicio comunitario.  
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 Mediante el Proyecto 6185 del FVS se reconstruyeron 70 CAI y se construyeron 50 más. 
80
 Es un modelo con el cual se considera la población local (barrial o vecinal) como un insumo de 
información sobre lo que allí acontece. Este modelo, señala Hugo Frühling (2000), supone convertir 
al policía en un profesional del orden público que toma las demandas ciudadanas y diseña 
soluciones de acuerdo a ellas, buscando avanzar en dirección del nuevo managerialismo (new 
managerialism). 
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En desarrollo de esta misma estrategia policiva, y con el apoyo de la Cámara de 
Comercio de Bogotá81, en 2001 el ex alcalde Peñalosa impulsó la conformación de las 
Zonas seguras82, inspirado en el Esquema de vigilancia barrial anglosajón83. En efecto, 
contando con los avances en la conformación cada vez mayor de Frentes de Seguridad 
Local84, así como los resultados de las encuestas de victimización y percepción de 
inseguridad de la Cámara de Comercio y los datos del SUIVD, se definieron 12 Zonas 
seguras para focalizar la vigilancia policial de patrullaje e instalar una unidad móvil de la 
policía para recibir las denuncias ciudadanas.  
Otro asunto importante en el despliegue de estrategias de intervención de Cero tolerancia 
tiene que ver con los establecimientos de castigo a cargo del Distrito:  
a. La Unidad Permanente de Justicia –UPJ: Es creada en 1999 en el marco de un 
convenio celebrado por la Secretaría de Gobierno Distrital –quien la administra-85, la 
Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional y el Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses. Su propósito es la retención transitoria de contraventores y 
de personas capturadas en flagrancia por la Policía Metropolitana –la que antes debía 
retener a las personas en los respectivos CAI- por no más de 36 horas. Su estructura 
se divide en cuatro pabellones: (i) hombres contraventores con una celda especial 
para habitantes de la calle; (ii) capturados en flagrancia; (iii) mujeres y población 
LGBTI; y (iv) área de capacitaciones en Código de Policía. Pese a que el convenio con 
el cual se crea la UPJ prevé la presencia de personal administrativo de cada una de 
las entidades pactantes, no se incluyó la participación de funcionarios de las entidades 
de control como la Personería de Bogotá o la Defensoría del Pueblo regional Bogotá; 
este aspecto ha favorecido el uso arbitrario y clasista de esta Unidad por parte de la 
Policía Metropolitana la que parece concentrarse en las personas con menores 
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 Según datos de Martín y Ceballos (2004) la Cámara de Comercio de Bogotá invirtió más de 
$4.500 millones de pesos en la implementación del programa, incluyendo las 16 zonas seguras 
adicionales que se crearon en 2003. 
82
 Convenio 471 de 2001. 
83
 También conocido como Neighborhood watch (Estados Unidos, 1972; Reino Unido, 1982). 
84
 Según datos de Llorente y Rivas (2005) para el periodo 1999-2001 se crearon más de 3.000 
Frentes de Seguridad Locales. 
85
 Para esta dependencia “se trataba de definir políticas y generar estrategias encaminadas a 
fortalecer la seguridad ciudadana y los servicios de justicia del distrito. Se convierte, de esta 
manera, en el segundo eslabón dentro de la cadena de la prevención, control y represión del 
crimen” (Ceballos & Martin, 2004, pág. 609). 
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recursos o en condiciones de exclusión social (sociedad civil de la calle)86, y además, 
no hay ningún control respecto de lo que sucede adentro entre retenidos, o entre 
retenidos y las autoridades. Según datos de Acero (2003) entre 1999 y 2001 se 
retuvieron 142.450 personas contraventoras.87 
b. La Cárcel Distrital de Varones y Anexo de Mujeres: Creada en 1934 para albergar a 
450 personas, fue modernizada en el 2000 con una inversión de $16.000 millones de 
pesos, ampliando sus cupos a 1.028, más del doble de su anterior capacidad. Su 
administración también depende de la Secretaría de Gobierno Distrital, en virtud del 
Código penitenciario y carcelario (art. 17 Ley 65 de 1993) y del Decreto 367 de 2001. 
Esta administración profundizó en la sofisticación de dispositivos del control que trajeron 
cambios importantes en el imaginario ciudadano respecto a la relación con la ciudad física 
y su subordinación al poder de policía, el que no solamente se fortaleció de forma 
peligrosamente acelerada, sino que tampoco encuentra una entidad que ejerza su control. 
El segundo Gobierno de Antanas Mockus (2001-2004) ya no incluyó el componente de 
seguridad ciudadana en su Plan de Desarrollo “Bogotá, para vivir todos del mismo lado”, 
lo que no significa que no haya dado continuación a su política de cultura ciudadana, que 
en últimas lo agrega. Con toda una institucionalidad del control social marchante, esta 
administración se caracteriza por profundizar en las acciones estratégicas ya 
consolidadas. Por ejemplo, según datos de Llorente y Rivas (2005) para año el año 2003 
la ciudad contaba con 6.600 Frentes de Seguridad Locales, más del doble de los que 
habían para el año 2001. De acuerdo con datos de Espinoza y otros (2003), entre 1999 y 
2002 se integraron 3.995 nuevos guías cívicos al programa Misión Bogotá. También, 
según datos de Martín y Ceballos (2004), para el año 2003 se definieron 16 nuevas Zonas 
seguras; y según los mismos autores, desde el 2003 el SUIVD georreferencia con más 
eficiencia las muertes violentas, dado que Medicina Legal inició a suministrar información 
criminalística de los lugares de los hechos. 
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 En efecto, Martín y Ceballos (2004, pág. 642) resaltan que la mayor parte de la población que 
llega a la UPJ está compuesta por habitantes de calle retenidos, vendedores ambulantes y 
trabajadores sexuales, por lo que se destinó personal del programa Misión Bogotá para prestar 
apoyo social. 
87
 Vale la pena investigar qué tanto contribuye la amenaza del uso arbitrario de la UPJ por parte de 
la Policía en la percepción de inseguridad de la población joven en Bogotá. 
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Habida cuenta de la preocupación de Mockus por dar continuidad a estas estrategias, 
mediante el Decreto 503 de 2003 la Alcaldía adoptó el Plan Maestro de Equipamientos de 
Seguridad Ciudadana, Defensa y Justicia para Bogotá, mediante el cual se planifica –en 
desarrollo y complementando el Plan de Ordenamiento Territorial- lo correspondiente con 
la ubicación de los equipamientos88, su administración, gestión y control, para garantizar 
la prestación, cobertura y accesibilidad a los servicios de seguridad, justicia y defensa (art. 
5). Merece destacar que este Plan señala que el equipamiento requerido para el ejercicio 
de la potestad de policía está compuesto de: (i) comisarías de familia, (ii) inspecciones de 
Policía, (iii) UPJ89, (iv) estaciones de Policía, (v) CAI, (vi) Sistema integrado de Seguridad 
y Emergencias -Número Único 123-, y (vii) los Batallones del Ejército Nacional (art. 41). 
Otra de las novedades de este periodo es el programa Vida Sagrada que tuvo como 
objetivo “propiciar el desarme y otras acciones orientadas a reducir las muertes violentas 
en la ciudad. Fomentar modos de vida saludables y generar confianza, seguridad y 
tranquilidad para que las personas ejerzan sus derechos y libertades, disfruten la ciudad, 
cumplan sus deberes y confíen en la justicia y en el buen uso de la fuerza por parte del 
Estado.” (Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., 2001). Para llevar a cabo estos propósitos, 
Mockus creó la Consejería para la Vida Sagrada que es reconocida por sus acciones de 
intervención preventivas de desarme ciudadano voluntario y por las campañas que 
involucraban a las barras bravas de los equipos de fútbol. 
Finalmente, otro asunto relevante de esta administración fue la expedición de un nuevo 
Código de Policía de Bogotá, inspirado en el pensamiento mockusiano de la cultura 
ciudadana. Mediante el Acuerdo 79 de 2003, el Consejo de Bogotá reglamentó un 
amplísimo conjunto de comportamientos frente a los cuales se espera que el ciudadano 
actúe en conformidad; así mismo, reglamentó la actividad policial y definió sus poderes. 
La alcaldía de Luis Eduardo Garzón (2004-2008) y su Plan de Desarrollo “Bogotá sin 
indiferencia, un compromiso social contra la pobreza y la exclusión”, se consideró a sí 
misma como un giro en la administración de la seguridad ciudadana debido a la tendencia 
de izquierda del partido Polo Democrático –del que el entonces Alcalde era partidario- y 
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 Los equipamientos se identificaran según su función, así: (i) prevención, disuasión e inteligencia; 
(ii) resolución pacífica de conflictos; (iii) atención de emergencias; (iv) coerción; (v) investigación; 
(vi) judicialización; y (vii) penalización y resocialización. Art. 8. 
89
 Proyecta la creación de tres UPJ adicionales a 2019 (art. 43). 
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en consecuencia, sus estrategias de intervención irían más allá de las implementadas 
entre 1995 y 2003 (Friedrich Ebert Stiftung en Colombia, 2005a; Libreros, 2005; Alcaldía 
Mayor de Bogotá D.C., 2006; García Pinzón & Vargas Velásquez, 2008). 
Sin embargo, una lectura preliminar a la política de seguridad del Eje de reconciliación del 
Plan de Desarrollo90 no presenta nada novedoso. En efecto, según el artículo 17 del 
Acuerdo 119 de 2004, para desarrollar esta política “se propiciarán acciones tendientes a 
la prevención y el control de la violencia y la delincuencia y a la conservación del orden 
público en la ciudad, en el marco del respeto a los derechos fundamentales”, 
adicionalmente se “fortalecerá la capacidad de los organismos civiles y de la Fuerza 
Pública a fin de lograr el ambiente de convivencia social requerido para que los 
ciudadanos puedan realizar el ejercicio público y privado de todas las libertades previstas 
en el orden constitucional y para garantizar el normal desarrollo y disfrute de los derechos 
fundamentales de las personas.” 
Uno de los programas previstos en el Plan es el de Atención integral de violencia, 
delincuencia y orden público (art. 19) frente al cual Garzón se propuso las siguientes 
cuatro metas (art. 20): (i) la reducción de muertes violentas a 30 por cada 100.000 
habitantes; (ii) el diseño e implementación de mecanismos para optimizar el Plan Maestro 
de Equipamientos de Seguridad Ciudadana, Defensa y Justicia para Bogotá que creó 
Mockus; (iii) tratamiento especial para menores contraventores o en conflicto con la ley 
penal; y (iv) fortalecer los Frentes de Seguridad Locales, ahora llamados “Frentes 
ciudadanos de seguridad”. 
Es cierto que esta administración consideró que hay un factor de riesgo en las 
condiciones de pobreza, exclusión social, marginalidad y en general en situaciones donde 
las necesidades básicas de una persona no son satisfechas, por lo que era necesario 
iniciar con políticas públicas sociales, dado que las políticas policivas ya se habían 
institucionalizado; quizá esta sea un punto de giro con las administraciones pasadas 
concentradas en la Cultura ciudadana, las Ventanas rotas y la Cero tolerancia. Al menos, 
este parece ser el espíritu detrás del Sistema integrado de seguridad ciudadana, 
convivencia y justicia al que la Alcaldía (2006) hace referencia cuando habla de un 
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 Son tres los ejes estructurales del Plan: (i) Eje social; (ii) Eje urbano regional; y (iii) Eje 
reconciliación. 
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Sistema garantista y que se distancia de las políticas de Mockus y Peñalosa concentradas 
en la disminución de la violencia homicida y la criminalidad desde una perspectiva 
coercitiva, por lo que era necesario un nuevo enfoque de la seguridad, definida “como el 
conjunto de condiciones estructurales para alcanzar una vida digna” (Friedrich Ebert 
Stiftung en Colombia, 2005a, pág. 2). 
Una muestra de este cambio puede ser el Decreto 85 de 2007 con el cual Misión Bogotá 
dejó de estar asignado a la Secretaría de Gobierno y al FVS, para pasar al Instituto para 
la Economía Social –IPES. No obstante, revisando los elementos que configuran este 
nuevo modelo de seguridad, se reconocen estrategias de intervención que venían siendo 
aplicadas: participación ciudadana como deber de corresponsabilidad (Frentes 
ciudadanos de seguridad), sistemas de inteligencia policiales, descentralización, 
microgobierno de la policía (policía comunitaria), focalización en los comportamientos de 
mayor impacto social91, mapas y monografías de riesgo (epidemiología), acciones de 
respuesta rápida. Solamente se agrega el elemento “políticas sociales” en relación a la 
mejora en la cobertura y servicio de salud, comedores populares y proyectos de desarrollo 
en sectores deprimidos de la ciudad (Libreros, 2005; Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., 
2006). 
Una de las apuestas de Garzón fue la de impulsar los Contratos locales de seguridad 
como una estrategia de descentralización inspirada en la experiencia francesa de los 
Contratos de seguridad92. Según la Friedrich Ebert Stiftung en Colombia –FESCOL 
(2005b), esta figura es un instrumento de la política de seguridad ciudadana que le 
apuesta a la proximidad de las autoridades a la comunidad para asegurar su eficacia y 
conseguir formación ciudadana. Al igual que la experiencia francesa, estos contratos 
necesitan de diagnósticos en un determinado territorio de aplicación. La idea de este 
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 El Sistema ha definido 11 problemáticas: (i) redes criminales organizadas; (ii) organizaciones 
armadas ilegales; (iii) desplazamiento; (iv) problemas de convivencia familiares y vecinales; (v) 
población juvenil contraventora o delincuencial; (vi) uso inapropiado del suelo; (vii) tráfico de 
estupefacientes; (viii) urbanización ilegal; (ix) impunidad; (x) insuficiencia de la fuerza pública; y (xi) 
homicidios (Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., 2006, págs. 48-51). 
92
 Con base en una consultoría preliminar, que establece un diagnóstico científico fundamentado 
en sondeos, grupos focales, entrevistas y encuestas en una localidad concreta, el Estado convoca 
a los ciudadanos con cierto liderazgo para promover acciones mancomunadas respecto de los 
problemas de inseguridad identificados. No obstante, la experiencia ha enseñado que estos 
contratos se firman pero no se cumplen, muchas veces por el desgaste de la dinámica comunitaria 
(Ruiz Vásquez, 2005). 
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diagnóstico es contar con el estado delincuencial por localidad en el que se incluirían sus 
datos objetivos (victimización, delitos más cometidos y los tipos de personas que suelen 
cometerlos), subjetivos (percepción) y las respuestas aportadas por las autoridades a las 
situaciones. Es en efecto, una sistematización de la reacción social peligrosamente 
positivista.93  
Debe mencionarse que en esta administración el Consejo de Bogotá, mediante Acuerdo 
257 de 2006, reestructuró las plazas de funcionarios del Distrito y asignó una planta de 
personal para el FVS. El dato es importante en la medida que los funcionarios que 
trabajaban en el Fondo eran contratistas y algunos funcionarios de la Secretaría de 
Gobierno. El hecho de que el FVS cuente con una planta de personal no solo asegura la 
estabilidad de sus funcionarios sino también garantiza –en cierta medida- la continuidad 
de los proyectos que en materia de dotación y equipamiento allí se manejan. 
Finalmente, merece destacar que Garzón, mediante Decreto 563 de 2007, subrogó el 
Plan Maestro de Equipamientos de Seguridad Ciudadana, Defensa y Justicia para Bogotá 
D.C., es decir, modificó parcialmente algunas intervenciones, creo unas nuevas y 
proyectó la realización del mismo hasta 2019. En el anexo No. 5 al Decreto en cita, se 
advierten algunos avances y novedades del Plan Maestro de los que se resaltan los 
siguientes: 
a. Entre 2004 y 2007 se invirtieron $ 3.201 millones de pesos en la construcción de 25 
CAI nuevos y $ 1.411 millones de pesos en la reposición de 12 CAI. 
b. En el mismo periodo se invirtieron $2.073 millones de pesos en la adquisición e 
instalación de cámaras de video vigilancia lo que permitió acrecer la red de cámaras 
en 127 unidades (sin contar las instaladas por Transmilenio S.A.). Para 2006 la ciudad 
ya contaba con 233 cámaras en funcionamiento. 
c. Para el mismo periodo se invirtieron $3.865 millones de pesos en la construcción de la 
UPJ de la localidad de Puente Aranda. 
d. Una novedad importante es la destinación de espacios en la ciudad para la 
construcción de Unidades de Reacción Inmediata –URI y Salas de Atención al Usuario 
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 Al finalizar esta investigación no se tuvo conocimiento del número de Contratos pactados. 
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(SAU) de la Fiscalía General de la Nación, cuyo propósito es el de equipar al sector 
justicia e impulsar la inmediatez del proceso penal. 
Finalmente, la administración de Samuel Moreno Rojas (2008-2012)94 mediante su Plan 
de Desarrollo “Bogotá positiva: para vivir mejor” fue en la práctica la continuación de las 
estrategias de ejecución ya institucionalizadas a cargo de la Subsecretaria de Asuntos 
para la Convivencia y la Seguridad Ciudadana y el FVS. A decir verdad, las metas del 
Plan de Desarrollo en esta materia buscan avanzar en el cumplimiento del Plan Maestro 
de Equipamientos, sin notar allí alguna innovación.  
No obstante, por su lado, la Secretaría de Gobierno, mediante Resolución 180 de 2008, 
creó el Centro de Estudio y Análisis en Convivencia y Seguridad Ciudadana –CEACSC. 
Habida cuenta de la necesidad por continuar con la institucionalización –y sofisticación- 
de los centros de conocimiento en esta materia, se crea este Centro como “instancia 
asesora de la Secretaría Distrital de Gobierno y del Consejo Distrital de Seguridad en 
materia de seguridad y convivencia. Dentro de sus atribuciones se destaca la formulación 
y la evaluación de las políticas públicas de la ciudad, estructurándolas con base en el 
seguimiento mensual al comportamiento de las diferentes manifestaciones de la violencia 
y la delincuencia, así como en los resultados de los trabajos de campo de las 
investigaciones sobre problemáticas específicas (dimensión objetiva); igualmente se hace 
seguimiento a la forma como la sociedad percibe y valora los problemas de criminalidad 
en la ciudad (dimensión subjetiva).” (González Pacheco, 2011, pág. 90). 
El 2010 es el año en que se inaugura el Plan Nacional de Vigilancia Comunitaria por 
Cuadrantes -PNVCC de la Policía Nacional. Pese a que ésta es una estrategia del orden 
nacional, Bogotá fue elegida para llevar a cabo el programa piloto en tres localidades, 
pero dado su éxito se impulsó la creación de cuadrantes en todas ellas. Este esquema de 
vigilancia es una versión tecnológicamente sofisticada de la Policía de proximidad y se 
                                               
 
94
 El entonces alcalde no terminó su periodo dado que el 3 de mayo de 2011 fue suspendido por la 
Procuraduría General de la Nación en el marco de una investigación disciplinaria en la que le dicta 
cargos por omisión en la demora de las obras de la Calle 26. No obstante, la Fiscalía General de la 
Nación le abrió proceso penal en vista de su presunta participación en los delitos de interés 
indebido en celebración de contratos, peculado por apropiación a favor de terceros, concusión, 
cohecho y tráfico de influencias, dentro del escándalo denominado conocido como el “Carrusel de 
la contratación”. El periodo de gobierno fue concluido por Clara López, entonces Secretaria de 
Gobierno.  
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inspira en la experiencia chilena del Plan Cuadrante de Carabineros95. Básicamente es la 
asignación de la responsabilidad a cada comandante de CAI de mantener un patrullaje 
continuo en una zona denominada “cuadrante” que se acompaña con la colaboración de 
informantes ciudadanos los que, usando dispositivos tecnológicos como aplicaciones en 
celulares inteligentes o teléfonos de marcado rápido, advierten a la policía del cuadrante 
la presencia de situaciones de riesgo para que intercedan (Policía Nacional de Colombia, 
2010). Puede decirse que es la idea de la zona segura de Peñalosa con un hardware y 
software actualizado y amplificado a toda la ciudad, cuya conclusión no es otra: Bogotá es 
una sociedad del riesgo y del control. 
A este PNVCC se le atribuye el descenso en las tasas de victimización como en la 
percepción de inseguridad. La gráfica 596 muestra cómo ha sido la variación en el índice 
de victimización (directa e indirecta) donde se aprecia un importante descenso en el 
periodo de 1998 a 2000 que no se corresponde con el aumento en la percepción de 
inseguridad. No obstante, para el periodo en el que inicia el PNVCC, se identifica un 
descenso significativo en ambos porcentajes. Las gráficas 697, 798 y 899 muestran la 
variación en los delitos denominados “de alto impacto” para la seguridad ciudadana en el 
periodo estudiado. Finalmente, la ilustración 2100 resume un poco el proceso de 
construcción de la política púbica de seguridad ciudadana en Bogotá durante el periodo 
estudiado, resaltando las influencias internacionales y el dispositivo que en cada 
administración le fue añadido. 
                                               
 
95
 Según Hugo Frühling (2003, pág. 165) este “Plan Cuadrante tiene similitudes con el modelo de 
policía comunitaria (énfasis en la solución de problemas que los ciudadanos manifiestan y 
rendición trimestral de cuentas), pero se aparta de este modelo en aspectos centrales. Además de 
privilegiar el patrullaje motorizado sobre el patrullaje a pie; no contempla cambios en la 
organización interna, la subcultura policial, la formación policial ni los controles internos.” 
96
 Infra. Pág. 73. 
97
 Infra. Pág. 74. 
98
 Infra. Pág. 75. 
99
 Infra. Pág. 76. 
100
 Infra. Pág. 77. 
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Gráfica 2-3: Tasa de homicidios de Colombia y Bogotá 1985-2012. 
 
Fuente. Elaboración propia con datos de Policía Nacional, DANE, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.  
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Gráfica 2-4: Inversión Fondo de Vigilancia y Seguridad 1995-2012. 
 
Fuente. Elaboración propia con los datos de 1995 a 1997 de Martín y Ceballos (2004, pág. 362); de 1998 a 2008 de la Contraloría 
de Bogotá (2008, pág. 17); de 2009 de la Contraloría de Bogotá (2010, pág. 8); de 2010 de la Contraloría de Bogotá (2011, pág. 
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Gráfica 2-5: Porcentaje de Victimización y Percepción de inseguridad, Bogotá 1998-2012. 
 
Fuente. Elaboración propia con datos de Cámara de Comercio de Bogotá (Encuesta de percepción y victimización. 15 años de 
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Gráfica 2-6: Lesiones personales menores, Bogotá 1995-2011. 
 
























































88 La relación de la política criminal oficial y la política de seguridad ciudadana en Bogotá 
 
Gráfica 2-7: Principales hurtos urbanos, Bogotá 1995-2011. 
 
Fuente. Elaboración propia con datos de Centro de Investigaciones Criminológicas -Policía Nacional. 
1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011
Hurto a personas 10329 11898 12309 11732 8771 12103 10320 8091 6759 5492 11836 17275 12032 16550 15581 16462 16541
Hurto a vehículos 7781 8532 8567 8423 7818 7623 8414 7269 6291 5818 5867 4821 4150 3978 4402 4488 4534
Hurto a residencias 1066 1213 1233 1179 1126 5424 5765 4722 5041 4691 5262 4543 4772 5466 4796 5221 4815
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Gráfica 2-8: Hurto a bancos, Bogotá 1995-2011. 
 

































































3. Apuntes para el estudio diferenciado 
En el capítulo anterior procuré hacer un trazado general de las políticas públicas criminal 
oficial colombiana y de seguridad ciudadana bogotana, en aras de demostrar cómo son 
en la práctica a grandes rasgos. El propósito no era el de abarcar exhaustivamente una y 
otra política, sino que radicaba en la necesidad de mostrar cómo ambas, aun cuando son 
políticas para el control social punitivo institucionalizado como tal, tienen un desarrollo 
interdependiente. En efecto, dado que ambas políticas buscan incidir en el fenómeno 
criminal, lo hacen por vías distintas pero articuladas a un tronco criminalizador que es el 
derecho penal; sin embargo, ello no es argumento para sostener que la política de 
seguridad ciudadana se vea agregada a la política criminal, pues aquella ha logrado 
cierta proyección en el tiempo y sofisticación de sus dispositivos que no puede predicarse 
de ésta. 
Respecto a ambas políticas es importante señalar que cumplen una función de exclusión 
directa que, en nuestro contexto marginal, no reemplazaron las políticas sociales (como 
sí ocurrió en otras latitudes) dado que éstas no existieron (Benavides Vanegas, 2011, 
pág. 15). No hubo el tránsito del Estado Bienestar al Estado Punitivo que se documentó, 
por ejemplo, en Estados Unidos o Inglaterra (Garland, 1999; Wacquant, 2010). Y en 
cambio sí han procurado mantener el statu quo bajo la excusa de la defensa de la 
democracia, aun cuando vemos que los procesos de configuración de una y otra política 
pública han desplazado la participación ciudadana y se han erigido como tema de resorte 
de quienes nos gobiernan en el plano nacional y local. Comportamiento nada 
democrático en el que la sociedad civil de la calle resulta siempre perjudicada. 
Las influencias internacionales, principalmente las estadounidenses y las de las bancas 
multinacionales, han sido relevantes en la configuración de ambas políticas. Señalar esto 
importa en la medida que debemos reconocer que se nos ha impuesto un sistema de 
pensamiento útil a ciertos intereses económicos globales y a expensas de grandes 
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sacrificios sociales, especialmente en materia de derechos humanos y del tipo de país 
que queremos. Pensar que la violencia y la inseguridad son las causas de que el país no 
logre un desarrollo económico y en consecuencia sean entendidas como las causas de la 
pobreza y la extrema desigualdad, excluyendo la posibilidad de que aquellas sean 
resultado de éstas (Iturralde, 2010, págs. 246-247), bien sea por la vía política y 
demagógica de que en Colombia lo que hay es un levantamiento de una minoría mala 
frente a una mayoría buena, o bien sea por metodologías actuariales de investigación del 
delito frente a las cuales el hecho mismo de ser marginal supone un riesgo criminógeno, 
es un aspecto en el que coinciden ambas políticas. 
Evidentemente el contexto de conflicto armado y social incide en la conformación de la 
política criminal y de seguridad ciudadana, y en consecuencia, éstas deben 
compaginarse con las políticas de seguridad del orden nacional. En efecto, tal como 
señalaron Gómez y Orozco (1997), a la política criminal colombiana le ha sido impuesto 
un Derecho Penal de Enemigo por parte de la política de seguridad del orden nacional, y 
al respecto señalan que en este país “no se trata (…) de aproximar la función punitiva a 
la función de policía, a través de la entronización de mecanismos penales de control 
preventivo-policivo-punitivo de la población. Aquí, la policía misma está marcadamente 
militarizada. Es, precisamente, por ello que hablamos de un modelo bélico-punitivo” (pág. 
112). 
Lo anterior encuentra cabida en el constante recurso de la declaratoria de estado de 
excepción por parte de los Gobiernos Nacionales y que, por supuesto, debe incidir en la 
configuración de las políticas de seguridad ciudadana a nivel local; resaltando el hecho 
de que la incidencia no es igual en todas las regiones, pues las medidas más represoras 
serán llevadas a aquellos lugares en los que hay intereses estratégicos que defender o 
donde reposa el enemigo seleccionado, aunque éste esté en zona rural y las medidas 
digan defender la seguridad ciudadana. 
Esto, por supuesto, no es una conclusión propia. Ya la Comisión Asesora (2012, pág. 40) 
se había percatado de la subordinación aludida cuando afirmó que: 
 “Los documentos de política pública en materia de seguridad elaborados por los 
gobiernos desde la Estrategia Nacional contra la Violencia hasta la Política Integral 
de Seguridad y Defensa para la Prosperidad, emitidas en 1991 y 2011 
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respectivamente, apenas mencionan la política criminal como tal y en general, 
cuando hacen alusión a ésta o a elementos de la misma, se enfocan en el 
endurecimiento de penas y de procedimientos penales en función de enfrentar 
eficazmente las grandes amenazas a la seguridad. En este sentido la política 
criminal ha estado subordinada a los imperativos de las políticas de seguridad 
signados por la guerra y por la paz. Esto si bien no es la causa eficiente, ha incidido 
en que dicha política no haya desarrollado en la práctica una entidad propia y 
acorde con las definiciones que sobre la misma se encuentran en la legislación y 
jurisprudencia colombianas.”  
Este trabajo cuenta entonces con una gran limitación: haber dejado de lado el estudio de 
las políticas de seguridad nacional como una macro política en la que pueden verse 
agregas la política criminal oficial y la política de seguridad ciudadana. No obstante, 
tampoco considero que eso sea así. A decir verdad, el margen de maniobra con el que 
cuentan los Alcaldes (especialmente de Bogotá) para regular el campo del control del 
delito no debe ser menospreciado, pues ha sido esa facultad la que ha estimulado el 
aparecimiento de ideas diferentes al sentido común punitivo imperante de los Gobiernos 
Nacionales, como el programa de Cultura ciudadana. 
Respecto a la política criminal oficial colombiana es posible resumir que: (i) se ha 
reducido a su faceta penal; (ii) ha sido inconsecuente respecto a los impactos que ha 
causado a la administración de justicia y al sistema penitenciario; (iii) hay una tendencia 
de legislar en estados de excepción y posteriormente volver permanente las medidas; (iv) 
está circunscrita a las directrices internacionales que a su vez promueven e imponen el 
neoliberalismo como política económica y social; (v) se ha visto supeditada a las políticas 
de seguridad de cada Gobierno Nacional y su enemigo de turno; (vi) se ve afectada por 
una falta de imaginación política, creando en consecuencia un sentido común punitivo; y 
(vii) ha preferido empeorar la situación de los justiciables respecto de delitos de común 
ocurrencia frente a los grandes criminales de los derechos humanos, quienes se han 
visto beneficiados por regímenes de transicionalidad.  
Ahora bien, en relación con la política de seguridad ciudadana en Bogotá, es dable 
concluir que (i) se alimentó constantemente de experiencias internacionales; (ii) su 
proceso de formulación ha sido continuo, pero desde las administraciones de Mockus –
Peñalosa –Mockus se institucionalizaron y consolidaron los dispositivos del control de 
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toma de decisiones y su equipamiento; (iii) el poder de policía y su institución se han 
fortalecido y sofisticado vertiginosamente a lo largo de este proceso de consolidación sin 
que exista un ente de control equiparable; (iv) los últimos dos gobiernos de izquierda 
estudiados se encargaron de reproducir las mismas estrategias de ejecución policivas 
pese a manejar un discurso que podríamos asociar a la seguridad humana¸ lo que 
demuestra una continuidad de la política; y (v) se ha preferido un enfoque actuarialista y 
epidemiológico de la seguridad en Bogotá y que parte de la idea de que la violencia es 
algo dado y no resultado de procesos sociales más complejos. 
En este último capítulo me interesa dejar algunas proyecciones metodológicas que 
permitan identificar cómo se relacionan en la práctica las políticas públicas criminal oficial 
y de seguridad ciudadana, con el convencimiento de que ha quedado claro que, al menos 
en el contexto colombiano y bogotano, la política pública de seguridad ciudadana no se 
agrega ni se entiende como parte en su totalidad de la política criminal oficial. 
3.1 ¿Una relación concertada? 
Si tenemos por un lado una política criminal oficial autoritaria, inconsecuente y 
esencialmente punitiva; mientras que por el otro lado hay una política de seguridad 
ciudadana coherente con la defensa del orden público, consolidada en el tiempo y 
fuertemente policiva; ¿qué puede resultar de esto? Si se partiera de la idea de que la 
política de seguridad ciudadana hace parte de la política criminal oficial, la respuesta a 
esta inquietud debería buscarse dentro de las dinámicas mismas de la política criminal 
oficial, no sin antes sacrificar ciertas especificidades que la municipalidad le añade y que 
no son concertadas en la esfera pública de gobierno. 
En efecto, recordando las distinciones terminológicas de la palabra “política” en el inglés, 
se dijo que cuando se estaba en el estadio de las discusiones sobre lo que se reprime o 
se elige como enemigo, dentro de una estrategia de gobierno, y a ese estadio se le llama 
“Política Criminal” o también “Política de Seguridad” (polity), la seguridad ciudadana y la 
política criminal, como políticas públicas (policy), pueden ser entendidas como 
dispositivos para la forma como se reprime, previene y/o ataca.  
Es decir que una agenda de gobierno tiene a su disposición dos políticas públicas 
diferenciables  de las cuales puede valerse para gobernar; sin embargo, la disposición no 
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siempre es completa y está restringida a las instancias que cuentan con la competencia 
legal o constitucional. Así por ejemplo, un programa presidencial en materia de seguridad 
contra el terrorismo puede tener a su disposición las reformas al Sistema Penal que 
considere dependiendo de las relaciones que tenga con el Congreso, o decretarlas en 
estado de excepción, y en esa vía se puede valer de la política criminal; adicionalmente, 
el mismo programa puede requerir el apoyo municipal en relación con determinados 
operativos especiales de la policía en aras de capturar un nodo de la red terrorista que 
opera allí, sugiriendo en consecuencia algún tipo de táctica diferente a la que 
cotidianamente acuden los cuerpos de policía, y de esa forma se puede valer en parte de 
la política de seguridad ciudadana. 
Sin embargo, lo cierto es que el Gobierno Nacional no puede tener a su disposición la 
política de seguridad ciudadana en la misma medida que a la política criminal. Aun 
cuando en el caso colombiano, la Policía Nacional (que hace parte de la Cartera de 
Defensa del Poder Ejecutivo) ejerce un poder importante en la puesta en marcha de la 
política de seguridad ciudadana en Bogotá, ello no quiere decir que ésta necesariamente 
se supedite a los requerimientos del Poder Central. El proyecto de descentralización 
administrativa y política a nivel departamental y municipal, contemplado en la 
Constitución del 91, favoreció para que gobernadores y alcaldes asumieran como 
responsabilidad del mandato el disponer en temas de seguridad en sus territorios. Sobre 
el particular, la ley 62 de 1993 otorgó competencias y obligaciones en materia de 
seguridad ciudadana a estas autoridades locales.  
Entonces, desde la perspectiva normativa, pueden ser diferenciados dos flancos para 
incidir en el campo del control del delito en el país: (i) un orden nacional: dedicado a los 
actos de violencia y criminalidad asociados principalmente con el conflicto armado, el 
narcotráfico y el terrorismo, y que son priorizados por cada Gobierno Nacional 
dependiendo de la coyuntura del país, bajo los distintos tipos de discursos e ideologías 
que los respaldan. Y por otro lado, (ii) un orden local o territorial: concentrado en los 
fenómenos de violencia y criminalidad que suelen presentarse en la municipalidad o 
departamento, que tienen o no que ver con el conflicto armado, pero que necesariamente 
se relacionan con la reducción en la sensación de inseguridad de las personas que 
resulta verse alterada por los denominados “delitos de alto impacto”.  
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No quiere decir lo anterior que estos flancos no se identificasen antes de la Constitución 
de 1991 o la ley 62 de 1993. El cambio tiene que ver con la ampliación del marco de 
posibilidades, a favor de los gobiernos departamentales y municipales, para desarrollar 
políticas públicas que incidan en la criminalidad, y la posibilidad de control político a la 
puesta en marcha de éstas con la que las autoridades se hacían elegir.101 
Ahora bien, desde una perspectiva empírica, se presentarán cruces de estos flancos en 
tanto habrá temas de la agenda política (polity) que dicen afectar a todo el territorio 
nacional y se espera, en consecuencia, algún tipo de coordinación entre las agencias del 
orden nacional con las del orden local o territorial. Esto se plasma, por ejemplo, en las 
instrucciones que adopta la Policía Metropolitana de Bogotá de la Policía Nacional o del 
Ministerio de Defensa respecto del trato que debe recibir una persona sorprendida con 
una cantidad significativa (pero no necesariamente ilícita) de estupefacientes, en una 
política (policy) de lucha contra las organizaciones criminales que se financian con la 
venta al menudeo de estas sustancias.  
Situaciones de este tipo bien pueden generar tensiones entre las autoridades locales con 
las del orden nacional respecto a la concepción misma de (in)seguridad que esté en 
juego: puede que el Alcalde no comparta la posición del Ministro respecto al trato que 
debe recibir quien porta marihuana para su consumo, pues para él éste no genera ningún 
peligro, y que el Ministro no comparta que esa persona no sea si quiera reprendida (con 
dispositivos de dolor como la UPJ), puesto que para él el consumidor es un potencial 
distribuidor. No obstante, puede que pase lo contrario: que el Alcalde no solo comparta la 
posición del Ministro, sino que haga un despliegue de intervenciones en el marco de la 
política de seguridad ciudadana que viene ejecutando, en la que deban ser requisadas 
todas las personas que salen de determinado barrio marginado, puesto que se tiene 
conocimiento que allí opera una distribuidora de narcóticos. 
                                               
 
101
 En efecto, con la expedición del Acto Legislativo 01 de 1986 se estableció la elección popular 
para alcaldes, quienes hasta antes de esa fecha eran elegidos por el Gobernador departamental, 
que a su vez era elegido por la Presidencia. Luego, con la Constitución de 1991 se estableció la 
elección popular para gobernadores. Con estas dos modificaciones al sistema político se vio 
fortalecido el proceso de descentralización administrativa, desligando en cierta medida la 
responsabilidad del alcalde o gobernador electo respecto del proyecto presidencial y el control 
electoral que ejercía, pero atándolo ahora a la obligación de cumplir el programa por el que fue 
electo (voto programático). 
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Bajo estas hipotéticas observaciones es que cobra importancia un estudio diferenciado 
de estas políticas públicas para el control social punitivo institucionalizado como tal. 
Contar con un estudio complejo de cómo ha sido una y otra política pública en 
determinado interregno de tiempo, facilitará encontrar relacionamientos en aras de dar 
respuesta a la pregunta que inaugura el presente apartado. ¿Por qué importa resolver 
esa pregunta? Básicamente porque no está claro hasta qué punto, o bajo qué proyecto 
más amplio, pueden estar concertadas, habida cuenta que ambas son dispositivos con 
los que se ejerce gobierno a costa de los derechos humanos, y en ambas es excluida la 
participación ciudadana, o ésta es tenida en forma instrumental cuando se requiere de su 
apoyo logístico o táctico (v.gr. como informantes). 
Hablar de concertación supone el encuentro de los actores y las agencias en la 
consecución de propósitos comunes. Pensar en que las políticas criminales y de 
seguridad ciudadana sean concertadas comprende entonces el rastreo de acuerdos en 
éstas (tanto en su diseño como puesta en marcha) que permitan identificar si hay algún 
tipo de propósito común que las impulsa. No obstante, este tipo de acuerdos bien pueden 
ser declarados o no, de ahí que se requiera un tipo de análisis especial para este tipo de 
políticas dado que por medio de ambas se ejerce una forma especial de gobierno y 
dominación. 
En consecuencia, señalar si una relación es concertada o no, depende de las 
herramientas metodológicas que pretendan utilizarse para el efecto. Sin embargo, la 
delimitación de las políticas públicas que pretendí hacer en el capítulo anterior arroja 
algunas pistas con las cuales pueden identificarse, al menos, cuatro factores o categorías 
de análisis102 y que podrían sustentar una nueva hipótesis (que debe ser profundizada) 
                                               
 
102
 En efecto se trata de categorías para el análisis de políticas públicas. Este tema, “como ciencia 
social aplicada, ha intentado proponer diversos modelos y métodos de análisis para explicar la 
emergencia, la formación o el cambio en las políticas públicas o para proporcionar información 
pertinente para la toma de decisión política” (Roth Deubel, 2007a, pág. 45). Aun cuando la 
literatura en la materia expone varias formas de aproximación a las políticas públicas, me he visto 
inspirado en el anarquismo epistemológico del que habla André-Noël Roth (2007a), quien 
buscando alejarse de modelos positivistas de análisis como el policy cycle, propone un modelo 
correspondiente con la epistemología anarquista de Feyerabend expuesta en su libro “Contra el 
método: esquema de una teoría anarquista del conocimiento” (1970), según la cual, aplicada al 
análisis de políticas públicas, se aboga “a favor del pluralismo metodológico o de una necesaria y 
legítima „combinación de todas las formas de lucha‟ en las actividades relativas a la formación y al 
análisis de las políticas públicas” (Roth Deubel, 2007a, pág. 48). Esta defensa cobra valor cuando 
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según la cual estas dos políticas públicas efectivamente mantendrían una relación 
concertada:  
(i) Los actores y agencias que participan en la construcción y puesta en marcha de las 
políticas públicas: Por “actores” se hace referencia a las personas concretamente, es 
decir, a los miembros que integran el círculo de poder (de gobierno) nacional o local que 
inciden en la política pública; mientras que por “agencias” me remito a los órganos 
institucionales del sector público o privado que vienen representados por los actores. El 
estudio de los actores, esto es, de sus perfiles, alianzas políticas, del sector social que ha 
dicho representar, etc., nos puede arrojar luces sobre los relacionamientos. Lo mismo 
ocurre con las agencias, dado que son éstas las que permiten las alianzas institucionales 
dentro del Estado.  
Las afinidades políticas, por ejemplo, entre actores del orden nacional y actores del orden 
local pueden significar un relacionamiento importante que puede decirnos algo sobre la 
tendencia progresista o conservadora que pueda atribuirse a las políticas públicas, a la 
forma como éstas se relacionan y a su vez pueden arrojar indicios de posibles 
concertaciones para llevar a cabo propósitos no declarados. Sin embargo, el análisis 
dependerá de cada estudio particular.  
Por ejemplo, vimos que en Bogotá el Plan Nacional de Vigilancia Comunitaria por 
Cuadrantes de la Policía Nacional y del Ministerio de Defensa, recibió el apoyo de la 
Alcaldía de Samuel Moreno para que la ciudad fuera sede del experimento policivo. Pese 
a que este Gobierno se identificaba dentro de las banderas de la centro-izquierda (Polo 
Democrático Alternativo), es decir la “oposición” a las banderas políticas del Gobierno de 
Juan Manuel Santos (Partido de la Unidad Nacional), no sólo acogió la iniciativa sino que 
la fortaleció y hoy hace parte de la táctica policiva que caracteriza la política de seguridad 
ciudadana.  
                                                                                                                                              
 
se enmarca en un contexto donde los análisis que se vienen fomentando desde agencias 
gubernamentales o multilaterales (tecnocráticas), centrados casi que exclusivamente en recursos 
(inputs) y resultados (outputs), han tomado la posición dominante frente otros análisis mejor 
condicionados para comprender mejor complejidad social y desenmascarando formas de 
dominación. 
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El papel de la Policía como agente es bastante relevante. Tal como se advirtió en el 
primer capítulo, la Policía participa en los espacios de discusión política (polity) como en 
el Consejo Superior de Política Criminal, así como en los distintos Consejos de 
Seguridad que convoca el Ministerio de Defensa. Pero además, participa en la puesta en 
marcha de las políticas (policy) en el caso de Bogotá particularmente. Su participación en 
ambos espacios puede ser cuestionada por dos motivos: (i) no es un cargo de elección 
democrática en el que la ciudadanía pueda participar; (ii) e históricamente son cargos 
que ocupan actores relacionados con la sociedad civil de la alcoba, es decir, con el 
sector que gobierna. Sin embargo, se defiende que participen en ambos espacios dado el 
conocimiento que recaban (como agencia) en cada uno de los operativos e 
intervenciones que realizan, configurándose un rol de experto que es difícil recusar, 
ganando en consecuencia una independencia peligrosa pues son personas armadas e 
imbuidas en la defensa del statu quo, y que, como se vio con la Policía Metropolitana, 
han aumentado en nueve veces su presupuesto en menos de 10 años, sin que haya 
habido un crecimiento similar de una agencia independiente que ejerza vigilancia y 
control a su función. 
(ii) El recurso al Ordenamiento Jurídico: Esta categoría de análisis hace referencia al uso 
del derecho del que se valen los actores y agencias para llevar a cabo las políticas 
públicas. Bien sea reformando o creando nueva legislación, decretos, acuerdos o 
resoluciones, quedó claro que tanto desde el orden nacional como local ha habido una 
necesidad de recurrir al Ordenamiento Jurídico. Bajo esta categoría se pueden develar 
relacionamientos importantes.  
Quizá el más evidente sea la modificación del Sistema Penal, que ha sido la estrategia 
principal a la que acuden los Gobiernos Nacionales y que permitió concluir que estamos 
en presencia de una política criminal oficial esencialmente punitiva. Lo importante es que, 
en principio, las modificaciones al Sistema Penal aplican para todo el territorio, y en 
consecuencia, independientemente de los objetivos que persiga una política de 
seguridad ciudadana, ésta debe acogerse a los comportamientos ya definidos y 
criminalizados. En este orden, la política de seguridad ciudadana se funcionaliza 
parcialmente a los designios de la política penal. 
Sin embargo, esta categoría abre la posibilidad de encontrar relacionamientos de otro 
tipo. Por ejemplo, pese a que la política de seguridad ciudadana (policy) no tiene ese 
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recurso del derecho penal, sí puede recurrir a reformas administrativas del derecho de 
policía y promover la creación de nuevas contravenciones para reforzar el sometimiento 
ciudadano a determinado régimen, como sucedió con la expedición del Código de Policía 
en el segundo periodo de Antanas Mockus. Así mismo, la posibilidad de imponer castigos 
(en tanto distribuyen dolor) como la reclusión temporal en la UPJ, creada en la Alcaldía 
de Peñalosa como una estrategia para que en los CAI de Policía no hubiesen detenidos 
dada la experiencia del motín que hubo en abril de 1998 en el Centro Carcelario y 
Penitenciario Metropolitana de Bogotá conocido como “La Picota”, que terminó con 15 
internos muertos y derivó en la declaratoria de desobediencia civil por parte de los demás 
reclusos, quienes no permitieron el ingreso de más sindicados dadas las condiciones de 
hacinamiento que debían soportar; lo que correlativamente implicó un aumento del 300% 
de hacinamiento en las Estaciones de Policía (Martínez, 1999b, pág. 131). Vale 
denunciar que el castigo de reclusión en la UPJ se lleva a cabo sin ningún juicio o 
contradictorio y de forma cotidiana en contra de la sociedad civil de la calle, lo que en 
términos actuarialistas puede ser visto como un sistema de castigo más eficiente que hoy 
quiere ser impuesto en ciudades como Medellín, Cali y Barranquilla. 
En este orden de ideas, la UPJ se idea por el Gobierno local como consecuencia del 
estado de cosas inconstitucional en los establecimientos penitenciarios y carcelarios del 
país, pero sobre todo, por la legislación penal de emergencia que resolvió ampliar el 
espectro del poder punitivo y llenó los establecimientos y las estaciones de policía con 
personas capturadas. Debido a la “demanda”, esto es, personas justiciables, el Plan 
Maestro de Equipamientos de Seguridad Ciudadana, Defensa y Justicia para Bogotá, de 
la segunda Alcaldía de Mockus y fortalecido por la Alcaldía de Luis Garzón, contempla la 
necesidad de crear tres nuevos centros de reclusión transitorios como éste. 
(iii) Las influencias internacionales: Uno de los aspectos comunes, que puede 
identificarse en la descripción realizada en el segundo capítulo, es que la política criminal 
y la política de seguridad ciudadana han sido influenciadas por agencias multinacionales 
que promueven medidas dentro del campo del control del crimen. No obstante, las 
medidas que han sido implementadas por conducto de estas influencias no son las 
mismas en el orden nacional o local, lo que no significa que éstas no encuentren algún 
tipo de concertación estratégica que no deba ser indagada. 
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Por ejemplo, como se vio en el caso colombiano, agencias multinacionales como el BM, 
el FIM y Estados Unidos impulsaron un modelo de justicia penal acusatorio, oral y de 
justicia negociada dentro de la política criminal oficial en el marco del Plan Colombia; 
mientras que en el nivel local el BID, de la mano de la Cámara de Comercio de Bogotá, 
promovió esquemas de investigación actuarial bajo la idea de zonas de riesgo en la 
ciudad, principalmente durante los gobiernos de Mockus y el de Peñalosa. Ambas 
medidas impulsadas e implantadas como estrategias eficientes en la lucha contra la 
delincuencia. Sin embargo, este apoyo suministrado al orden nacional y local trajo 
correlativas obligaciones en relación al tipo de país y tipo de ciudad que estas agencias 
multinacionales imponen, bajo la amenaza de la deuda que causó la implementación de 
las medidas mismas. 
El impacto del modelo neoliberal en el país no debe ser entendido al margen de las 
gestiones que hacen estas agencias multinacionales en materia de seguridad ciudadana 
y política criminal. Pues como se vio, éstas dieron un impulso inicial en el camino de la 
seguridad que consideraban más apropiado para el modelo económico y político 
neoliberal, y que posteriormente siguió siendo recorrido por los gobiernos de derecha que 
han mandatado en Colombia y en Bogotá. Por ejemplo, el hecho de que el programa de 
Zonas Seguras de la Alcaldía de Peñalosa se haya potenciado dentro de la Presidencia 
de Uribe, quien impulsaba las Zonas de rehabilitación y consolidación, da a entender que 
ambos gobiernos iban tras la necesidad de ofrecer seguridad en los territorios donde ésta 
se mide en niveles deficitarios: en el caso del Gobierno Nacional en clara defensa de los 
intereses multinacionales de las empresas extractivas; mientras que para la Alcaldía la 
preocupación eran los altos niveles de violencia en algunos sectores de la ciudad. En 
ambos programas se rastrea la hipótesis neoliberal según la cual la violencia y la 
criminalidad son las causas del estancamiento del desarrollo y el freno de la inversión 
extranjera, por lo que es primordial dedicar los esfuerzos institucionales por contenerlas, 
desconociendo deliberadamente que la violencia y la criminalidad son resultado de 
procesos sociales más complejos. 
Esta categoría analítica también aplica para la identificación de las distintas teorías 
criminológicas que han colonizado el pensamiento político en el campo del control del 
crimen. Así por ejemplo, en el caso de la política pública de seguridad ciudadana en 
Bogotá, quedo claro como la Teoría de las Ventanas Rotas, la epidemiología de la 
violencia y las experiencias de Cero Tolerancia, se incorporaron a las estrategias de 
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Cultura Ciudadana de Mockus, para dar como resultado una política paradigmática para 
muchas ciudades de este sector del mundo marginal, y que son impulsadas por los 
actores que han participado (como los alcaldes) y las agencias neoliberales que los 
financiaron. 
También podría analizarse bajo esta categoría la implementación en Bogotá de una 
táctica policiva como son los cuadrantes de los Carabineros de Chile, presentada como 
exitosa en el manejo de la seguridad ciudadana y del orden público, pero ocultado que su 
implementación se está promoviendo en contextos latinoamericanos donde el 
neoliberalismo viene golpeando con mayor fuerza. 
(iv) El ámbito territorial sobre el que aplican: Esta categoría de análisis permite 
caracterizar a las políticas públicas de acuerdo con el factor territorial sobre el que 
buscan incidir. Así por ejemplo, aun cuando las normas de derecho penal aplican para 
todo el territorio, muchas veces su expedición está mediada por el interés de incidir en 
determinados sectores más que en otros, tal como sucedió con la Justicia Regional hoy 
Justicia Especializada. Lo mismo sucede con las leyes que se denominan “de seguridad 
ciudadana”, las cuales no sólo aplican en la ciudad, sino que sus efectos resultan siendo 
más opresivos en las zonas rurales, donde la división funcional entre policía y militar es 
mucho más difusa; incluso donde la competencia que recibe la Fuerza Pública es tan 
amplia que ejercen funciones jurisdiccionales de hecho sobre la población civil. 
La política pública de seguridad ciudadana de Bogotá parece circunscribirse solamente a 
esta ciudad, es decir, que su ejecución ha sido contemplada en los límites capitalinos. No 
obstante,  este asunto debe verse con mayor detalle, pues el mapa político del Distrito 
Capital tiende a expandirse a ciertos municipios cercanos como Soacha o Chía, en los 
que hay un interés por parte de la Policía Nacional por dar alcance a los esfuerzos 
policivos de la política de seguridad ciudadana que lleva a cabo la Policía Metropolitana. 
En consecuencia, esta categoría analítica permite identificar cómo las políticas de 
seguridad ciudadana y política criminal oficial se encuentran en el territorio, bajo la idea 
de generar gobernabilidad sobre su población; por ejemplo, mediante legislación penal 
pensada para criminalizar determinados fenómenos que acontecen en las ciudades o en 
las zonas rurales, pero que dan por contado los procesos de consolidación de ciertas 
políticas de seguridad ciudadana.  
Capítulo 3 105 
 
Estas cuatro categorías para el análisis de políticas públicas de seguridad ciudadana y 
política criminal surgen en el marco de nuevas cuestiones e hipótesis que se presentan 
cuando se realiza un análisis diferenciado respecto a lo que es una y otra política. Si se 
continuara bajo la idea de que la política (policy) de seguridad ciudadana está incluida 
dentro de la política (policy) criminal oficial, estaríamos en presencia de un análisis que 
no corresponde con el desenvolvimiento de ambas políticas en la vida real, al menos no 
en el caso colombiano.  
Por el contrario, un análisis conjunto pero diferenciable permitiría recabar información útil 
para desenmascarar ejercicios de dominación que avanzan por vías distintas pero se 
potencian entre sí y que, en el caso colombiano, se advierte una relación concertada 
para la defensa a ultranza del orden público para el mantenimiento del estado de cosas 
injusto que atraviesa el país. De ahí que sea importante llevar a cabo investigaciones 
particulares con políticas públicas de seguridad ciudadana de otras ciudades principales 
como Medellín o Cali, dado que allí también deben haber relacionamientos con la política 
criminal oficial del país. La experiencia bogotana es apenas una muestra de las políticas 
que en seguridad ciudadana se han emprendido en Colombia, en consecuencia, 
considero que, al menos, estas cuatro categorías de análisis podrían dar luces sobre la 
forma cómo estas políticas para el control punitivo confluyen, en aras de verificar cómo 












































4. Conclusiones  
En los capítulos anteriores se tuvo la oportunidad de confirmar la hipótesis según la cual 
las políticas públicas de seguridad ciudadana no se ven agregadas en su totalidad a las 
políticas criminales oficiales, tal como se podía abstraer de la literatura criminológica 
crítica. En efecto, allí se sostenía que la política de seguridad ciudadana era una de las 
formas de la política criminal. No obstante, quedo claro que había una confusión respecto 
a lo que es la política (polity) y la forma como ésta se despliega en políticas (policy) 
públicas. Según esta posición, entonces, la teoría criminológica que ha sido referida se 
había concentrado en el estudio crítico de las políticas sin diferenciar si hacía referencia 
a las ideas de gobierno o a la puesta en marcha de esas ideas por medio de mecanismos 
de control social punitivo institucionalizado como tal.  
Para esclarecer la confusión se partió de la idea de que si la política criminal y la de 
seguridad ciudadana son abordadas como discursos ideológicos de dominación, 
estaríamos de cara a un nivel de discusión superior en el cual se debate qué es lo que 
debe ser reprimido en determinada sociedad. Pero si se detalla cómo se implementa esta 
decisión en la vida real, quedó claro que, aun cuando las voces “política criminal” y 
“seguridad ciudadana” surjan para denominar a estas políticas públicas, ya no es posible 
ni responsable con el compromiso por develar las formas de dominación, tenerlas por 
una misma cosa: las políticas públicas de seguridad ciudadana son claramente 
diferenciables de las políticas públicas criminales oficiales. 
Para llevar este esclarecimiento a otro nivel, hubo la necesidad de acudir a una situación 
real que fue identificada en el contexto colombiano. En esta realidad marginal del poder 
global, se vio que la voz “política criminal”, pese a estar por fuera de la esfera pública de 
debate democrático y estar circunscrita a ciertos actores y agencias, existe como tal en el 
conjunto de decisiones que el Estado toma para incidir en los fenómenos que él mismo 
ha elegido como delictivos. Respecto a este cuerpo de decisiones vale decir que en su 
mayoría han sido tomadas en contextos políticos polarizados y se han valido de poderes 
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constitucionales excepcionales para ingresar al Ordenamiento Jurídico, pero que 
posteriormente se hacen permanentes pese a que el contexto de excepción invocado 
haya desaparecido, o por el contrario, siempre haya estado y, en ese punto, no haya 
habido ninguna excepcionalidad. 
El hecho de que el país sufra un conflicto armado y social que ha pretendido ser 
invisibilizado por Gobiernos Nacionales como el de Álvaro Uribe, no sólo ha radicalizado 
las posiciones respecto al tipo de tratamiento penal que debe regir en el país, sino que 
además ha impulsado un modelo político y económico neoliberal que encuentra el 
blindaje suficiente para continuar su avanzada, frente a las denuncias de muchos 
sectores sociales que se ven estigmatizados por no apoyar el tipo de país y de desarrollo 
que las agencias multinacionales nos imponen. 
Es en el marco de esta demagogia maniqueísta de amigos y enemigos que la política 
criminal oficial y vigente del país termina supeditada a las agendas más amplias de 
seguridad, o mejor, de aseguramiento del statu quo. Y en esa vía, el recurso penal 
eficientista que promete resultados contra la impunidad de los delitos cometidos, e 
impulsado en el marco de la guerra contra la delincuencia, cumple una función de cortina 
de humo respecto de los delitos (más graves para el conjunto social) que son cometidos 
por la sociedad civil de la alcoba, pero a su vez somete a las clases más vulnerables e 
históricamente excluidas y desposeídas, como chivos expiatorios de un Sistema Penal 
selectivo y articulado a una violencia estructural bastante sofisticada que alimenta un 
inconstitucional sistema penitenciario. 
Lo interesante es poder comprender cómo una política pública criminal oficial como la 
colombiana se relaciona con los territorios respecto de las políticas de seguridad 
ciudadana que, amparadas en la descentralización administrativa, se han venido 
configurando y consolidando en mayor o menor medida. Tal como se vio, la política de 
seguridad ciudadana de Bogotá, a diferencia de la política criminal oficial, sí ha tenido un 
proceso de consolidación relevante que la ha proyectado más allá de la postura política 
que haya dicho representar la alcaldía de turno. Mientras lo que se ha visto respecto de 
la política criminal ha sido la continuidad de políticas penales ideologizadas en el 
eficientismo y la defensa social; la experiencia bogotana sí demuestra la continuidad de 
proyectos concretos, con fondos de financiamiento y agencias expertas dedicadas 
exclusivamente a la administración de la (in)seguridad en Bogotá. 
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En consecuencia, habida cuenta de este grado de sofisticación de la política de 
seguridad ciudadana en contraste con la política criminal oficial del país, es que cobra 
importancia poder encontrar relacionamientos que nos permitan generar una lectura más 
crítica y compleja de las formas de dominación en clave de defensa del statu quo. Pues 
si tenemos dos políticas que reciben influencias de agencias internacionales que 
promueven abiertamente el neoliberalismo, y lo que lo que se sugiere por éstas (y 
termina siendo aceptado, generándose una correlativa deuda) en los órdenes nacional y 
local, aun cuando no es lo mismo, parece que hay algún tipo de concertación bajo la 
hipótesis de que la violencia en sí misma es causa del atraso en el desarrollo de la 
ciudad y del país, y en consecuencia, retrasando el orden ideal con el que deberían 
funcionar las cosas y respecto del cual se espera el bienestar social.  
Nada más falso y autoritario que pensar que la defensa a ultranza del orden público, a 
costa de los derechos humanos, es prerrequisito para la materialización futura de éstos. 
Por lo que considero que hay unos intereses ocultados que deben ser explicitados y 
denunciados, pues se valen de la criminalización y estigmatización a la oposición política 
y la policización de las relaciones sociales para blindarse y asegurar su trayectoria. En 
ese orden de ideas, he propuesto cuatro categorías, que son resultado de una 
abstracción del estudio diferenciado de las políticas criminal y de seguridad ciudadana, 
como una suerte de herramientas para el análisis de políticas públicas en esta materia. 
Si bien es cierto, el propósito del presente trabajo de grado era el de resolver la confusión 
aludida valiéndome de unas políticas en concreto, consideré que era relevante 
entrometerme un poco en la creación de herramientas analíticas para que pudieran ser 
aplicadas en trabajos posteriores, inclusive mejorándolas o creando otras. En cualquier 
caso, contempladas bajo la idea de que no es responsable con la transformación del 
estado de cosas injusto que impera continuar confundiendo las políticas públicas 
criminales y de seguridad ciudadana. Si al menos un sector de la academia que pueda 
llegar a recibir este trabajo ha quedado con el ruido de la confusión, he cumplido un 
propósito. 
Para cerrar este texto quisiera sentar una pequeña reflexión. 
Uno de los retos de quienes hemos decidido libremente poner en militancia los 
conocimientos de la disciplina criminológica es el de tomar partido: o legitimas un orden, 
o lo acusas. Lo anterior no se equipara al discurso maniqueísta de amigo/enemigo ya 
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aludido, puesto que la vida política enseña que hay sectores sociales poderosos que 
instrumentalizan al Estado para naturalizar un orden injusto, frente al cual, quienes 
tenemos conocimientos sobre el tema, nos incumbe una responsabilidad por 
desenmascarar y ofrecer disputa política en defensa de la libertad. Eso sí, sin perder la 
capacidad de ser auto reflexivos, pues podríamos terminar legitimando otras formas de 
dominación (incluso peores) por el hecho de encontrar cierta empatía política. Este es 
uno de los legados más importantes de la criminología crítica militante. 
En consecuencia, aguardo la expectativa de que este trabajo que concluyo y con el que 
abro el debate en la disciplina, pueda ser del interés de la sociedad civil de la calle. Para 
cumplir este otro propósito, se me avecina entonces un proceso de formación 
pedagógica para poder levantar las líneas acá plasmadas en figuras comunicativas 
mediante las cuales pueda compartir las ideas que abordé con un público más amplio: la 
ciudadanía que padece en realidad estas formas de dominación.  
No hay otra manera. El proceso de concientización, de reflexión y de reconocimiento a lo 
que nos vemos sometidos por la defensa simbólica de valores como la democracia, que 
no tienen un referente material que nos permita justificarla, es previo para la construcción 
desde debajo de una verdadera, o al menos, una diferente a la que nos imponen y a la 
que nos atan mediante políticas punitivas y policivas. Por este motivo es que la 
criminología crítica es una apuesta a la militancia por la libertad. Lo otro es apenas 
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